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Poder Judicial de la Nación

Tribunal Oral en lo Criminal Federal de Corrientes


En la ciudad de Corrientes, Capital de la Provincia del mismo nombre, República Argentina, a los 15 días del mes de marzo del año dos mil dieciocho, se constituye el Tribunal Oral en lo Criminal Federal de Corrientes, en la sala de acuerdos y deliberaciones del Cuerpo, bajo la presidencia del señor Juez de Cámara, doctor VÍCTOR ANTONIO ALONSO, e integrado por los señores Jueces de Cámara, doctora LUCRECIA M. ROJAS de BADARÓ y doctor FERMÍN AMADO CEROLENI, asistidos por el Secretario autorizante, doctor MARIO ANIBAL MONTI, para dictar sentencia en la causa caratulada: “RODRIGUEZ, ROBERTO EDUARDO; AQUINO, SANTA ELBA; VILLALBA, DANIELA ROCÍO; RAMOS, ROSA GLADYS; GLIBOTA, JOSE  RAFAEL; HERRERA, MARÍA DE LOS ÁNGELES Y SOSA, GRICELDA ROMINA s/ Infracción art. 303 C.P”,  Expediente FCT 12000024/2012, en la que intervienen el doctor Carlos Adolfo Schaefer, la doctora Gabriela Carolina López Breard y el doctor José Oscar Vargas en representación del Ministerio Público Fiscal; los imputados, Roberto Eduardo RODRÍGUEZ, asistido por el Defensor Público Oficial doctor Rubén Armando Molinari y el Defensor Oficial Coadyuvante doctor José Carlos Benítez; Gricelda Romina SOSA, asistida por la doctora Adriana Mabel Calvo; Santa Elba AQUINO y Rosa Gladys RAMOS, asistidas por el doctor Diego Sebastián Missano; José Rafael GLIBOTA, asistido por los doctores Juan Carlos Saife y Sebastián Jorge Vallejos; María de los Ángeles HERRERA, asistida por el doctor Carlos Ariel Ameri; Daniela Rocío VILLALBA, asistida por el Defensor Público Oficial doctor Enzo Mario Di Tella y el Defensor Oficial Coadyuvante doctor Javier Ernesto Carnevali; el doctor Alejandro Emanuel de Dios Montiel y el doctor Nicolás Malone en representación de la querella de la Unidad de Información Financiera (UIF), y el doctor Amílcar Federico Aguirre y la doctora Mariel Inés Riera por la querella de la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP); los imputados: RODRÍGUEZ, Roberto Eduardo DNI N° 27.413.908, nacido el 01/10/1979 en Santa Fe, comerciante, soltero, domiciliado en Belgrano N° 1924, Posadas, Misiones, que instruido, hijo de Santa Elba Aquino y de Juan de la Cruz Rodríguez; AQUINO, Santa Elba DNI N° 6.368.703 nacido el 22/03/1951 en Santa Fe, ama de casa, casada, domiciliada en Cerro Cora, P. b, Mz. 56, Candelaria, Misiones, instruida, hija de María Gómez y de Luciano Aquino; SOSA, Gricelda Romina DNI N° 28.440.037, nacida el 27/09/1980 en Buenos Aires, comerciante, soltera, domiciliada en Mutinelli N° 71, Posadas, Misiones, instruida, hija de Bayer, Gricelda Noemí y de Sosa, Ángel Ricardo; VILLALBA, Daniela Rocío DNI N° 31.933.262, nacida el 16/09/1985 en Villa Ángela, Chaco, ama de casa, soltera, domiciliada en Lorenzo y Borrini, Barranqueras, Chaco; instruida, hija de Inocencia Villalba; GLIBOTA, José Rafael, DNI N° 16.320.791, nacido el 23/07/52 en Villa Ángela, Chaco, comisionista, soltero, domiciliado en Ruta N 95, Acceso Oeste, Villa Ángela, Chaco, instruido, hijo de María Ernesta Onasis de Glibotta y de Juan Glibotta; HERRERA, María de los Ángeles, DNI N° 23.889.218, nacida el 07/08/74 en Villa Ángela, Chaco, ama de casa, soltera, domiciliada en Ruta 95 y Boulevard San Martin, Villa Ángela, Chaco, instruida, hija de Domingo Abel Herrera y de Margarita Norma Sattler; RAMOS, Rosa Gladys, DNI N° 24.762.785, nacida el 16/09/1972 en Partido de San Martín, Provincia del Chaco, comerciante, soltera, domiciliada en Los Fresnos N°1532, Francisco Álvarez, Partido de Moreno, Provincia de Buenos Aires, instruida, hija de Bonifacia Riquelme (f) y de Rogelio Ramos (f). Seguidamente el Tribunal tomó en consideración y se expidió sobre las siguientes: 

Cuestiones
Primera: 
¿Existen nulidades que declarar en la causa? 

Segunda:  
¿Está probado el hecho y la participación de los imputados?

Tercera: 
¿Qué calificación legal cabe aplicar y, en su caso, qué sanción corresponde?

Cuarta: 
¿Corresponde la imposición de costas y regulación de honorarios profesionales?

 
Los señores magistrados fundarán su voto en forma conjunta.-

A la PRIMERA CUESTIÓN, los  Jueces de Cámara dijeron: 

1. La acusación provisoria contenida en las piezas acusatorias:

 
Que se inicia el debate en la presente con la lectura del requerimiento fiscal de elevación de la causa a juicio (fs.6463/6480), así como los requerimientos formulados por las querellas (AFIP a fs.6330/6351; UIF a fs.6355/6390), y el auto de elevación (fs.6512/6535), en los que se responsabilizó a los imputados RODRÍGUEZ, GLIBOTA, SOSA, VILLALBA, AQUINO, RAMOS y  HERRERA por la comisión del delito de Lavado de Activos de Origen Delictivo, cometido con habitualidad (art. 303 inc. 2 "a" del CP).-  

 
Según las piezas acusatorias los imputados, desde el año 2011 y  hasta el momento de su detención (1/10/2014), convirtieron y aplicaron los bienes detallados en las citadas presentaciones provenientes de los delitos de transporte de estupefacientes -art. 5 inc. c) de la ley 23.737-, con relación a hechos ilícitos que tuvieron como protagonistas a David Javier Miranda (alias El Puntano), Omar Daniel Rojas y Héctor Carlos Logfren, entre otros.

 
Si bien las piezas acusatorias contienen un relato idéntico del hecho, reproduciremos casi en su totalidad la formulada por la UIF (fs. 6355/6390) por ser la que, a nuestro juicio, lo expone con mayor claridad.

  
Según la citada pieza procesal las presentes actuaciones se iniciaron el 26 de enero de 2012, en virtud del informe remitido por UESPROJUD "Corrientes", en el cual se expresa que existiría una organización delictiva encabezada por dos personas identificadas como "Gabriel" y Cacho" dedicada al transporte y comercialización de mercadería en infracción a la ley 23.737 y/o 22.415, proveniente de la República del Paraguay, para posteriormente ser transportada hacia distintos puntos del país.

 
Expresa que:

 
“...En ese contexto, la prevención informó de diferentes procedimientos en los cuales se incautaron toneladas de marihuana que eran transportados por camiones. De la investigación se logró determinar que cuando los camiones que eran incautados con el estupefaciente pasaban por diferentes peajes, previo a estos pasaban en el mismo sentido diferentes rodados pertenecientes a la organización que se investiga, haciendo de "adelantados" al camión con la finalidad de alertar de posibles controles policiales.

Se incorporaron datos respecto al movimiento en el peaje de Ituzaingó, Corrientes, donde aparecen rodados que transitaron en una franja horaria similar (poca diferencia), siendo estos los siguientes: KVH-728, Peugeot 207, titular: Graciela Romina SOSA; autorizados: Ricardo Gabriel SOSA y Juan Andrés RUPPEL, DNI N° 11.699.237; GOB-761, propiedad de Francisco Orlando JARA; FLY-453: titular Oscar Rodolfo Ramírez; autorizados: Víctor Manuel AGOTEGARAY, DNI N° 11.111.342; Graciela Mabel PEIRANO, DNI N° 14.022.639 y María Alejandra DUARTE, DNI N° 14.731.7073.

Se incorporaron constancias de los pasos por los peajes de Ituzaingó, Corrientes; del Puente Gral. Belgrano que une Corrientes con Chaco y de Makalle, Chaco de los vehículos marca AUDI Q5 dominio KSX-618 y el dominio MJW-434, cuyo titular es José Rafael GLIBOTA cuyos autorizados son Ricardo Gabriel SOSA y Alejandro E. RODRÍGUEZ.

En el procedimiento efectuado por la policía de la provincia de Mendoza (setiembre de 2013), se procedió al secuestro de 1.200 kg. de marihuana; se efectuaron tres allanamientos donde en uno de ellos se secuestra el rodado marca AUDI 05 dominio colocado KSX-618 que era utilizado por Ricardo Gabriel SOSA, en donde - como ya se dijo -resultó detenido "El Puntano"(...)

Luego de las tareas de inteligencia realizadas por la fuerza, a partir del 1 de octubre de 2014, se procedió a la detención de todos los imputados y al allanamiento de sus domicilios...”.-

 
Indicaron que, más allá de la vinculación que en cada caso se encontró de los imputados con hechos de tráfico de estupefacientes, lo central en la investigación residía en que habían realizado exteriorizaciones patrimoniales que excedían su real capacidad y perfil económico, encontrándose adicionalmente relacionados con hechos ilícitos de tráfico de estupefacientes, entendiendo que esta última actividad era la que realmente justificaba las riquezas exteriorizadas por los acusados. 

 
Expresaron que Roberto RODRÍGUEZ era el líder de una organización criminal integrada por el resto de los imputados, cuyo objeto había sido el lavado de activos procedentes de actividades de narcotráfico durante el período investigado. En ese sentido, dijeron que no sólo llevó adelante maniobras propia del lavado de activos -conversión, administración, transformación, y puesta en circulación en el mercado formal de fondos provenientes de ilícitos penales-, sino que además lideró una banda que, con habitualidad, se dedicaban a cometer este delito.

  
Aclararon que con base en el informe de fs. 904 y siguientes que  RODRIGUEZ utilizaba el alias "Ricardo Gabriel SOSA" para buena parte de su quehacer delictivo.

 
En punto a las exteriorizaciones patrimoniales señalaron que RODRIGUEZ:

“... Adquirió, administró y de esa manera, puso en circulación activos en fecha 7 de agosto de 2014, registrando a su nombre el 34% del automóvil marca Porsche Coupe Cayman modelo 2010, dominio JBB754, valuado según DNRPA en $905.000 (valor de adquisición según CETA: $250.000). El porcentaje restante de adquisición le correspondió a: Gricelda Romina SOSA en un 33% y Exequiel RODRÍGUEZ en un 33%. Los fondos puestos en circulación mediante esta maniobra eran procedentes de un ilícito penal, concretamente, del tráfico de estupefacientes.

   Disimuló dinero en efectivo, con la consecuencia probable de que esos activos adquirieran apariencia de licitud, poseyendo una valija en su domicilio con $142.000 y U$S 8.000, así como una caja fuerte con $198.600. Esos activos eran procedentes del mismo ilícito penal.

 
Administró fondos procedentes de un ilícito penal, poniendo en circulación esos activos con la consecuencia probable de que los mismos adquirieran apariencia de licitud, llevando a cabo en nombre propio, y mediante la utilización de personas físicas y jurídicas interpuestas y/o a través de las firmas sociedades RR VIP AUTOMÓVILES S.R.L, CORRALÓN CERRO CORA S.R.L, EMSETUR SRL y el "COMPLEJO TANGARÁ" operaciones financieras, compraventas reales y simuladas, constitución de sociedades de apariencia real sin actividad alguna, mediante las cuales fueron puestos en circulación en el mercado bienes no declarados de origen ilícito.

 En su carácter de líder de la organización criminal, se lo acusa de ser coautor de todos los hechos atribuidos al resto de los imputados, consistentes en maniobras de adquisición, administración, transferencia, venta y disimulación de activos de origen ilícito, con la consecuencia probable en todos los casos, de que los mismos adquirieran apariencia de lícitos. Ello en el entendimiento de que el modus operandi   de este acusado ha consistido en la utilización de testaferros para la mayor parte de sus exteriorizaciones patrimoniales...”.-

 
Alegaron que, como parte de la actividad de integración del dinero producto de actividades ilícitas al mercado legítimo, RODRÍGUEZ -a través de SOSA, Gricelda Romina (pareja) y AQUINO, Santa Elba (madre), constituyó dos sociedades de responsabilidad limitada, "RR VIP AUTOMÓVILES SRL" y "CORRALÓN CERRO CORA SRL", que actuaban como medio para el desarrollo de aquellas actividades, y expresaron que la concesionaria era utilizada como una de las sedes desde las cuales RODRÍGUEZ y su organización operaban cotidianamente, mediante los negocios vinculados a los automóviles.

 
Asimismo, vincularon a este acusado  las exteriorizaciones patrimoniales realizadas mediante la participación y administración de EMSETUR SRL y del complejo Tangará.

 
Señalaron que el "Complejo turístico Tangará" se encuentra sito en Ruta Nacional Nro. 12 Km 1515, de la localidad de Montecarlo, Misiones. Al momento de los hechos era propiedad de la familia RODRÍGUEZ, siendo administrado por RAMOS, Rosa quien comparte el 50% de la firma "EMSETUR SRL."

 
Describieron el complejo y expresaron que la actividad desplegada en el Complejo respondía a una operatoria similar a la llevada a cabo mediante la concesionaria, es decir, mediante la interposición de personas jurídicas elaborar mecanismos tendientes a la incorporación al mercado lícito de bienes de origen delictivo.

 
Señalaron que la administración del complejo “Tangará” estaba a cargo de Cándido PASSARELLO, quien había reconocido en su indagatoria haber sido contratado por Rosa Ramos.- 

 
Valoraron el informe de fs. 745/754 en el que constan conversaciones telefónicas entre Santa Elba AQUINO y Roberto RODRÍGUEZ; así como el expediente remitido por la Unidad de Información Financiera (UIF), cuyas conclusiones obran a fs. 3211/3215.- 

 
Por otra parte, al valorar el perfil patrimonial de RODRIGUEZ (pto.b.) dijeron que no había desarrollado actividad legal alguna, no había realizado aportes previsionales ni había pagado impuestos por cualquier emprendimiento independiente. Señalaron que tampoco tenía cuentas bancarias a su nombre y todos sus activos, dada la ilegalidad de su fuente generadora, están en la más absoluta marginalidad.

 
Continuaron su acusación provisoria vinculando al citado imputado con ilícitos precedentes (pto.c). señalando que:

“...Surge claramente del desarrollo del expediente que este acusado se encuentra vinculado a ilícitos precedentes relacionados con la ley de estupefacientes N° 23.737 y/o con personas relacionadas a estos delitos.

Como ya se dijo en las páginas anteriores, a fs. 639/643, en un informe del 29/10/13, constan datos respecto a dos allanamientos llevados a cabo por la policía de Mendoza, en la localidad de Alvear durante el mes de septiembre de 2013, de donde surge el secuestro del vehículo Audi modelo 05 dominio KSX-618, que era utilizado por uno de los investigados en la organización.

Por otra parte, es esta provincia de Mendoza uno de los destinos de la droga manejada por algunos de los miembros de la organización delictiva, tal como surge del informe del 7/08/13, donde SOSA (alias utilizado por RODRÍGUEZ) advierte a Vara que "el puntano" pasaría por ahí, haciendo referencia al ciudadano MIRANDA, David Javier, identificado con DNI N° 36.677.831 (quien fue detenido en la provincia de Formosa cuando transportaba más de 1500 kg de marihuana en un camión, conforme informe de fecha 19 de abril). (...)


Mediante expediente UU 2-1000/10, del 10 de julio de 2014, mediante informe de UESPROJUD "Corrientes", consta una síntesis de la información respecto a las vinculaciones de los distintos miembros de la organización y su participación en diversos hechos.

De ese informe resulta que este acusado se ha manejado con una identidad falsa (Ricardo Gabriel SOSA) para adquirir, administrar y enajenar bienes, así como para obtener autorizaciones de manejo de los diferentes vehículos involucrados en esta pesquisa.

 
El mismo es concluyente en relación a la vinculación de Rodríguez con hechos de tráfico de estupefacientes y con personas dedicadas a este ilícito...”

 
Valoraron los distintos descargos indagatorios del imputado marcando que las explicaciones dadas por este acusado, que decía haber iniciado su actividad con un supuesto capital de U$S 200.000 y terminar con un capital exteriorizado de más de $11.000.000 y U$S 7.000.000, no alcanzaban a conmover la prueba colectada en su contra, no explicaba los vínculos que surgían de la causa con hechos de narcotráfico, y no acredita documentalmente el origen de los fondos.

 
En el acápite que le dedicaron a la “Calificación legal de los hechos endilgados a este acusado” (ítem. 3, fs.6364) dijeron que: 

 
“...Las operaciones ut supra mencionadas, fueron realizadas por una persona que no poseía perfil patrimonial y capacidad económica para ser generador de los montos involucrados. Dichas operaciones se llevaron a cabo mediante estructuras empleadas para canalizar fondos de origen ilícito, a efectos de su integración en el mercado, mediante la utilización de los dispositivos y herramientas jurídicas y financieras, disimulando y ocultando el origen y titularidad de los fondos utilizados para la adquisición de bienes y servicios.

 
En ese sentido, (...) esta querella acusa al imputado RODRÍGUEZ por ser autor penalmente responsable del delito de lavado de activos calificado en los términos del art. 303 inc. 1), y 2) apartado a) por ser cometido con habitualidad y en banda...”.-

 
En punto a la participación de Gricelda Romina SOSA, dijeron que la nombrada integraba la organización criminal liderada por Roberto RODRIGUEZ, llevando adelante maniobras de conversión, administración, transformación, disimulación y puesta en circulación en el mercado formal de fondos provenientes de ilícitos penales.

 
En el ítem “a.” relativo a sus Exteriorizaciones patrimoniales dijeron que la nombrada adquirió, administró y, en consecuencia, puso en circulación activos procedentes de un ilícito -tráfico de estupefacientes - con la consecuencia posible de que los mismos adquieran apariencia de licitud los siguientes bienes:

 
• En fecha 7 de agosto de 2014, registrando a su nombre el 33% del automóvil marca Porsche Coupe Cayman, modelo 2010 Dominio JBB754, valuado según DNRPA en $905.000 (valor de adquisición según CETA: $250.000). 

 
• El 4/09/2012 un vehículo Peugeot sedán 207 Premium dominio KVH728 modelo 2012, valuado en $109.900, aunque según formulario CETA la transacción ascendió a un valor de $95.000.

 
• El 2 de marzo de 2012 un vehículo Seat sedan León, Dominio KZT735, modelo 2011 valuado en $178.500.

 
• El 6 de agosto de 2010 un vehículo Citroën sedan Berlingo, dominio FRG740, modelo 2006, valuado en $72.500.

 
• El 15 de julio de 2013 adquirió un vehículo Toyota RAV4, dominio MTZ523, modelo 2013, por un valor de $192.700. Luego, el 28 de agosto de 2014, lo transfirió por un valor de $345.000.

 
•     El 28 de diciembre de 2011 adquirió un vehículo Toyota Hilux,  dominio JSP992, modelo 2011. Lo transfirió el 4/03/2013 por un valor de $180.000.

 
Respecto a su Perfil patrimonial indicaron que:

“...En el marco de una serie de actividades económico-financieras anómalas, como parte de la actividad de integración del dinero producto de actividades ilícitas al mercado legítimo, RODRÍGUEZ -a través de SOSA, Gricelda Romina (pareja) y AQUINO, Santa Elba (madre), constituyó dos sociedades de responsabilidad limitada, que evidentemente actuarían como medio para el desarrollo de aquellas actividades con el capital inicial aportado por aquel.

 
Ésta acusada se desempeñó como gerente de la firma RRVIP AUTOMÓVILES S.R.L, con la cual comparte tres cuentas bancarias en el Banco Macro, las que registran dos acreditaciones; una en la cuenta N° 9476175591 por $53.318 y otra en la cuenta N° 9411326420 por $481.740, ambas en el año 2014.

 
Asimismo, comparte cuentas bancarias en el Banco Macro con la firma CORRALÓN CERO CORA en las cuales se desempeñó como Gerente, figurando acreditaciones totales durante el año 2014 de $216.945. Además, posee Cuentas Bancarias propias en el Banco de la Nación Argentina tipo caja de ahorro informada desde 11/2011, registrando acreditaciones totales desde el año 2012 al 2014 de $367.613.

 
También posee otra cuenta en dicho Banco informada en 05/2006 con acreditaciones totales de $18.000 durante el año 2006.

 
En cuanto a su situación fiscal, se encuentra inscripta ante la AFIP desde el 1/10/2013 declarando dedicarse a brindar servicios de asesoramiento, dirección y gestión empresarial para lo cual se dio de Alta en los impuestos a las Ganancias, Impuesto sobre los Bienes Personales y Aportes de la Seguridad Social (autónomos).

 
Desde su inscripción presentó la declaración jurada de impuesto a las ganancias, sin movimiento alguno.

 
Presentó la declaración jurada de Bienes Personales para el período 2013 declarando un Patrimonio de $784.035 con un impuesto a ingresar de $5.880...”.-

 
Respecto a su relación con ilícitos precedentes se remitieron a lo expresado en oportunidad de analizar las conductas probadas respecto del acusado Rodríguez.-

 
En punto a la participación de Santa Elba AQUINO, dijeron que la nombrada formaba parte de una organización criminal integrada por el resto de los imputados y liderada por el acusado Roberto RODRÍGUEZ, cuyo objeto había sido el lavado de activos procedentes de actividades de narcotráfico durante el período investigado.

 
En ese sentido, expresaron que la nombrada ha llevado adelante maniobras de conversión, administración, transformación, disimulación y puesta en circulación en el mercado formal de fondos provenientes de ilícitos penales.


En el ítem “a.” relativo a sus Exteriorizaciones patrimoniales dijeron que AQUINO el 28 de enero de 2013 adquirió, administró y, en consecuencia, puso en circulación activos procedentes de un ilícito, con la consecuencia posible de que los mismos adquieran apariencia de licitud, el vehículo Toyota SRV, dominio MEZ791, por un valor de $275.000, que el 30 de julio de 2014 fue transferido.

 
Señalaron que en el marco de una serie de actividades económico-financieras anómalas, como parte de la actividad de integración del dinero producto de actividades ilícitas al mercado legítimo, Santa Elba AQUINO junto a la ya nombrada Gricelda Romina SOSA y Roberto RODRÍGUEZ, constituyó las sociedades "RR VIP AUTOMÓVILES SRL" y "CORRALÓN CERRO CORA SRL", que actuaban como medio para el desarrollo de aquellas actividades de lavado.

  
En punto a su perfil patrimonial (ítem b.) explicaron que AQUINO no presentaba capacidad económica operativa dado que no registraba bienes muebles ni inmuebles a su nombre. 

  
Respecto a su vinculación con ilícitos precedentes, se remitieron a lo expresado en oportunidad de analizar las conductas probadas respecto del acusado Rodríguez.-

 
Al abocarse a la participación de Daniela Rocío VILLALBA, dijeron que la nombrada formaba parte de una organización criminal integrada por el resto de los imputados y liderada por el acusado Roberto RODRÍGUEZ cuyo objeto ha sido el lavado de activos procedentes de actividades de narcotráfico durante el período investigado, llevando adelante maniobras de conversión, administración, transformación, disimulación y puesta en circulación en el mercado formal de fondos provenientes de ilícitos penales.

 
Al valorar sus exteriorizaciones patrimoniales dijeron que VILLALBA adquirió, administró y, en consecuencia, puso en circulación activos procedentes de un ilícito -tráfico de estupefacientes - con la consecuencia posible de que los mismos adquieran apariencia de licitud los siguientes bienes:

· CITRÖEN Rural 5 Puertas C3 Aircross 1.6 I 16V Exclusive P, dominio NTA641, modelo 2014, adquirido el 15/09/14 a un valor de $210.000.

· Toyota Pick Up Hilux 4x4 cabina doble, DX Pack 2.5 TD, dominio KGA249, modelo 2011, adquirido el 03/04/13 por $150.000. 

· Ford Pick Up Courier XL Plus dominio HUK160, modelo 2009, adquirido el 05/09/12 por $40.000. 

· Renault Rural 5 Puertas Duster Dynamique 1.6 4x2, domino KRI744, adquirido el 22/07/13 por un valor de $70.000 y vendido el 25/09/14.

· Toyota Pick Up Hilux 4x2 cabina doble, SRV 3.0 TDI c/ cuero, dominio KMT358, adquirido el 05/07/13 valuado aproximadamente en $160.000 y vendido el 26/05/14 por $180.000. 

· VW Sedan 5 Puertas GOL TREND 1.6, dominio KFO216, modelo 2011, adquirido el 13/11/12 valuado en $51.500 y vendido el 16/05/13. 

· Toyota Pick Up Hilux 4x2 cabina doble, SRV 3.0 TDI c/ cuero, dominio HYV772, modelo 2009, adquirido el 30/03/12 por $140.000 y vendido el 29/06/12.

· Toyota Pick Up Hilux 4x4 cabina doble, SRV 3.0 TDI, dominio HTM259, modelo 2009, adquirido el 28/08/09 valuado aproximadamente en $154.000 y vendido el 18/12/13 por $128.000.

 
Al valorar su perfil patrimonial expresaron que surgía claramente el incremento patrimonial injustificado mediante las operaciones referenciadas, ya que no encontraban fundamento por cuanto la nombrada no poseía capacidad operativa ni bienes inmuebles para justificar las exteriorizaciones patrimoniales realizadas.-
 
Respecto a su vinculación con ilícitos precedentes, se remitieron a lo expresado en oportunidad de analizar las conductas probadas respecto del acusado Rodríguez. 

 
También sindicaron a María de los Ángeles HERRERA como parte de la organización criminal integrada por el resto de los imputados y liderada por el acusado Roberto RODRÍGUEZ, cuyo objeto ha sido el lavado de activos procedentes de actividades de narcotráfico durante el período investigado.
 
Adujeron que la nombrada llevó adelante las siguientes exteriorizaciones patrimoniales al adquirir, administrar y, en consecuencia, poner en circulación activos procedentes de un lícito -tráfico de estupefacientes- con la consecuencia posible de que los mismos adquieran apariencia de licitud:
 
•     El 19 de junio de 2014, un vehículo Toyota Hilux, dominio NZP410, modelo 2014, adquirido por $187.050.
 
•     El 5 de febrero de 2014 un vehículo Toyota Hilux, dominio NPR274, modelo 2014, adquirido por $237.000.
 
•     El 5 de octubre de 2013 un vehículo Toyota Hilux, dominio NDA692, modelo 2013, adquirido en $169.200.
 
•     Un vehículo marca Toyota Hilux, identificada con el N° 6) en el acta de allanamiento a la Concesionaria RRVIP SRL.-
 
•     El 5 de febrero de 2013 un vehículo Camioneta marca Toyota Hilux, dominio NPR-274, identificado como "patio A")  en  el  acta de allanamiento a  la  concesionaria  RRVIP  SRL,  y encontrándose autorizado a conducir el acusado Roberto RODRÍGUEZ.
•     El 14 de agosto de 2013 un vehículo Toyota Hilux, dominio MWZ970, modelo 2013, adquirido por $ 232.400. Posteriormente, el 24 de septiembre de 2014, transfirió este activo.
 
•  
El mismo día 14 de agosto de 2013 un vehículo Toyota Hilux, dominio MWZ969, modelo 2013, adquirido por $ 170.000. Posteriormente, el 31 de julio de 2014, transfirió este activo.
•     El 15 de octubre de 2013 un vehículo Toyota Hilux, dominio NDA693, modelo 2013, adquirido por $ 183.000. Posteriormente, el 4 de agosto de 2014, transfirió dicho activo.
 
En cuanto a su perfil patrimonial señalaron que:
“...La  acusada  no  presenta  capacidad  patrimonial  ni económica para justificar la tenencia de los automotores descritos, como tampoco para operar en la compra/venta mencionada por cuanto no posee inmuebles, ni cuentas bancarias, no se encuentra declarada como empleada en relación de dependencia y respecto a su inscripción ante la AFIP data del 13/08/2013 únicamente con CUIL (Clave Única de Identificación Laboral), no se encuentra inscripta en ningún impuesto por lo que no presenta declaraciones juradas ni tributa impuestos.

Esta situación demuestra la insuficiencia de perfil patrimonial de la acusada, que le permitiera justificar lícitamente las exteriorizaciones patrimoniales realizadas...”.-

 
En punto a la vinculación con ilícitos precedentes se remitieron a lo dicho en  oportunidad de analizar las conductas probadas respecto del acusado Rodríguez. Valoraron, no obstante, dos conversaciones glosadas a fs. 684 y vta., del abonado telefónico 03735-15-402429 -utilizado por GLIBOTA, pareja de HERRERA- del 13 de enero de 2014. Lo propio hicieron con otras conversaciones entre los acusados RODRÍGUEZ y GLIBOTA.-
    
En función de estas conexiones dijeron que la pareja conformada por  HERRERA y GLIBOTA operaba conjuntamente en las actividades de compra-venta de vehículos desde la ciudad de Villa Ángela (Chaco).

 
Indicaron que, en este contexto: 

 
“...la sucesión periódica de las distintas exteriorizaciones en un periodo temporal en el cual GLIBOTA prestaba asesoramiento comercial a RODRÍGUEZ, se encuentra inmersa en un contexto de operaciones tendientes a integrar bienes de origen delictivo en el mercado lícito; situación que HERRERA no podría desconocer, habida cuenta la trascendencia económica que generaban dichos movimientos y su participación activa en las tramitaciones de las mismas.
  
Estas últimas revelaciones -particularmente la conexión con personas vinculadas a delitos que se inscriben dentro de la criminalidad organizada y el manejo de grandes sumas de dinero provenientes de ella-, completan el cuadro que progresivamente se fue construyendo en el sentido de adjudicar el producido de actividades delictivas a la organización investigada.
 
Es por ello que puede afirmarse que los imputados de mención aceptaron intervenir en el hecho investigado para incorporar diversos bienes al mercado lícito, pudiendo inferirse desde el aspecto subjetivo, que el matrimonio operaba conjuntamente en las actividades de compra-venta de vehículos asumiendo como posible la consecuencia de que el dinero o los bienes de origen delictivo adquirieran origen lícito...”.-   

 
En otro punto de su líbelo acusatorio responsabilizaron a José Rafael GLIBOTA al considerarlo parte de la organización criminal integrada por el resto de los imputados y liderada por el acusado Roberto RODRÍGUEZ, cuyo objeto ha sido el lavado de activos procedentes de actividades de narcotráfico.

 
Indicaron que el nombrado había realizado las siguientes exteriorizaciones patrimoniales:
 
•    El 13 de enero de 2014 un vehículo Toyota Hilux SW4, dominio NNL410, modelo 2014, adquirido en un valor de $344.600.
 
•     El 23 de julio de 2013 un vehículo Toyota Coupe 86 GT, dominio MTZ557, modelo 2013, adquirido por un valor de $319.000.

 
•  
El 15 de abril de 2013 un vehículo Toyota Hilux, dominio MJW434, modelo 2013, adquirido por $256.200.
 
•  
El 15 de marzo de 2013 un vehículo Toyota Hilux, dominio MIT562, modelo 2013, adquirido en $153.000.
 
•     El 12 de junio de 2012 un vehículo Honda Civic, dominio DPW026, modelo 2001, adquirido por un valor declarado de $40.000.

 
Además, señalaron que: 

“...en    el   allanamiento   oportunamente dispuesto respecto de la Concesionaria RRVIP, se procedió al secuestro de un automóvil marca Toyota modelo 86, dominio MTZ-557 (identificado con el N° 14) titular José Rafael GLIBOTA, por la suma de $319.000, encontrándose autorizados a conducir Roberto RODRÍGUEZ y su alias Ricardo Gabriel SOSA. Este vehículo fue adquirido e! 23 de julio de 2013, fecha desde  la cual corresponde entender que dicho bien  ha sido administrado por este acusado.
•     En el mismo allanamiento se procedió a! secuestro de un automóvil marca Toyota Corolla (identificado con el N° 16), con factura a nombre del acusado José Rafael GLIBOTA.
•     En el mismo allanamiento se procedió a! secuestro de una camioneta marca Toyota Hilux (identificado con e! N° 20), con remito a nombre del acusado José Rafael GLIBOTA.

•     En el mismo allanamiento se procedió al secuestro de una camioneta marca Toyota Hilux (identificada con el N° 7), con remito a nombre del acusado José Rafael GLIBOTA.

•     En el mismo allanamiento se procedió al secuestro de una camioneta marca Toyota Hilux (identificada con el N° 8), con remito a nombre del acusado José Rafael GLIBOTA.

•     Asimismo, y conforme resulta de las constancias de la causa, el acusado GLIBOTA desde el año 2007 al 2010 ha adquirido, administrado y vendido vehículos de menor porte, entre los cuales se destaca: Toyota pick-up Hilux 4x4 Modelo 2001, Chevrolet GMT luxe modelo 1997 y Toyota Hilux modelo 2001.

Por su parte, desde el 2011 se visualiza una operatoria de compra y venta de vehículos de gran porte, entre los cuales se destacan los siguientes:

•     Toyota todo terreno Hilux SW4, dominio LDM110, modelo 2012, adquirido el 20 de abril de 2012 por $300.000 y transferido el 02 de mayo de 2013.

•     Toyota pick-up Hilux, dominio ITE412, modelo 2010, adquirido el 27 de junio de 2012 por $80.000 y más tarde transferido el 12 de marzo de 2013.

•     Toyota Hilux SW4, dominio LXF860, modelo 2012, adquirido el 8/11/2012 por $300.000 y transferido el 8/03/2013.

•     Toyota   Hilux,   dominio   MPR739,   modelo   2013, adquirido el 13/06/2013 por $224.500 y transferido el 18/06/2014.

•     Toyota   Hilux,   dominio   NAN370,   modelo   2013, adquirido el 12/09/2013 por 183.000 y transferido el 17/09/2014.

•     Toyota Corolla, dominio NZP409,  modelo 2014, adquirido el 19/06/2014 por $166.200 y transferido el 11 /08/2014...”.- 

 
Respecto a su perfil patrimonial adujeron que GLIBOTA no presentaba capacidad patrimonial ni económica para justificar la tenencia de los automotores descriptos, como tampoco para operar en la compra/venta mencionada respecto de los automotores mencionados en el punto anterior.

 
Respecto a su vinculación con ilícitos precedentes, se remitieron a lo expresado en oportunidad de analizar las conductas probadas respecto del acusado Rodríguez; y valoraron distintas comunicaciones entre el nombrado y RODRIGUEZ a las que nos remitimos en honor a la brevedad.

 Ya finalizando el relato, agregaron que:

“...Ya desde el aspecto subjetivo, todas estas "conexiones" permiten afirmar que la pareja conformada por GLIBOTA y HERRERA, operaba conjuntamente en las actividades de compra-venta de vehículos desde la ciudad de Villa Ángela, provincia del Chaco.

En ese contexto, la sucesión periódica de las distintas exteriorizaciones en un periodo temporal en el cual GLIBOTA prestaba asesoramiento comercial a RODRÍGUEZ, se encuentra inmersa en un contexto de operaciones tendientes a integrar bienes de origen delictivo en  el mercado lícito; situación que HERRERA no podría desconocer, habida cuenta la trascendencia económica que generaban dichos movimientos y su participación activa en las tramitaciones de las mismas...”.-

 
También acusaron a Rosa Gladys RAMOS al considerarla parte de la organización criminal integrada por el resto de los imputados y liderada por el acusado RODRÍGUEZ, Roberto.

 
Entre las exteriorizaciones patrimoniales señalaron que la nombrada adquirió:
 
• El 7 de marzo de 2014 un vehículo Ford Ecosport, dominio MJV922, modelo 2013, valuado en $141.000.       
 
•     El 23 de febrero de 2012 un vehículo Honda CR-V, dominio G00745, modelo 2007, valuado en $139.000. El 10/01/2013, procedió a transferirlo.
 
•     El 11 de diciembre de 2009 un vehículo Renault Sandero Stepway, dominio ICP400, modelo 2009, valuado en $64.200. El 12 de octubre de 2010 lo transfirió a un tercero.
 
Además, dijeron que era titular de un inmueble ubicado en Los Fresnos 1530 de Francisco Álvarez Pcia. de Bs. As., el cual cuenta con una valuación fiscal $274.000; y que posee otro inmueble en la Provincia de Buenos Aires, identificado con el N° Catastral 07413440604H 0000 0036 0000 0000 0009, con una valuación fiscal de $221.000 según lo informado en los años 2009 y 2013.

 
Expresaron que la nombrada no tenía capacidad económica para explicar las exteriorizaciones realizadas habida cuenta de su perfil patrimonial (ítem.b.) 
 
Finalizaron vinculando a la nombrada con los ilícitos precedentes inidicando que:
“...En oportunidad de analizar las conductas probadas respecto del acusado RODRÍGUEZ, hemos analizado la vinculación de éste con ilícitos precedentes, genuinas fuentes generadoras de la riqueza exteriorizada por Rodríguez y la banda que lideraba, entre quienes se encuentra el acusado. (...)
Respecto a su relación con los demás imputados de la causa, surge patente de las amplias constancias de autos, que junto con su actual pareja Miguel Ángel RODRÍGUEZ, ambos administraban bienes producto de las actividades ilícitas investigadas con la consecuencia de que los bienes adquieran la apariencia de un origen lícito.
Dicha tarea, se implementó a través de "EMSETUR SRL", y el "COMPLEJO TANGARÁ".
 
En ese universo de relaciones familiares, y tal como se expuso detalladamente al explicar las vinculaciones de Roberto Eduardo RODRÍGUEZ; Rosa RAMOS cumplía un papel de trascendencia, no solo porque a través de su patrimonio se integraren al mercado bienes de origen ilícito, sino porque era ella quien administraba -aun desde la distancia- el complejo turístico, estando en contacto directo con PASSARELLO y Santa Elba AQUINO, cuando se encontraba en la provincia de Misiones...”.-
 
Luego de valorar la prueba producida en la causa, en el pto.6 de su presentación fundamentaron la imputación y dijeron que:

 
“...surge inequívoco del expediente que los imputados convirtieron y aplicaron hasta el momento de su detención los bienes detallados al analizar la situación procesal de cada uno, provenientes de los delitos de transporte de estupefacientes - art. 5 inc. c) de la ley 23.737 -, con relación a hechos ilícitos que tuvieron como protagonistas a David Javier MIRANDA (alias El Puntano), Omar Daniel ROJAS y Héctor Carlos LOGFREN, entre otros.
En ese sentido, y como ya hemos dicho también, entendemos que los acusados han convertido, administrado y transferido una gran cantidad de bienes muebles e inmuebles y dinero en efectivo, que sólo puede justificarse merced a su vinculación con hechos de tráfico de estupefacientes. En ese sentido, también surge abundante evidencia de que han actuado como un grupo organizado, dirigido por el acusado Rodríguez, que se dedicaron sistemáticamente y con habitualidad al lavado de activos de origen delictivo.
Es por ello que, como ya hemos fundado, entendemos que al tipo básico del art. 303 CP, corresponde agregarle la agravante del inc. 2 apartado 1 de dicho artículo.

 
De las valuaciones mencionadas al detallar los bienes involucrados, resulta que a todas luces los acusados han superado condición objetiva de punibilidad de $300.000 para ser sujetos de reproche penal por este delito.
 
En este punto cabe agregar que, independientemente de que cada uno de ellos ha superado ampliamente esos $300.000, lo cierto es que se trata de una organización criminal que en forma conjunta ha intervenido en la adquisición, administración, disimulación y transferencia de los activos.
 
De hecho, con las tasaciones efectivamente realizadas hasta el momento, cabe considerar que la banda ha lavado un importe cercano a los $11.876.513 (ONCE MILLONES OCHOCIENTOS SETENTA Y SEIS MIL QUINIENTOS TRECE PESOS), U$S328.000 (TRESCIENTOS VEINTIOCHO MIL DÓLARES), a lo que cabe añadir las tasaciones de los vehículos secuestrados en RR VIP AUTOMOTORES SRL y de los inmuebles, de entre los que se destacan EMSETUR SRL, CORRALÓN CERRO CORA SRL, RR VIP SRL y COMPLEJO TANGARÁ, que esta querella estima en unos U$S 7.000.000 más, aunque a la fecha no se han realizado las tasaciones correspondientes.
Como vemos, toda la organización ha participado en diversos roles del lavado de esa suma de dinero, motivo por el cual corresponderá oportunamente aplicar un criterio de coautoría funcional y calcular el monto de la multa accesoria prevista por el art. 303 CP con base en esos importes, respecto de cada uno de los imputados...”.-
 
2. Los actos realizados durante la audiencia 

 
Una vez finalizada la lectura de las acusaciones y declarado abierto el debate, en la oportunidad prevista para recibírseles declaración de imputado, Roberto Eduardo RODRÍGUEZ, Santa Elba  AQUINO, Daniela Rocío VILLALBA, Rosa Gladys RAMOS, José Rafael GLIBOTA, María de los Ángeles HERRERA, en ejercicio de su derecho constitucional, se abstuvieron de prestar declaración, por lo que fueron incorporadas por su lectura las declaraciones prestadas por los imputados en sede instructoria a fs.3686/91 (RODRÍGUEZ), a fs.3592/3593vta. (AQUINO), a fs.2509/18 y fs.3598/99 (RAMOS), a fs.3628/29 y fs.5995/vta. (GLIBOTA),  a fs.3683/3684 (HERRERA). La imputada VILLALBA se abstuvo en todas las oportunidades en que fue indagada. 
 
Por su parte, en la misma oportunidad Gricelda Romina SOSA brindó una explicación de los hechos que se le atribuían expresándose en los términos que luce en el acta celebrada el día de la audiencia.

  
Finalmente, el imputado Roberto Eduardo RODRÍGUEZ solicitó prestar declaración de imputado y exponiendo sobre su inocencia en los hechos que se le atribuían se expresó conforme refiere el acta de debate.

 
Durante la celebración de la audiencia llevada a cabo, comparecieron los testigos de actuación y procedimiento, señores: Julio Zenón BUSTOS, Damián Nemesio ENCINA, Ignacio Javier CORIA, Horacio Fabián RIVAS, Víctor Adrián CASALE, Cristian Reinaldo FERRARIS, Martín José Ramón CÁCERES, Juan Ricardo ISASI, Hernán Eufemio SPITTELER, Gustavo Lorenzo GARAY, Matías Daniel MONZÓN, Matías Sebastián SÁNCHEZ MURÚA, Luis Alberto CHÁVEZ, Hugo Walter ENRÍQUEZ GONZÁLEZ, Edgardo Ariel ACOSTA, Roberto Ariel ROSTAN, Pablo Fabián WAGNER BOIAN, Silvio Walter ROMERO, José Enrique ZABALA, Jorge Daniel POVOLNI, Arturo Eduardo LÓPEZ, Atilio Rubén PEREYRA, Jorgelina VALDEZ, Teófilo BRIZUELA, Rosalino Manuel GÓMEZ, Celeste Graciela BENÍTEZ, Pedro del Pilar RAMÍREZ, Jonatan Arístides SANABRIA y Graciela Cristina PÉREZ.


Asimismo fueron incorporadas por su lectura las piezas y los elementos probatorios que lucen individualizados en el acta celebrada el día de la audiencia y a cuyos términos nos remitimos en honor a la brevedad.

 
Que en oportunidad de formular su alegato, el señor Fiscal  por ante el Tribunal, doctor Carlos A. Schaefer, tuvo por acreditado el hecho que fuera descrito en el requerimiento de elevación de la causa a juicio y concluyó atribuyendo responsabilidad penal a los imputados. 

 
Acusó a RODRÍGUEZ, AQUINO, VILLALBA, RAMOS, GLIBOTA, HERRERA y SOSA, como co-autores penalmente responsables del delito de lavado de activos de origen delictivo (art.303 Código Penal), al entender que los nombrados eran quienes, cumpliendo diversos roles, habían realizado el comportamiento típico; agravando la conducta de todos los imputados al considerar que habían ejecutado el ilícito en forma habitual (art.303, inc.1 e inc. 2º ap. a.- del C.P). 


Hizo un expreso pedido de pena y solicitó se condene a: Roberto Eduardo RODRÍGUEZ a la pena de trece (13) años prisión y diez (10) veces el monto de la operación; Santa Elba  AQUINO a la pena de diez (10) años prisión y diez (10) veces el monto de la operación; Daniela Rocío VILLALBA a la pena de seis (06) años prisión y diez (10) veces el monto de la operación; Rosa Gladys RAMOS a la pena de ocho (08) años prisión y diez (10) veces el monto de la operación; José Rafael GLIBOTA a la pena de diez (10) años prisión y diez (10) veces el monto de la operación; María de los Ángeles HERRERA a la pena de  cuatro (04) años y seis (06) meses de prisión y diez (10) veces el monto de la operación; Gricelda Romina SOSA a la pena de diez (10) años prisión y diez (10) veces el monto de la operación.-
 
Como conminación accesoria solicitó la inhibición de bienes de los nombrados, así como el decomiso de los bienes objeto y medio del delito. Peticionó, igualmente, se impongan las cautelares respecto a los bienes objeto del delito que se encontraban en posesión de terceras personas.

 
Solicitó, por otra parte, se ordene la cancelación de las personas jurídicas y/o sociedades que habían sido constituidas por los imputados (art.404, inc. 4 CPPN).

 
Finalmente, solicitó se remitan las constancias de autos a la instrucción a fin de determinar la responsabilidad de terceras personas responsables por el delito cometido, e hizo reserva de recurrir en casación.

 
A su turno, los querellantes representantes de la Unidad de Información Financiera (UIF) y de la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP), al emitir sus alegatos tuvieron por acreditado el hecho que fuera descrito en sus requerimientos acusatorios y concluyeron atribuyendo responsabilidad penal a los imputados. 

 
Acusaron a RODRÍGUEZ, AQUINO, VILLALBA, RAMOS, GLIBOTA, HERRERA y SOSA, como co-autores penalmente responsables del delito de lavado de activos de origen delictivo (art.303 Código Penal), al entender que los nombrados eran quienes, cumpliendo diversos roles, habían realizado el comportamiento típico; agravando la conducta de todos los imputados al considerar que habían ejecutado el ilícito como miembros de una asociación o banda formada para la comisión continuada de hechos de esa naturaleza, como así también por haber realizado las acciones en forma habitual (art.303, inc.1 y 2º ap. “a” del C.P). 

 
En los términos en que fuera plasmado en el acta de debate y entendiendo que existía una relación de concurso real entre las exteriorizaciones materializadas por los imputados (art.55 CP),  hicieron un expreso pedido de pena y solicitaron se impongan las siguientes condenas:

  
Los representantes de la Unidad de Información Financiera (UIF) requirieron se condene a: Roberto Eduardo RODRÍGUEZ a la pena de veinte (20) años prisión y diez (10) veces el monto de la operación, por haber llevado adelante cuatro hechos de lavado de activos; Santa Elba  AQUINO a la pena de dieciséis (16) años prisión y cinco (05) veces el monto de la operación, por haber llevado adelante cuatro hechos de lavado de activos; Daniela Rocío VILLALBA a la pena de siete (07) años prisión y tres (03) veces el monto de la operación, por haber llevado adelante cuatro hechos de lavado de activos; Rosa Gladys RAMOS a la pena de siete (07) años prisión y tres (03) veces el monto de la operación, por haber llevado adelante dos hechos de lavado de activos; José Rafael GLIBOTA a la pena de siete (07) años prisión y tres (03) veces el monto de la operación, por haber participado en dos hechos de lavado de activos; María de los Ángeles HERRERA a la pena de  (04) años y seis (06) meses de prisión y dos (02) veces el monto de la operación, por haber participado en un hechos de lavado de activos; Gricelda Romina SOSA a la pena de dieciséis (16) años prisión y cinco (05) veces el monto de la operación, por haber llevado adelante tres hechos de lavado de activos.-
 
Solicitaron, por otra parte, se ordene la cancelación de las personas jurídicas y/o sociedades que habían sido constituidas por los imputados (art.304 C.P.).

 
Además, como conminación accesoria, requirieron el decomiso de los bienes objeto y medio del delito. 


 
Finalmente, solicitaron se revisen la totalidad de los incidentes en los que se habían devuelto bienes. 

 
Por su parte,  el querellante representante de la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP), luego de tener por acreditado el hecho que fuera descrito en su requerimiento acusatorio y concluir atribuyendo responsabilidad penal a los imputados,  también entendiendo que existía una relación de concurso real entre las exteriorizaciones materializadas por los imputados (art.55 CP),  hicieron un expreso pedido de pena y solicitaron se condene a: Roberto Eduardo RODRÍGUEZ a la pena de veintidós (22) años prisión y diez (10) veces el monto de la operación; Santa Elba  AQUINO a la pena de dieciséis (16) años prisión y diez (10) veces el monto de la operación; Daniela Rocío VILLALBA a la pena de catorce (14) años prisión y diez (10)  veces el monto de la operación; Rosa Gladys RAMOS a la pena de doce (12) años prisión y diez (10) veces el monto de la operación; José Rafael GLIBOTA a la pena de dieciséis (16) años prisión y diez (10) veces el monto de la operación; María de los Ángeles HERRERA a la pena de seis (06) años y diez (10)  veces el monto de la operación; Gricelda Romina SOSA a la pena de dieciséis (16) años prisión y diez (10) veces el monto de la operación.-
 
Solicitó, por otra parte, se remitan a la instrucción la presente causa a fin de que se investigue si otros bienes y personas habían participado en los hechos juzgados y no habían sido traídos a juicio. 

 
Al contestar la acusación mantenida contra los imputados, la defensa técnica del imputado José Rafael GLIBOTA, doctor Juan Carlos Saife, durante sus alegatos, solicitó la absolución de su pupilo. 

 
Expidiéndose en los términos en que fuera plasmado en el acta de debate, en lo sustancial y luego de reconocer que Glibota aparecía formalmente adquiriendo y vendiendo los vehículos, que no poseía capacidad patrimonial para realizar dichas exteriorizaciones y admitiendo los vínculos comerciales del nombrado con Rodríguez, controvirtió la acusación. En esa línea dijo que Glibota no era socio comercial de Rodríguez en  RR VIP y que Rodríguez era el verdadero dueño de los vehículos. 

 
Indicó que Glibota no conocía a los otros imputados, y que la vivienda nueva que se había valorado como un indicio de su buen pasar económico la había pagado por una permuta, entregando una camioneta que la empresa Derka y Vargas le había financiado. 

 
Expresó que los vehículos 0km eran trasladados andando y no en plancha porque era más barato; que, a los ojos de Glibota, Rodríguez aparecía como un empresario solvente; y que su defendido no sabía de los antecedentes penales de Rodríguez. Luego se refirió a otras particulares cuestiones que lucen plasmadas en el acta de debate (vgr. escuchas telefónicas, configuración del aspecto objetivo y subjetivo del tipo, entre otras) y a las que nos remitimos en honor a la brevedad. 



 
En la misma oportunidad, el Defensor Público Oficial doctor José Carlos Benítez, en representación de su asistido Roberto Eduardo RODRÍGUEZ, preliminarmente planteó cuatro nulidades. a.- En primer lugar solicitó se declare la nulidad de la denuncia anónima y su trámite posterior. Dijo que la causa se había iniciado a través de una notitia criminis a partir de una nota que se había dejado, pero no se había dado intervención al Fiscal conforme lo requería el  art.183 del CPPN, quien no se expidió sobre la competencia ni sobre la razonabilidad del pedido. Además, valoró el testimonio del preventor Zabala, quien recibió la nota que había dado comienzo a la presente causa. Adujo que no se le había prevenido de las prohibiciones del art.178 CPPN, y señaló que podríamos encontrarnos solamente ante una interna entre fuerzas; b.- En la misma línea dijo que eran nulas las órdenes de intervención telefónica ya que no se había dado una mínima sospecha razonable que justificara la medida, lo que la convertía en un mandato irregular que no cumplía con los estándares fijados por la Corte en el precedente “Quaranta” (Fallos 333:1674); c.- Por otra parte planteó la nulidad del acto indagatorio de su pupilo (fs.1851/1857, fs.3623/3688) ya que, según dijo en lo esencial, se había omitido una comunicación detallada de la imputación al no indicar la conducta ilícita que se le reprochaba y demás exigencias que hacen a la correcta determinación del hecho atribuido; es decir, a su criterio la imputación no era clara, precisa ni circunstanciada. Citó doctrina y jurisprudencia en apoyo de su postura; d.- Finalmente dijo que no había requerimiento fiscal que habilite la mutación del objeto de la investigación, lo que nulificaba la presente causa. Expresó que el Juez, sin intervención del acusador público, había mutado el objeto de la investigación lo que afectaba su imparcialidad. 

 
Finalizó su exposición en este punto solicitando se declare la nulidad de la presente causa y se absuelva a su asistido.

 
Al abocarse al hecho materia de juzgamiento, valoró en primer lugar la prueba rendida en debate y los dichos de su pupilo, y  dijo que su asistido no había obrado con el dolo necesario para materializar las acciones propias del lavado, sino con dolo de evitar el pago de impuestos –evasión-.  En esta línea explicó que el imputado no tenía registradora fiscal, vgr., para simular ventas como así tampoco una sofisticación del lavado propia de quienes tenían empresa off shore.

 
Explicó que, dado que las causas originantes de bienes ilícitos a las que se lo intentaba vincular, al haber sido frustradas no podrían producir ganancia ni constituirse como un ilícito precedente. Además expresó que del antecedente que registraba el imputado a fs. 6830 (una condena a 4 años y 6 meses por hechos ligados al narcotráfico), se hallaba extinguida la pena; y que no se había comprobado a la actividad ilícita que, según señalaran los acusadores,  desarrollaban los imputados.  

 
 Se refirió, además, a otras cuestiones (afectación del bien jurídico, declaraciones de los testigos, falta de acreditación de la coautoría, etc.) que lucen plasmadas en el acta a las que nos remitimos en honor a la brevedad.

 
Subsidiariamente dijo que Rodríguez había actuado bajo un error de prohibición invencible, ya que había dejado el manejo del pago de los impuestos y la inscripción en mano del contador y no tenía posibilidad de motivarse en la norma. Para el caso que este Tribunal juzgara que el error era vencible, solicitó se atenúe la pena.

 
En otra parte de su alegato solicitó se considere, a los fines de graduar la pena, el hecho de que su pupilo había colaborado y refirió que las condenas requeridas por las querellas eran desmesuradas. Dijo, por su parte, que en el caso no había un concurso real ya que la finalidad de su asistido era una sola, y era incongruente con la acusación contenida en el requerimiento de elevación.

 
Concluyó su alegato solicitando la absolución de su asistido y, subsidiariamente, requirió se atenúe la pena que eventualmente podría imponérsele.

 
Finalmente solicitó el cese de la prisión preventiva que pesaba sobre Rodríguez.  


  
El Defensor Público Oficial doctor Enzo Mario Di Tella y el Defensor Oficial Coadyuvante doctor Javier Ernesto Carnevali emitieron sus alegatos en representación de Daniela Rocío VILLALBA.-

  
En uso de la palabra el doctor Di Tella, en primer lugar, adhirió a los planteos de nulidad esbozados por su colega preopinante y amplió los argumentos a fin de remarcar los agravios que sufriera su asistida.

 
Respecto a la denuncia anónima señaló que Zabala había sido dubitativo, sin precisar las circunstancias en las que le habían entregado la nota ni la persona que se la había dado. Refirió que, a su criterio, la nota no había existido y que, en este caso, no se había cumplido con las disposiciones del art.175 del CPPN, como así tampoco con las del 34bis de la ley 23.737. En función de lo expuesto dijo que existían dudas respecto a la legalidad de la forma en la que se había obtenido la información, lo que nulificaba dicho acto por afectar el debido proceso y la defensa en juicio.

 
En la misma línea se abocó a la nulidad de la resolución de fs.4 que dispusiera las intervenciones telefónicas. En lo medular de su planteo, dijo que el auto no se encontraba debidamente fundado ya que se sustentaba solamente en el informe de fs.1 que le fuera arrimado por la prevención al magistrado. Destacó el carácter extremo de la medida ya que se trataba de una escucha directa y dijo que no se habían realizado tareas investigativas previas. Agregó que no se había notificado al juez de la jurisdicción de Villa Ángela, Chaco, la orden de intervención telefónica conforme lo dispone el art.32 de la ley de estupefacientes en razón que los teléfonos a intervenir correspondían a una extraña jurisdicción. En este caso entendió que se había violentado el derecho a la intimidad y la del juez natural.

  
Continuó su alegato exponiendo en torno a la nulidad por inexistencia de requerimiento de instrucción formal. Señaló que el juez de la instrucción no había dado intervención al Fiscal cuando G.N.A. -a fs.886/893- le solicitó ampliar la investigación por el delito de lavado de activos, lo que afectaba su imparcialidad.

 
Finalmente planteó la nulidad de la indagatoria recibida a su pupila a fs.1860/1866. Señaló que se habían afectado las disposiciones del art. 298 CPNN ya que no se había informado detalladamente el hecho que se le imputaba, de modo que la intimación originaria era defectuosa. 

 
En función de lo expuesto, y con apoyo en diversos precedentes y doctrina aplicable al caso, solicitó se declare la nulidad de la causa y se absuelva a su pupilo.

 
 En uso de la palabra el doctor Carnevali, se abocó al análisis de los hechos juzgados en la causa.

 
En lo sustancial de su exposición, dijo que el ilícito penal que se requería para conformar el tipo endilgado a su pupilo –casos de la causa Logfren, Miranda y Rojas- no habían llegado a su destino de forma que estos transportes no habían reportado ganancia alguna que luego pudiera ser introducida al mercado lícito. Agregó, por otra parte, que no se había demostrado el nexo causal que vincule los bienes tenidos por su pupila y el delito precedente.

 
 Además dijo que Villalba no había realizado ninguna de las conductas tipificadas en el art.303 del C.P. ya que carecía de dinero para realizar aquellas conductas. En este sentido dijo que si bien formalmente su asistida aparecía como titular de los vehículos el verdadero propietario de aquellos era Roberto Rodríguez; señaló que Villalba se limitaba a usar estas unidades pero que no le pertenecían. Asimismo expresó que la situación fiscal registrada en los organismos pertinentes era la real, de forma que no había ninguna acción propia de lavado de activos.

 
Afirmó que no se había acreditado el aspecto subjetivo del tipo achacado a su pupila ya que, según indicó, Villalba no había obrado con el dolo directo que requiere la figura penal. En este tópico dijo que Villalba no sospechaba de la actividad de Rodríguez ya que éste se presentaba como una persona dedicada a la compra venta de vehículos, por lo que le parecía común el hecho de que éste utilizara distintos vehículos de alta gama. Del mismo modo expresó que Villalba desconocía los antecedentes penales con que contaba Rodríguez, y que la nombrada se limitaba a firmar los papeles de los vehículos. 

 
Subsidiariamente expresó que nos encontrábamos frente a un caso de receptación prevista en el artículo 303 párr.3º del C.P., ya que Villalba se limitaba a recibir los bienes pero no había realizado conducta típica alguna. 


También en subsidio, expresó que no estaba acreditado el agravante por habitualidad y por banda que se le endilgara. En este sentido expresó que ninguno de los bienes superaba la condición objetiva de punibilidad (300.000 pesos), por lo que sus acciones no podían ser juzgadas con el carácter de habituales; y, en lo relativo al agravante por banda, señaló que no estaba acreditado cual había sido el plan común ni cual había sido el rol de cada uno de sus integrantes, y su asistida no sabía de las actividades que se realizaban en las otras ciudades.

 
En otra parte de su alegato consideró que, en todo caso, Villalba debía ser considerada partícipe secundario y no coautora, ya que su accionar estaba limitado a ser titular de los vehículos, pero no participaba en las sociedades constituidas ni realizaba otras acciones.

 
  En lo relativo a las penas requeridas por los acusadores, dijo que al aplicarse la pena el Tribunal no debía apartarse del mínimo legal, ello en función de las razones que lucen plasmadas en el acta de debate a las que nos remitimos en honor a la brevedad. 

 
 Finalmente solicitó se mantenga el beneficio de excarcelación que viene gozando Villalba, haciendo reserva de recurrir en casación.

 
En la misma oportunidad, el doctor Diego Sebastián Missano, en representación de Santa Elba AQUINO y Rosa Gladys RAMOS emitió sus alegatos expidiéndose en los términos que fuera plasmado en el acta de debate a los que debemos remitirnos en función de la forma, orden y metodología asumida durante su exposición. 

 
En términos esenciales el defensor reiteró la nulidad de las escuchas telefónicas, continuó su exposición insistiendo en la nulidad ante la falta de requerimiento de instrucción formal; valoró la conformación típica de la figura del lavado y dijo que no se había probado el delito atribuido a sus defendidos ya que estaba justificada la adquisición de los bienes. Se refirió a cuestiones relativas a coautoría, a la compra de los vehículos y terrenos, al sobreseimiento de Miguel Ángel Rodríguez, a la constitución del fideicomiso “Cali  I” y de la sociedad “Emsetur”, y demás cuestiones a las que nos remitimos a la transcripción textual que contiene el acta de debate, para finalizar solicitando la absolución de sus pupilos.

También la doctora Adriana Mabel Calvo durante sus alegatos se expidió en favor de la absolución de su asistida Gricelda Romina SOSA.

 
En primer lugar, adhirió a los planteos de nulidad articulados por los letrados que la precedieran en la exposición y amplió sus explicaciones en los términos en que fuera plasmado en el acta de debate. 

 
Respecto a la acusación que pesaba sobre su asistida, dijo no compartir los argumentos expuestos por los acusadores. A sus fines valoró distintas circunstancias, como por ejemplo, el uso de la identidad de Gabriel Sosa por parte de Roberto Rodríguez; al carácter posterior a la presente causa de los hechos ilícitos a los que se lo había vinculado; los hechos antecedentes de la causa “Rojas” y “Logfren”; al no probado -a su juicio- carácter de banda; a lo desmesurado de la pena requerida;  a la participación de Romina Sosa en la concesionaria RR VIP; entre otras cuestiones que fueran plasmadas en el acta de debate y a las que nos remitimos en honor a la brevedad. Como corolario de su exposición, concluyó solicitando la absolución de su pupila, se mantenga el beneficio de excarcelación y, subsidiariamente, peticionó se disponga su prisión domiciliaria, haciendo reserva de recurrir en casación.  

 
Finalmente, hizo lo propio el doctor Carlos Ariel Ameri en nombre de María de los Ángeles HERRERA, direccionó fundamentalmente su defensa refiriéndose  al elemento normativo del tipo objetivo “origen ilícito” que consagra el art.303 del Código Penal. Reconoció que, formalmente, su pupila había registrado vehículos a su nombre y había otorgado autorizaciones de manejo, más expresó que los vehículos no le pertenecían, ya que Rodríguez era el que adquiría los vehículos y Glibota un mero intermediario. En esta línea destacó que Herrera no conocía quien adquiría los vehículos, ni a qué monto se comercializaban, limitándose a firmar los papeles pertinentes pero desconociendo el origen de los fondos. Recordó que Glibota era la pareja de su asistida y que Herrera se había limitado a colaborar en su actividad. Por ello, juzgó que su conducta era atípica por ausencia de dolo y, en consecuencia, solicitó su absolución.

 
Al hacer uso de su derecho a réplica, contestando las nulidades interpuestas por los defensores, los representantes del Ministerio Fiscal, al igual que lo hicieran las querellas, solicitaron su rechazo; y al hacer uso de su derecho a dúplica, los letrados defensores mantuvieron los argumentos sostenidos durante sus anteriores alocuciones. 

 
Invitados al efecto, los imputados no hicieron uso de las palabras finales.

  
3. Las nulidades 

Antes de toda consideración respecto al hecho, de modo preliminar, debemos adentrarnos al tratamiento de las cuestiones planteadas por los defensores que fueran referidas en el acápite. A sus fines debemos formular ciertas precisiones metodológicas en orden a la resolución de las nulidades y demás agravios intentados por la defensa. En procuras de alcanzar cierta claridad expositiva, solamente nos abocaremos, en parágrafos separados, a dar respuesta: a la nulidad de la denuncia anónima, de la orden de intervención telefónica, así como aquella que se habría producido ante la falta de notificación de dichas medidas a los magistrados de las distintas jurisdicciones (pto.3.1.);  a la nulidad de las indagatorias (pto.3.2.); a la nulidad de la resolución que dispuso ampliar el objeto de la investigación (pto.3.3.). Los demás argumentos expuestos por los asistentes técnicos, aquellos que hacen a la valoración de la prueba, a la aplicación de la ley penal, al bien jurídico tutelado, así como las demás defensas introducidas, serán enlazados en el contexto de las cuestiones resueltas durante este voto. 

 
3.1.-   Nulidad de la denuncia anónima y de la orden de intervención telefónica.

 
Como vimos, durante sus alegatos el doctor Benítez –y los distintos letrados que adhirieran a dicho pedido-, en primer lugar, (a.) solicitó se declare la nulidad de la denuncia anónima y su trámite posterior. Dijo que la causa se había iniciado a través de una notitia criminis a partir de una nota que se había dejado, pero no se había dado intervención al Fiscal conforme lo requería el  art.183 del CPPN, quien no se había expedido sobre la competencia ni sobre la razonabilidad del pedido, y que tampoco se había dado cumplimiento a las disposiciones del art.178 CPPN.- 

 
En la misma línea (b.), dijo que eran nulas las órdenes de intervenciones telefónicas ya que no se había dado una mínima sospecha razonable que justificara la medida, lo que la convertía en un mandato irregular que no cumplía con los estándares fijados por la Corte en el precedente “Quaranta, José Carlos s/ inf. ley 23.737”.- 

 
Finalmente, los letrados expusieron en orden a una supuesta nulidad que se habría producido ante la falta de notificación de dichas medidas a los magistrados de las distintas jurisdicciones (c.-).-

En primer lugar advertimos que un planteo similar al que esgrimieran los defensores fue articulado en la etapa anterior y rechazado por el magistrado instructor, cuya decisión fue confirmada por la Cámara Federal de Apelaciones
, motivo por el cual, según juzgamos, la instancia que intentaran se encuentra precluída. 

Allí, al rechazar el planteo de nulidad de la orden de intervención telefónica de fs.4, así como de sus sucesivas prórrogas y el modo en que se había iniciado la causa, se dijo que:

“...II.a.- En primer lugar, la defensa plantea la nulidad del acto de fecha 26 de enero de 2012 de fs. 4 por el cual se ordenó las primeras intervenciones telefónicas.
En la atacada pieza procesal, se analizan los fundamentos de hecho y derecho aportados por la fuerza preventora, de donde surge que la supuesta organización delictiva se dedicaría a distribuir y comercializar mercaderías en supuesta infracción a la ley 23.737 y/o 22.415, operando en la provincia de Corrientes e introduciendo la sustancia desde la República del Paraguay; para su posterior traslado a centros de distribución en Santa Fe, Córdoba, Buenos Aires y Mendoza.
Ello surge de lo obrante a fs.01/02, donde UESPROJUD CORRIENTES, pone de manifiesto que aquella organización delictiva se encontraría integrada entre otros por una persona de nombre "Gabriel", quien coordinaría las actividades con un individuo que se haría llamar "Cacho" (...)

II.c.- Por último, corresponde analizar las cuestiones planteadas por la defensa, referidas al inicio del sumario.
Debemos tener presente lo prescribe el art. 195 del C. P. P. N. cuando dice: "La instrucción será iniciada en virtud de un requerimiento fiscal, o de una prevención o información policial, según lo dispuesto en los artículos 188 y 186, respectivamente, y se limitará a los hechos referidos en tales actos...'.
Este supuesto ha sido materia de discusión en la jurisprudencia nacional, aunque hoy podemos sostener que la cuestión está resuelta ya desde la conocida causa "Ávila" que data de julio del año 1993, de la cual podemos concluir que es necesario un acto promotor de la acción penal, sea del Ministerio Público Fiscal o de la prevención policial. (...)

En virtud de lo expuesto, debo sostener que el caso objeto de examen no presenta vicios que conlleven a la solución propiciada por el apelante, ya que el análisis de elementos colectados en autos permite concluir que los actos cuestionados se ajustaron a lo normado por la ley ritual, conforme los arts. 166, 186, 195, 236 y cc. del C. P. P. N....”.-

En la misma línea, la Cámara Federal de Apelaciones expresó que tanto el pedido de intervención telefónica como la orden librada a fs.4 se encontraban debidamente fundados y reunían los requisitos mínimos para dar curso a la medida solicitada
.
Recordemos a estos fines que encontrándose precluída la etapa recursiva legalmente dispuesta como vía idónea para sustentar los agravios está vedado al Tribunal abocarse a su  resolución pues se debe dotar de estabilidad a los actos de los órganos jurisdiccionales
.-


No obstante, aún a riesgo de abundar, es preciso consignar que el anoticiamiento anónimo formulado en la presente causa no posee la entidad de la denuncia, por lo que no resulta una exigencia formal la concurrencia de los requisitos previstos en el art.175 de la ley ritual a fin de conferirle validez. En este sentido, a diferencia de la denuncia, el llamado o nota de carácter anónimo tan sólo opera como notitia criminis que permite a los efectivos de la fuerza iniciar sus tareas de investigación a fin de corroborar la veracidad o no del informe, conforme lo dispone el art.195 del CPPN. Lo que sí resulta exigencia formal es que el anoticiamiento resulte veraz, tal como en el presente caso, en que el testigo ZABALA, al deponer durante el plenario, dio claras referencias de haber recibido la nota y haber obtenido del mismo toda la información que fuera luego consignada en el informe que diera sustento a las órdenes de intervención telefónica. 

 
 Además, como bien expusieran los representantes de la U.I.F., no existía otra posible medida menos lesiva e igualmente idónea que pudiera haber dispuesto el magistrado instructor frente a la hipótesis investigativa que se pretendía corroborar y a la modalidad con la que operaban los presuntos involucrados. Recordemos que en este caso el juez intentaba establecer la veracidad de maniobras que involucraban personas solamente identificadas a partir de un alias o sobrenombre, y que la hipótesis primigenia daba cuentas de una supuesta organización delictiva dedicada a transportar y comercializar mercaderías en infracción a la Ley 23.737 y/o 22.415 que era introducida desde la República del Paraguay; de forma que al no contarse con otra información más precisa más que los números de los teléfonos celulares, no podía adoptar otro criterio a fin de llevar adelante la investigación. Al respecto la misma Corte ha señalado que todos los órganos del Estado Argentino que intervengan en un proceso en el que se investigue el tráfico ilícito de estupefacientes deben comprometer sus mejores y máximos esfuerzos, en el ámbito de sus competencias, para que el enjuiciamiento sea agotado sin que queden impunes tramos de la actividad ilícita por la que la República Argentina asumió jurisdicción ("Arriola", Fallos: 332:1963 y "Cabrera", Fallos: 330:261). Es decir, lejos estamos de encontrarnos frente a un acto arbitrario de las fuerzas y del juez instructor, que, con base únicamente en una denuncia anónima, hubiera dado lugar a la lesión de los derechos de los imputados; y por ello es que, una vez obtenidos mayores datos, se realizaron innumerables tareas de campo conforme surge de los informes obrantes en autos. 

 
Estas circunstancias resultan claramente relevantes en orden al precedente  “Quaranta”
  de la Corte Suprema, citado por la defensa. En este caso, y no así en el dicho fallo, existían elementos objetivos que permitían evaluar la razonabilidad de la sospecha y hacían necesaria para el dictado de una medida invasiva de las garantías fundamentales. En la causa se apersonó un individuo que fue recibido por el preventor ZABALA, le entregó una nota con información, la que finalmente dio sustento al pedido de intervención telefónica. En el caso “Quaranta” las actuaciones se iniciaron a partir de un llamado telefónico anónimo dirigido a la Superintendencia de Drogas Peligrosas de la Policía Federal, en el que se indicaba un domicilio claramente determinado, el nombre de la moradora y su actividad, además de su número telefónico, no obstante lo cual el juez (y aun cuando el juez contaba con todas las posibilidades de verificar veracidad de dicha información), simplemente a partir de datos aislados y afirmaciones infundadas aportadas por un llamado telefónico anónimo irrelevantes la mayoría de ellos a los fines del objetivo perseguido y meramente conjetural, “...no expresó en el auto (...) las razones por las cuales consideró procedente la intervención telefónica dispuesta, tampoco remitió a ningún elemento objetivo de la causa que pudiera fundar una mínima sospecha razonable y, por último, ni siquiera obra información de esas características como antecedente inmediato de la decisión judicial examinada...”. (Cons.20º)-  
 
Sin embargo, reiteramos, en esta causa existían elementos objetivos que fueron valorados por el magistrado al disponer la medida coercitiva, y, por tanto, entendemos que no existe vicio alguno que afecte al modo en que se iniciara la causa ni a las órdenes de intervenciones telefónicas dictadas.
 
(c.-) 
Finalmente, resta acotar que tampoco existe nulidad alguna que tuviera su origen en el incumplimiento de las previsiones del art.32 de la ley 23.3737. No sólo que dichas comunicaciones fueron realizadas conforme surge de las constancias de autos
, sino que, además, el fundamento de la nulidad planteada residiría en una supuesta incompetencia del Juzgado Federal de Corrientes para ordenar las escuchas telefónicas sin aviso al juez de la jurisdicción, lo que no encuentra fundamento normativo alguno. El art.40 del Código Procesal Penal de la Nación señala que “...la declaración de incompetencia territorial no producirá la nulidad de los actos de instrucción ya cumplidos...”, ya que, según el dispositivo, la incompetencia no afecta el valor de los ac​tos de instrucción si se trata de la territorial
.
 
Habrá que recordar, por otra parte, que ante un similar planteo al que fuera articulado, dijo la C.F.C.P. que: “...la colaboración requerida al juez federal de Resistencia fue al sólo efecto de controlar la legalidad y legitimidad de actos previamente ordenados por su par de Corrientes; control meramente administrativo de ese tramo del procedimiento, cuya revisión no podía avanzar hasta la nulidad de las medidas de investigación procedentes de la jurisdicción natural, pues la ley no tiene previsto para ello la sanción de nulidad...”
.-

 
3.2. Nulidad de las indagatorias. 

 
También durante sus alocuciones finales el doctor Benítez entendió que debía declararse la nulidad de las indagatorias prestadas por su pupilo ya que, según dijo en lo esencial, se había omitido una comunicación detallada de la imputación al no indicar la conducta ilícita que se le reprochaba y demás exigencias que hacen a la correcta determinación del hecho atribuido; es decir, a su criterio la imputación no era clara, precisa ni circunstanciada. En la misma línea los demás letrados que adhirieran a su pedido se expresaron en los mismos términos respecto a las indagatorias de sus defendidos.-

 
Preliminarmente cabe reparar en que la vía intentada procura la invalidez de un acto producido durante la etapa de instrucción que debió ser opuesta, bajo pena de caducidad, durante la instrucción o en el término de citación a juicio (art. 170, inc. 1° del CPPN). Por tanto, considerando que en la presente causa transita la fase del plenario, se advierte ostensiblemente que la instancia de nulidad se halla caduca. Tal caducidad finca en que es preciso dotar de estabilidad a los actos de los órganos jurisdiccionales
.

 
Por otra parte, nuevamente aquí advertimos que los nulidicentes no han precisado cuál habría sido el perjuicio –cierto, actual y concreto- que habrían sufrido y que sólo podría subsanarse mediante la declaración extrema que pretende. No ha dado debidas razones del perjuicio irreparable que la supuesta omisión le habrían producido y que le impidiera ejercer debidamente su derecho de defensa, explicitado cuáles serían los resguardos que se habría privado de oponer, de qué modo el proceso hubiese mutado a favor de su asistido en caso de que se hubieran cumplido las formalidades que dice violentadas, en fin, no se ha precisado perjuicio alguno que obstaculice o impida el ejercicio del derecho de defensa de su pupilo. Recordemos que en nuestro ordenamiento jurídico no existen nulidades sin previsión expresa en su texto (pas de nullité sans texte), tan siquiera nulidades sin perjuicio (pas de nullité sans grief), dado que la sanción procesal mediante la que se declara un acto inválido, se constituye como un remedio excepcional restricto [CS-Fallos, 321:929], que cede siempre ante los principios de conservación y trascendencia, y que no basta a la declaración de nulidad la sola invocación de una garantía constitucional que se dice violentada sino que es necesario dar cuentas de la incidencia que el supuesto incumplimiento formal ha producido sobre la misma demostrando de qué forma aquella inobservancia ha obstaculizado su debido ejercicio. 

 
Pero, además, se colige de estos autos que durante las audiencias en las que se le recibiera declaración indagatoria a los imputados
, fueron debidamente individualizados los hechos y las pruebas que obran en su contra. No advertimos, en consecuencia, vicio, defecto o irregularidad alguna que afecte la validez y legalidad de los actos procesales puestos en crisis por la defensa. No ha existido un vicio estructural que lo prive de sus efectos, que surjan motivados en omisiones en la valoración de la prueba o los hechos, y que pusieran en peligro el derecho de defensa (Art.18 CN, C.A.D.H. art. 8, párr. 2, letra b). 
 
No hay que perder de vista que:

 “...corresponde dar primacía —por sobre la interpretación de las normas procesales- a la verdad jurídica objetiva, de modo que su esclarecimiento no se vea perturbado por un excesivo rigor formal, porque la idea de justicia impone que el derecho a la sociedad de defenderse contra el delito sea conjugado con el del individuo sometido a proceso, en forma que ninguno de ellos sea sacrificado en aras del otro, y tan delicado equilibrio se malogra cuando se abusa de la facultad de anular actos procesales en casos en que resulta innecesaria tal anulación para preservar la garantía de defensa en juicio o debido proceso, lo que puede tornar, en la práctica, estéril la persecución penal del delito (Fallos 325:3118)...”
.- 

 
3.3. Nulidad de la resolución que dispuso ampliar el objeto de la investigación.- 

 
Finalmente, como vimos,  el doctor Benítez –al igual que los demás letrados que adhirieran a su pedido- solicitó se declare la nulidad de la presente causa ya que, según dijo, no había requerimiento fiscal que habilite la mutación del objeto de la investigación tal fuera ordenado a fs.895 por el magistrado que tenía a su cargo la instrucción, lo que, según expresó, afectó su imparcialidad. 

 
Preliminarmente cabe establecer como lo hiciéramos anteriormente, que a fin dar operatividad al remedio extremo que interpusiera el defensor debe existir un perjuicio cierto, actual y concreto que violente alguna garantía constitucional de imposible reparación ulterior (pas de nullite sans grief), y que nos enfrente a un proceso irregular dada la trascendencia del perjuicio al interés tutelado constitucionalmente; perjuicio que, amén de no haber sido alegado por el nulidicente, no logra verificarse en el sub-judice.   
   
 Pero, además, como bien reconocieran los nulidicentes, por imperio del art.195 de la ley ritual existen distintas formas por las que la acción penal puede ser válidamente iniciada, a saber: en virtud de un requerimiento fiscal, o en razón de una prevención o de información policial, según lo disponen los artículos 188 y 186 del mismo cuerpo normativo; y, como claramente refiere el párrafo final del art.195, la instrucción “se limitará a los hechos referidos en tales actos”.  Dado el carácter de promotor del proceso que le asigna la ley ritual a la comunicación de la fuerza al magistrado, y si bien las normas citadas nada dicen de forma expresa respecto a la ampliación del objeto de la investigación, se advierte claramente de este último párrafo del art.195 que, en casos en que debiera ampliarse el objeto de la investigación, bastaría un requerimiento por parte de la prevención policial al juez instructor, tal como en el presente caso en que obra un pedido de la fuerza a fs.886/893.-

 
Finalmente, resta acotar que los imputados fueron indagados y se les hizo saber la nueva imputación; de forma que no advertimos perjuicio alguno que nos conduzca a nulificar la presente causa.

 
Por los fundamentos antes expuestos, entendemos que deberán rechazarse las distintas nulidades que fueran articuladas en la presente causa. ASI VOTARON.- 

A la SEGUNDA CUESTIÓN, los  Jueces de Cámara dijeron: 

 
Despejadas que fueran las causales de nulidad argüidas por los defensores, debemos destacar que los elementos probatorios incorporados regularmente al proceso nos conducen a tener por reconstruida la plataforma fáctica sujeta a debate, así como su participación relevante en dicho evento ilícito.  

 
En efecto, las circunstancias de tiempo, lugar y modo del hecho que se imputa a RODRÍGUEZ, AQUINO, VILLALBA, RAMOS, GLIBOTA, HERRERA y SOSA, que se encuentran debidamente determinadas en la descripción inicial del presente voto cuando reprodujéramos el relato fáctico contenido en las piezas acusatorias y que, en prieta síntesis, refiere al hecho de que los imputados, de forma habitual y en banda, habrían convertido, administrado y  transferido, o puesto en circulación en el mercado de cualquier modo, desde el año 2011 hasta la fecha de su detención (1 de octubre de 2014), los bienes detallados en el requerimiento acusatorio, provenientes de los delitos de transporte de estupefacientes –art. 5 inc. “c”, ley 23.737-, con relación a los hechos que tuvieron como protagonistas a diversos sujetos (David Javier MIRANDA, alias “El puntano”, Omar Daniel ROJAS y Héctor Carlos LOGFREN, entre otros), con la consecuencia posible de que los bienes originarios o los subrogantes adquirieron un origen lícito, superando los $300.000 establecidos como elemento del condición objetiva de punibilidad (art. 303 inc. 1) y 2) apartado a) del Código Penal), se halla acreditado a través de los testimonios rendidos en debate, así como por las demás pruebas –documentales e instrumentales- incorporadas al plenario.

  
Considerando la complejidad de la presente y a fin de conferirle claridad expositiva al presente fallo, al proceder al análisis del hecho y la prueba seguiremos el siguiente orden dado especialmente por las exigencias nucleares del delito por el que fueran acusados los encausados, a saber: 1. El vínculo de los imputados con actividades y personas ligadas a hechos ilícitos; 2. La innumerable cantidad de bienes que administraban, vendían o ponían en circulación de cualquier otro modo; 3. La falta de recursos genuinos y lícitos de financiación que justifique la gran cantidad de bienes que los imputados administraban; en pto. 4. condensaremos los testimonios rendidos durante el debate y los allanamientos producidos en la causa, para, finalmente, abocarnos en el pto.5 a los vínculos entre los imputados entre sí y con terceras personas.-

 
1. El vínculo de los imputados con actividades y personas ligadas a hechos ilícitos
 
Las pruebas incorporadas al plenario permiten establecer que los imputados mantenían vínculos con distintos individuos ligados a la actividad ilícita. Ello, como veremos oportunamente, sumado a la innumerable cantidad de bienes que administraban y a la falta de contra justificación en sus ingresos (injustificada adquisición originaria y ausencia de una actividad lícita conocida que permita explicar la obtención de dichos bienes según surge de su actividad registrada en los organismos fiscales pertinentes), nos permitirá arribar a la conclusión de que los bienes que administraban tenía una procedencia ilícita y que eran puestos en circulación de diverso modo a fin de darles apariencia lícita.

 
Resultó suficientemente demostrado que los imputados, a partir de las relaciones que, de forma primordial pero no exclusiva, mantenía Roberto RODRÍGUEZ, estaban vinculados a distintos individuos que realizaban una actividad ilícita, fundamentalmente tráfico de estupefacientes. 

 
Si bien los vínculos de los imputados están orientados principalmente en relación a hechos ilícitos que tuvieron como protagonistas a David Javier MIRANDA (alias El Puntano), Ornar Daniel ROJAS y Héctor Carlos LOGFREN, veremos que los vínculos de los imputados con la actividad  ilícita excedían la particularidad de estos hechos. 

 
En prieta síntesis, podemos señalar que los hechos ilícitos en que participan LOGFREN, MIRANDA y ROJAS, a los que se encuentran vinculados los imputados, refieren a que:   


 
a.- Héctor Carlos LOGFREN fue detenido el día 08/10/2011 transportando 1.130,165 kgs. de marihuana. El camión que utilizó para acarrear los estupefacientes –no obstante poseer una denuncia de venta a nombre de LOFGREN- pertenecía a Myriam LENCINA, cónyuge de Horacio Fabián SPACIUK. Este último tenía una empresa de transporte en camiones (T.S. Logística) y algunos de cuyos vehículos eran utilizados presumiblemente para trasladar sustancia prohibida. Horacio Fabián SPACIUK, a su vez, se hallaba vinculado a Roberto RODRIGUEZ. 

 
Además,  LOGFREN es visitado por el doctor Norberto Pablo PIPO mientras se encuentra detenido. El citado profesional era el abogado a quien Roberto RODRIGUEZ acudía cuando alguno de los integrantes de su organización eran detenidos (vgr. cuando fue detenido Marcelo Javier Gómez transportando más de 3 toneladas de marihuana). 

 
Por su parte, el vehículo Peugeot Partner, dominio FGR040, que consta en el listado de peaje en oportunidad de la detención de LOGFREN, fue visto en la construcción de lo que posteriormente sería la Concesionaria RR VIP (fs.906, pto.15) perteneciente a RODRIGUEZ.-

 
b.- David Javier MIRANDA (alias El Puntano). El 18 de setiembre de 2013 la policía de la provincia de Mendoza, en distintos allanamientos realizados en la localidad de Alvear, secuestró de 1.200 kg. de marihuana y detuvo a Miranda. La particularidad de este hecho es que el vehículo marca AUDI Q5 dominio KSX-618, secuestrado en el domicilio de Miranda, pertenecía a José Rafael GLIBOTA y era utilizado por RODRIGUEZ.-

  
Además, MIRANDA había sido detenido en la provincia de Formosa (el 06/04/2011) cuando se trasladaba en un camión en el que transportaba más de 1.600 kgs. de marihuana. Esto se vincula ya con el hecho en el que se encuentra implicado ROJAS.

 
c.- Omar Daniel ROJAS "alias Crosti o Choco". En el hecho referido en el párrafo precedente, acaecido el día 06 de abril de 2011, en el que MIRANDA fue detenido cuando conducía un camión con caja térmica en el que transportaba exactamente 1.658 kilos de marihuana, ROJAS venía oficiando de puntero. El último de los nombrados se dio a la fuga en la camioneta en la que se desplazaba hasta que fue finalmente detenido.- 
 
d.- Los vínculos de los imputados con la actividad ilegal excedían estos tres hechos para abarcar el suceso en los que estuviera implicado Marcelo Javier GÓMEZ. El día 28 de noviembre del año 2.010 GÓMEZ es detenido con de 3.272 kgs de marihuana luego de que el camión térmico que conducía, volcara al costado de una ruta en una localidad de Santa Fe.-

 
Estos hechos ilícitos surgen de la investigación realizada por la fuerza de prevención y que fue plasmada en diversos informes ratificados durante el plenario por los testigos que intervinieran directa o indirectamente en dichas diligencias.


Como dijimos al iniciar este voto, las presentes actuaciones se iniciaron el 26 de enero de 2012 (fs.3), en virtud del informe remitido por UESPROJUD "Corrientes" (en fecha 23/01/2012), en el cual expresó haber tomado conocimiento a partir de fuentes humanas –que no habían querido identificarse por temor a represalias- de la  existencia de una organización delictiva dedicada al transporte y comercialización de mercadería en infracción a la ley 23.737 y/o 22.415, proveniente de la República del Paraguay, que luego era transportada hacia distintos puntos del país. Según señala el informe glosado a fs.1, entre los ciudadanos que integrarían la organización se encontraban dos personas identificadas como "Gabriel" y Cacho".- 

 
Esta notitia criminis que dio origen a la investigación fue ratificada por el testigo JOSE ENRIQUE ZABALA (Cabo primero de la Unidad Especial de Investigaciones y Procedimientos Judiciales de la Gendarmería Nacional Argentina, Delegación Corrientes), quien reconoció haber confeccionado el informe que dio inicio a la investigación y señaló que fuentes humanas -que no quisieron darse a conocer- le habían dejado una nota que daba cuanta de una organización dedicada al narcotráfico y le aportaba números telefónicos.

 
A partir de distintas tareas investigativas que llevó a delante la fuerza (que incluyó intervenciones telefónicas, seguimientos, allanamiento, entre otras) se logró determinar que la organización estaba integrada por varias personas ligadas a la actividad ilícita. Particularmente, la prevención informó de diferentes procedimientos en los cuales se incautaron toneladas de marihuana que eran transportados por camiones y se comprobó -con datos aportados por los diferentes peajes- que delante de estos camiones, haciendo de lo que se denomina comúnmente “punteros”, se desplazaban distintos vehículos (autos y camionetas) cuyos titulares y/o autorizados a manejarlos eran los imputados o personas vinculadas, surgiendo como el jefe de la organización Roberto Eduardo RODRÍGUEZ quien, en aquella etapa inicial de la investigación, utilizaba como propia la identidad de Ricardo Gabriel SOSA, que era el nombre de su anterior cuñado
 (cfr.51/56, fs.195/202, fs.215/217,fs.406/413, fs. 469/473
, fs.621/625, fs.639/643, fs.904/911, fs.745/755, entre otros tantos informes agregados a la causa y que fueran identificados en el acta de debate)

 
Se realizaron innumerable cantidad de diligencias investigativas durante la prevención que permitieron comprobar los distintos hechos ilícitos en los que, por sí o por interpósitas personas, intervenían los imputados, cuyas tareas culminaron con los allanamientos materializados a partir del 1 de octubre de 2014, oportunidad en la que se concretaron sus detenciones
.-


De los informes labrados por la prevención, así como de las otras pruebas colectadas en la causa (testimonios, documentales, allanamientos, etc.), surge acreditada la existencia de una organización integrada por varias personas ligadas a la actividad ilícita ya que, como dijimos, en diferentes procedimientos se incautaron varias toneladas de marihuana que eran transportados por camiones y cuya modalidad delictiva tenía la particularidad de que, delante de esos camiones, cumpliendo el rol de lo que se denomina comúnmente “punteros”, se desplazan distintos vehículos (autos y camionetas) cuyos titulares y/o autorizados a manejarlos eran los imputados o personas vinculadas. Veamos.

 
En el informe de fs. 11 (fechado 28/02/12) la prevención detalló las llamadas que Francisco Orlando Jara, alias “Cacho”, entabló con Daniela Villalba, última nombrada quien, en los albores de la investigación, se creía era la esposa de Ricardo Gabriel Sosa, alias “Roberto”, ya que, como dijimos, Rodríguez utilizaba ese nombre. 

 
En el informe que luce a fs. 18/22 (de fecha 18/03/12) se dio cuenta que Francisco Orlando Jara trabaja para Ricardo Gabriel Sosa, alias “Roberto”, que posee una mueblería “El Mundo del Algarrobo” en el centro de Villa Ángela, determinándose posteriormente que la mueblería pertenecía a Daniela Rocío Villalba. De llamadas de Jara al Nº (03735) 15411257, surgió que el buzón de mensajes de voz dijo pertenecer a Daniela Villalba y de las averiguaciones realizadas se constató que la nombrada residía en el domicilio sito en ruta nacional Nº 95 casi Boulevard San Martín de Villa Ángela.  

 
A fs. 19 vta. se hizo saber (mediante informe de fecha 18/03/12) que Ricardo Gabriel Sosa (Roberto Rodríguez) se movilizaba en dos camionetas, marca Toyota Hilux, dominios ‘JST434’ y ‘KMT323’; y se indicó que el titular de la Toyota Hilux dominio ‘JST434’ era Cándido Passarello y que se encontraban autorizados a conducir Miguel Ángel Rodríguez y Ricardo Gabriel Sosa. El titular de la Toyota Hilux dominio ‘KMT323’ era Cristian Edgardo Villalba (hermano de Rocío) y el autorizado para conducir era Ricardo Gabriel Sosa.       

 
A fs. 21 y vta., se hizo saber que el vehículo Toyota Hilux dominio ‘HTM259’ fue visto en cercanías del domicilio de la mueblería “El Mundo del Algarrobo”, y de consultas al sistema de antecedentes de GN (NSAG) se informó que la titular es Daniela Rocío Villalba, autorizados para conducir: Ricardo Gabriel Sosa, Lisandro Sosa y Omar Daniel Rojas. También se informó que Omar Daniel Rojas estuvo involucrado en un procedimiento que realizó el Escuadrón 15 “Bajo Paraguay” de GN en la provincia de Formosa en abril de 2011, donde se secuestraron más de 2 mil kg de marihuana transportados en un camión.                                                                          

 
Por su parte, el informe de fs.51/vta. (pto.3) advierte, con base en los registros de los corredores viales ubicados en la localidad de Ituzaingó Corrientes, Puente General Manuel Belgrano - Chaco y Peaje de la localidad de Makalle – Chaco, brindados por la Empresa Caminos del Paraná, que “...el automóvil marca Volkswagen, modelo Gol, color gris, dominio colocado "EHW744" que es conducido por el ciudadano Francisco Orlando JARA, circuló por los tres peajes desde Posadas Misiones hacia Sáenz Peña - Chaco. A través del peaje de Makalle-Chaco; con una diferencia aproximada de treinta minutos con el vehículo de JARA transitó la camioneta marca Toyota, modelo Hilux, color gris, dominio colocado "JST434", la cual sería conducida por Ricardo Gabriel SOSA...”.-

  
De igual forma, a fs. 111/vta. un informe de fecha   09/07/02 señala que el día 01/03/12 la Toyota Hilux dominio ‘JST434’ cuyo titular es Cándido Passarello y autorizados para conducir Miguel Ángel Rodríguez y Ricardo Gabriel Sosa, cruzó el peaje Makallé de la Provincia del Chaco, en dirección de Resistencia a Sáenz Peña a la hora 00:30:05, el vehículo VW Gol ‘EHW744’ cuyo titular es Orlando Francisco Jara a la hora 00:03:28, el camión VW modelo 18310 ‘GEK890’ con titularidad de TS Logística SRL a la hora 00:33:17, y la  Nissan Frontier ‘IWH214’ bajo titularidad de TS Logística SRL y autorizado a conducir Horacio Fabián Spasiuk a la hora 00:34:01, todos el mismo día 01/03/12.

 
En esta línea, entre sus conclusiones, refiere el informe de fs.195/202 que: 

 
“...De acuerdo a la información reunida se puede establecer que se está frente  a  una  gran  organización  de  narcotraficantes,  quienes efectúan el transporte de grandes cantidades de marihuana, mediante camiones. Los investigadores llegan a la siguiente conclusión: El ciudadano RICARDO GABRIEL SOSA, es el principal investigado en autos; esta persona varía su estadía entre la provincia de Bs As y la localidad de Villa Ángela, Pcia de Chaco. Es dable destacar que SOSA es muy cauteloso en sus movimientos y en los diálogos que realiza con la línea que se tiene intervenida y utiliza,  es probable que no sea la única línea que utilice.
 
En virtud que no suele mencionar por donde se encuentra, la única manera de conocer sus movimientos es mediante las antenas que van captando sus comunicaciones, esta actividad es coordinada con el personal del Centro de Reunión de Información "Campo de Mayo" (...).
 
Del análisis efectuado en los últimos 3 meses, se puede conocer Io siguiente:
 
•  Que el ciudadano Sosa, esta generalmente en la pcia de Bs As, en oportunidad de viajar a Chaco le avisa a su pareja.
 
•  Una vez que arriba a Villa Ángela, allí permanece en la vivienda de Daniela Villalba, donde el causante se moviliza en los rodados que  se  encuentra  autorizado  a manejar,  siendo el  último  la camioneta dominio LET-789.
 
•  Luego de unos días en Chaco viaja a la pcia de Misiones, donde, conforme surge las antenas opera principalmente en la Ciudad de Posadas, y en algunas oportunidades en la ciudad de Eldorado. (...).
 
•  Luego de algunos días de estar en Misiones, SOSA vuelve a Chaco por la RN 12, pasando por Ituzaingó, Corrientes Capital, Puente Grl Belgrano y finaliza en Villa Ángela.
 
•  Desde allí, vuelve hacia Bs As. En los dos últimos meses, luego de Bs As opera con antenas de la pcia de Mendoza.
 
•  En dos  oportunidades,  en estos  últimos  dos meses,  luego de obtener  las  antenas  y  los  horarios  del  desplazamiento  del causante, desde Misiones a Corrientes,  se logra establecer con los pasos de rodados de los peajes,  que Sosa se desplazó en horarios de la mañana  (05:00/06:00),  y que aproximadamente minutos  después  pasó  en  mismo  sentido  la  camioneta  Nissan Frontier que utiliza Horacio Fabián SPASIUK;  aproximadamente minutos después de esta última pasa uno de los camiones de empresa  perteneciente  a  T.S.  LOGÍSTICA  (Transporte  Spasiuk Logística). Esta secuencia nos hace pensar que SOSA viajaría a Misiones para gestionar la adquisición de estupefacientes, y que mediante uno de los camiones de la empresa de SPASIUK podría estar transportando el estupefaciente en cuestión...”.

 
Que  se utilizaban los camiones pertenecientes a Horacio Fabián SPASIUK para acarrear los estupefacientes y que en el día 08/10/2011 fue detenido transportando más de una tonelada de marihuana el ciudadano Héctor Carlos LOGFREN, lo corrobora el informe de fs. 215/217
.-
 
De dicho informe  surge que el camión marca Scania, modelo L11142, dominio RVT207 se encuentra registrado a nombre de Myrian Liliana LENCINA, cónyuge de Horacio Fabián SPACIUK. Lencina se domicilia en la localidad de Garupá (Misiones) y el vehículo se encontraba registrado en la seccional Nro.5 del Registro de la Propiedad Automotor de Posadas y poseía una denuncia de venta a nombre de Héctor Carlos LOFGREN. 

 
Según reza el informe, el último de los nombrados: 

 
“...se encuentra  implicado  en  la  prevención  sumaria  Nro.  82/11 originada  el  día  08  de  octubre  del  año  2011.  Donde  en circunstancias   que   personal   de   esta  Unidad  Especial Investigaciones  y  Procedimientos  Judiciales  se  encontraba instalado en un control de rutas sobre la Ruta Nacional Nro. 12, altura Km.  1035,  procediendo  al  control  del  camión Marca Mercedes Benz,  que  contaba  con una  caja  térmica,  dominio colocado "TDV902", conducido por el ciudadano LOFGREN, Héctor Carlos D.N.I. Nro. 11.765.601; como resultado de esta actividad surge que la caja térmica poseía compartimientos ocultos (del tipo doble fondo) en la parte superior de la caja térmica y en la pared más  próxima  a  la  cabina  del  conductor.  En  el compartimiento más próximo a la cabina del conductor fueron halladas la totalidad de MIL CIENTO TREINTA KILOS CON CIENTO SESENTA Y CINCO  (1.130,165)  KGS. de sustancia estupefaciente (Marihuana). En esa oportunidad (...) LOFGREN fue detenido y puesto  a  disposición  del  Juzgado  Federal  de  Corrientes, Secretaría Penal Nro. 6. (...)

 
Dado que el ciudadano LOFGREN, Héctor Carlos D.N.I. Nro 11.765.601 se encontró detenido y alojado en el Escuadrón 48 “Corrientes” de Gendarmería Nacional. A los fines de acrecentar la información sobre la vinculación con personas involucradas en la organización investigada, se solicitó el listado de visita que recibió el mencionado ciudadano, como resultado y dato de interés surge que fue visitado por el abogado PIPO, Norberto Pablo D.N.I. 18.440.083.
 
Respecto a esta última persona, sería el abogado a quien Ricardo Gabriel SOSA, acude en ocasión de que alguno de los integrante de esta presunta organización sean detenidos por los delitos que se investigan, ejemplo cuando fue detenido el ciudadano Marcelo Javier Gómez, transportando más de 3 toneladas de marihuana.
 
Asimismo se arriba a la conclusión de que LOFGREN, Héctor Carlos actuaría como testaferro del ciudadano Ricardo Gabriel SOSA, también sería uno de los conductores que utilizó y podría estar utilizando SOSA en el transporte de estupefacientes mediante camiones con doble fondo; y que el estupefaciente incautado el 08 de Octubre del año 2011 seria propiedad del ciudadano Ricardo Gabriel SOSA...”.-

 
Como vimos, dicho informe corrobora que LOGFREN trabajaba con RODRIGUEZ (Sosa en aquella oportunidad), no sólo porque era uno de los conductores de los camiones en que RODRIGUEZ (alias SOSA) transportaba la sustancia prohibida, sino que se corresponde con el hecho de que mientras estuvo alojado en el Escuadrón 48 "Corrientes" de Gendarmería fue visitado por el abogado Norberto Pablo PIPO, abogado a quien RODRIGUEZ (alias SOSA) acudía cuando algunos de los integrante de su organización delictiva eran detenidos. Esta última circunstancia surge acreditada a partir del informe de fs.195/202 (pto.3) y fs.904/911
 que corrobora que RODRIGUEZ financiaba la defensa de Marcelo Javier GÓMEZ quien fue detenido transportando más de 3 toneladas de marihuana
.-

 
Del hecho en que estuviera incurso GOMEZ da cuenta el informe de fs.407vta. pto.3, que señala:

“...se realizaron averiguaciones a los momentos previos a la realización del procedimiento donde la policía de la provincia de Santa Fe, el día 28 de noviembre del año 2.010, donde un camión térmico dominio colocado EEL-041, vuelca al costado de una ruta en el Paraje El Nochero, con un doble fondo en cuyo interior ocultaba un cargamento de marihuana, procediendo el secuestro de 3.272 kgs de esa droga, donde se detuvo al chofer del mismo, MARCELO JAVIER GÓMEZ, DNI N° 24.109.433...”
.-

 
El mismo informe expresa que delante del camión que transportaba más de 3 toneladas de marihuana circulaba el vehículo FZQ532 cuya titular era María Estela Rodríguez, hermana de Roberto Rodríguez (fs.407vta./408).

 
Por otra parte, del informe de fs.195/202 (pto.1) surge que la prevención controló en Ituzaingó (Ctes.) un camión, dominio EEV062, que era conducido por Francisco Orlando Jara y que poseía un doble fondo en la caja térmica modus operandi para el ocultamiento de mercaderías ilegales como ser estupefacientes”. La particularidad de este hecho es que el rodado estaba a nombre de Marcelo Javier GOMEZ. 

  
También corrobora el informe de fs.904/911 los vínculos entre Horacio Fabián SPASIUK (cuyos camiones se utilizaban presumiblemente para acarrear los estupefacientes) y Roberto RODRIGUEZ. Dicho informe
 señala que el automóvil marca Citroën modelo C3, con dominio FRG-883, era conducido por Daniela Roció VILLALBA y se encontraba estacionado frente a la mueblería “EL MUNDO DEL ALGARROBO” que la nombrada poseía en Villa Ángela  - Chaco. Posteriormente se advirtió que, en dicho vehículo, los sujetos investigados se trasladaron desde esta última localidad hacia Misiones, traspasaron el peaje de Ituzaingó-Corrientes, y se estacionaron frente a la vivienda de la calle Lapachos N° 4351, del barrio Jardín, de la Ciudad de Posadas, domicilio que pertenecía al ciudadano Horacio Fabián SPACIUK
.

 
Los mismos vínculos entre los camiones de Spasiuk y Rodríguez se verifican con el informe de fs.752vta./753., pto.14, que da cuentas que frente al Corralón Cerro Corá, el día 24/01/2014, se encontraba estacionado un camión, dominio JGF532, mientras algunas personas intentaban ponerlo en marcha sin resultado positivo. Por ello fue que cerca de las 10hs. del mismo día arribó al lugar Horacio Fabián Spasiuk, en una camioneta negra, modelo Frontier, dominio MBJ191, se estacionó frente al corralón y se dirigió al sitio donde se encontraban trabajando. A las 11hs. el camión emprendió marcha con dirección a Posadas, y era acompañado en su recorrido por Spasiuk, hasta que fue conducido a un taller mecánico. 

 
 Los vínculos asociativos de los imputados en la causa trascendían sus personas y se extendían a sus familiares. En relación a lo que venimos mostrando, surge que Spasiuk Horacio Nicolás era hijo de Spasiuk Horacio Fabián. Así como se utilizaron algunos vehículos de este último en la actividad ligada al comercio ilícito de estupefacientes, a nombre del primero de los nombrados se registraban vehículos que se encontraban en la concesionaria RR VIP, propiedad de Rodríguez. Particularmente, el citado registraba el vehículo MBJ191 (Nissan Pick-Up doble Cabina, Frontier LE, 2013) según figura a fs.68 de la Actuación Nº11151-398-2014 de la firma RR VIP–reservado en Secretaría en caja azul como anexo 13.

 
Por otra parte, y en relación al hecho ilícito en el que participara MIRANDA, surge de los informes de fs.621/625 y fs.639/643vta. que el vehículo marca AUDI Q5 dominio KSX-618 (que pertenecía a José Rafael GLIBOTA, pero que era utilizado por Roberto RODRIGUEZ, alias Ricardo Gabriel SOSA; último quien se encontraba autorizado para manejarlo –cfr.fs.621/vta.) fue secuestrado durante un allanamiento efectuado por la policía de la provincia de Mendoza (18 de setiembre de 2013) en el que se procedió al secuestro de 1.200 kg. de marihuana, oportunidad en la que resultó detenido David Javier Miranda, alias "El Puntano".  

 
El informe glosado a fs.639/643, expresa textualmente que:

“.....se tomó conocimiento mediante medios periodísticos al respecto de dos allanamientos llevados a cabo por la Policía de la provincia de Mendoza, en la localidad de Alvear - Mendoza, durante el mes de septiembre del año en curso, que arribara con la detención de los presuntos autores, el secuestro de una gran cantidad de sustancia estupefaciente, automóviles y motovehículos, además de otros elementos de interés. De ello pudo conocerse que uno de los detenidos es el ciudadano David Javier MIRANDA alias "El Puntano" D.N.I. Nro. 26.677.831 y uno de los vehículos secuestrados es un Audi, modelo "Q5", dominio colocado "KSX618". Resultando esto de interés a la investigación en curso, dado que: el vehículo de mención era uno de los utilizados por nuestro principal investigado (Ricardo Gabriel SOSA) situación que ya fuera puesta en conocimiento por esta Unidad en los informes anteriores; la localidad de Alvear (Mendoza), era uno de los principales destinos de la sustancia ilegal que trasportaría la organización investigada en autos, cabe acotar que también fuera informado oportunamente que los celulares que en su oportunidad utilizaba tanto Ricardo Gabriel SOSA como Francisco Orlando JARA habían operado en esa localidad, demostrando con ello que en el procedimiento efectuado por la policía de Mendoza detuvieron a integrantes de la organización liderada por SOSA...”.- (fs.639)

  
Los vínculos entre RODRIGUEZ, MIRANDA y otros  individuos involucrados en la actividad ilícita, lo corrobora el informe de fs.567/571vta. (fechado el 07/08/2013). Dicho informe refiere a distintas comunicaciones entabladas entre RODRIGUEZ (utilizando el nombre de SOSA) con un ciudadano ubicado en la ciudad de Mendoza (que utilizaba el abonado Nro.2612413653), en la que el primero de los nombrados le dice que “Gaby” no iba a pasar a abonar lo  restante por la mercadería recibida –según informó la prevención a fs.568, ítem b)-, sino que lo haría "El Puntano".-  En el mismo sentido, informó la prevención a fs.568vta. de otro diálogo entre RODRIGUEZ (alias Sosa) y VARA en el que conversan sobre el dinero correspondiente a mercadería intercambiada entre las personas, además de que “El Puntano” ya habría pasado a buscar una parte del dinero y estaría yendo a encontrarse con  RODRIGUEZ (alias Sosa).-

 
Como corolario, de lo narrado en el informe precedentemente citado concluyó la prevención que “...por los movimientos realizados por Ricardo Gabriel SOSA en la provincia de Misiones (localidades de Bernardo de Irigoyen y Santa Rita entre otros) estaría coordinando la obtención de mercadería ilegal (estupefaciente); (...) por ello, se presume que en los próximos días se iniciaría el traslado hacia la provincia de Mendoza de estos vehículos transportando sustancia ilegal...” (fs.571); lo que, según vimos, resultó acertado habida cuenta de la detención de MIRANDA y del vehículo de RODRIGUEZ   (Audi, modelo "Q5", dominio "KSX618") en el operativo realizado en Mendoza antes citado.

 
Estos informes corroboran también, como señalara la prevención, que Mendoza era uno de los principales destinos de la sustancia ilegal que trasportaba la organización investigada en autos.-

 
Además, no es cuestión menor el hecho de que MIRANDA había sido detenido en la provincia de Formosa (el 06/04/2011) cuando se trasladaba en un camión en el que transportaba más de 1.600 kgs. de marihuana. En este hecho, la modalidad había sido idéntica a la empleada por la organización delictiva ya que, para llevar adelante la maniobra, ofició como puntero el ciudadano Omar Daniel ROJAS, D.N.I. Nro. 20.779.709 "alias Crosti o Choco"; 

 
El informe fechado el 19 de abril del año 2012 (fs.51/56) refiere que:
“...Omar Daniel ROJAS, DNI Nro 20.779.709, conocido con el alias de "Choco o Crosti" oriundo de la provincia de Misiones (...) Se encontraría detenido en la provincia de Formosa vinculado a un procedimiento efectuado por el personal del Escuadrón 15 "BAJO PARAGUAY" de Gendarmería Nacional el 06 de abril del año 2011, cuando procedieron al control de un camión con caja térmica, marca Mercedes Benz, color rojo, dominio colocado "VAS-422", conducido en su oportunidad por el ciudadano David Javier Miranda (DNI Nro 26.677.831) quien poseía PEDIDO DE CAPTURA solicitado por el Tribunal Oral en lo Criminal Federal de San Luis, en la Causa Caratulada "MIRANDA, DAVID JAVIER S/EJECUCIÓN PENAL", además al momento del control presentó documentación apócrifa a nombre de Daniel Horacio ALVEZ (DNI Nro 24.158.736); además al momento de control se da a la fuga una camioneta Amarok de color gris, dominio colocado "IKE-829", la que oficiaba de campana o puntero. Luego del control físico y documentológico del camión, se percibe que la caja térmica denota una diferencia de longitud respecto al espacio interno/externo de su estructura de aproximadamente SETENTA (70) centímetros, además en la parte superior de la caja se observa un chapón que cubre el largo de la misma, la que no correspondía a la caja térmica original y poseía indicios de haber sido colocado recientemente mediante pintura asfáltica (la cual se encontraba fresca). El chapón fue levantado y debajo se observó la existencia de paquetes rectangulares envueltos en cinta de embalar ocre y bultos armados envueltos en bolsas de tipo consorcio - color negro; de la requisa en detalle practicada sobre el camión se trajo del compartimiento armado ex profeso, DOSCIENTOS DIECINUEVE (219) paquetes rectangulares de diferentes tamaños y OCHENTA Y CINCO (85) bultos de diferentes tamaños de bolsas tipo arpillera de color blanca y de consorcio de color negra, contabilizando un total de DOS MIL CIENTOS VEINTIÚN (2.121) paquetes, con un pesaje de MIL SEISCIENTOS CINCUENTA Y OCHO (1.658) kilos de marihuana. Posteriormente personal del Escuadrón 5 "PIRANE" detiene la camioneta Amarok de color gris dominio colocado "IKE-829", la cual era conducida por el ciudadano Omar Daniel ROJAS. (fs.53/vta)...”

  
Recordemos que estos hechos ilícitos que tuvieron como protagonistas a Miranda, Rojas, entre otros, todos vinculados a Roberto Rodríguez, fueron referidos por el testigo preventor Silvio Walter ROMERO, quien se explayó en torno a ellos con inusual precisión recordando todos los detalles de los mismos.

 
Los vínculos de RODRIGUEZ, y otros imputados, con OMAR DANIEL ROJAS surge acreditada en la causa sin duda alguna. Además de lo expresado, se advierte de la información volcada en el Legajo AFIP identificado como Actuación Nº11151-398-2014 de la firma RR VIP –reservado en Secretaría en caja azul como anexo 13-  que el vehículo dominio MJT425 estuvo en poder de la empresa RR VIP figuraba como mandante el nombrado ROJAS DNI Nro. 20.779.709 (fs.71); y el informe de fs.904/911 da cuentas de las fotografías que se obtuvieron de Roberto Rodríguez y Omar Rojas en el domicilio de Juan Ramón Rodríguez (fs.907, pto.18).

 
Además, surge que entre la documentación secuestrada durante el allanamiento  de las oficinas del C.P.N. Tuvi Víctor Alejando y de los abogados José Alberto  y Rubén Oscar Tuvi a fs.1540/1545, profesionales que asistían a RODRIGUEZ, se incautó una carpeta  con documentación a nombre de Omar Daniel ROJAS, entre otros. 

 
De igual forma, de las constancias del allanamiento realizado en el Country “La Eugenia” (fs. 1694/1696 y vta.) se advierte que el Lote G, Mz. C, 105,  de la localidad de Garupá, Provincia de Misiones, fue alquilado por Omar Daniel Rojas desde julio del año 2013 hasta julio del año 2014. Asimismo en el ambiente indicado como punto Nº 12 89 del croquis adjunto, se secuestró un contrato de locación entre Aníbal Sandino Manevi y Omar Daniel Rojas, entre otras facturas y tickets a nombre del citado Rojas. Es importante marcar aquí que, según el informe presentado por UESPROJUD agregado a fs. 904/911, Roberto Eduardo Rodríguez concurría al Country “La Eugenia” (fs.907).

 
Los vínculos con ROJAS, tampoco eran ajenos a la imputada Santa Elba Aquino. Del informe de fs. 745/754 (específicamente a fs.746, Cd. Nº36) Rodríguez dialoga con su madre, Santa Elba Aquino (que utilizaba el abonado nº 3764508095) y le consulta sobre “Crosti” que era el alias utilizado por Omar Daniel Rojas; y en la misma línea el informe de fs. 1144/1199 demuestra que el domicilio alternativo que utilizaba Omar Daniel Rojas era el de Av. De las Trincheras Nº 2309, informado por el DNRPA en fecha 20/03/2014,  siendo el mismo domicilio fiscal declarado por Santa Elba Aquino (fs.1166), y donde se realizó el allanamiento y detención de la nombrada.

 
De igual manera, Gricelda Romina SOSA tampoco era ajena a estos vínculos con ROJAS ya que, según señala el informe de fs.904/911 y fs.7174/vta., la camioneta marca Citroën Berlingo, dominio FGR740, pertenecía a la primera de las nombradas y se encontraba autorizado a conducir Omar Daniel ROJAS, el propio RODRIGUEZ que utilizaba el alias de Ricardo SOSA, entre otros.

 
En el mismo sentido señala el citado informe, ahora ya en relación a Daniela VILLALBA, que la camioneta de su propiedad marca Toyota Hilux dominio HTM259, estaban autorizados a manejarla Ricardo Gabriel SOSA (es decir, Roberto Rodríguez), Lisandro SOSA y Omar Daniel ROJAS.  

 
Este último informe (fs.904/911) contiene una síntesis de otros tantos informes que la prevención fue realizando durante la investigación y se desprende de ellos una innumerable cantidad de información en relación a los imputados y otros miembros de la organización, y respecto a su participación en distintos hechos ligados a actividades ilegales. Refiere (a fs.906, pto.12) a operaciones sobre dinero e intercambio de mercadería que Roberto RODRIGUEZ realizaba con un individuo de tono cuyano
. La misma diligencia indica que el vehículo Peugeot Partner, dominio FGR040, que consta en el listado de peaje en oportunidad de la detención de LOGFREN, fue visto en la construcción de la posterior Concesionaria RR VIP (fs.906, pto.15) perteneciente a RODRIGUEZ. Por su parte, el informe corrobora que Roberto Eduardo Rodríguez utilizaba el nombre de Ricardo Gabriel SOSA y que, en verdad, SOSA es el hermano de Gricelda Romina SOSA, primer cónyuge de Rodríguez. (fs.906vta., pto.18)

 
EN RESUMEN, las pruebas incorporadas y rendidas durante el debate nos permiten concluir, sin hesitación alguna, que los imputados RODRÍGUEZ, AQUINO, VILLALBA, RAMOS, GLIBOTA, HERRERA y SOSA, estaban vinculados a David Javier MIRANDA (“alias El Puntano”), Omar Daniel ROJAS, Héctor Carlos LOGFREN, y Marcelo Javier GÓMEZ,  últimos éstos quienes realizaban la actividad ilícita de tráfico de estupefacientes.-

 
1.1.
No obstante lo dicho, creemos oportuno destacar que los imputados no participaban (sea como autores, partícipes primarios, partícipes secundarios, o instigadores) en los ilícitos anteriores antes señalados, del que sí obtenían dinero ilícito, ya que no existe en el sub-júdice “prueba directa” alguna que los vincule a la ejecución, colaboración o instigación del delito precedente.

 
Sin perjuicio de los allanamientos llevados adelante en la causa y los más de tres años de investigación prevencional, siquiera luego durante la instrucción, se ha podido establecer, de forma fehaciente, algún tipo de participación de los imputados en los delitos de los que provenían los bienes que eran introducidos al mercado lícito. Existen referencias y abundante prueba indiciaria que acredita suficientemente los vínculos que los imputados, especialmente Roberto RODRIGUEZ, mantenían con diversos individuos ligados a la actividad ilícita, mas no prueba categórica que señale su efectiva participación, relevante y típica, en el delito precedente. Claro que no existe condena anterior de los nombrados en las causas anteriormente citadas; y en las que se investigara a LOGFREN, ROJAS, MIRANDA y GOMEZ no se ha comprobado la participación relevante y punible de los imputados. Por eso entendemos que la conducta de lavado de activos cumplida es posterior al delito ejecutado por otros sujetos, ya que en ellos no ha existido aporte material en el proceso de su producción deducible de las probanzas producidas en autos, sea en calidad de autores, cómplices o instigadores, por parte de los aquí juzgados.
 
Bajo estas preceptivas se inscriben los antecedentes que posee Roberto Rodríguez. Como señalaran los abogados defensores, los antecedentes que posee el nombrado refieren a distintos sucesos que escapan a la imputación formulada en la presente. En la causa que siguió contra el nombrado el Tribunal Oral en lo Criminal Federal nº5 de San Martín Pcia. de Buenos Aires, se lo juzgó y condenó por el delito de transporte de estupefacientes (art.5 inc. “c” Ley 23.737) luego de tener por probado que el 18 de septiembre de 2000 el nombrado transportó casi 20 kgs. de marihuana.  


Por su parte, del fallo “PETRA, JOSÉ ALFREDO Y OTROS s/Infracción a la Ley 23.737”, Expte. Nº  FSM 12186/2014/TO2 del Juzgado Federal Nº 2 de San Martín
, surge que ROBERTO EDUARDO RODRIGUEZ  fue condenado como coautor del delito de organización de transporte de estupefacientes, agravado por haber sido cometido con la intervención de tres o más personas organizadas, a la pena de nueve años de prisión, accesorias legales, multa por un hecho  constatado el día 6 de febrero del año 2015 en el partido de Moreno, provincia de Buenos Aires; que tampoco se encuentra entre los hechos precedentes que vincularan al imputado con el aquí juzgado.

 
Adviértase que, incluso, en la causa en que también se investigara a una organización de la que participaba Rodríguez tramitada por ante  el Tribunal Oral Federal en lo Criminal y Correccional de San Martín, caratulada “N.N. s/presunta inf. Ley 23.737” Expte. Nº5476, el magistrado a cargo de la instrucción ordenó el archivo de aquellas actuaciones (fs.5436/5441) al considerar que no se encontraban probados hechos ligados al narcotráfico, aún luego de innumerables diligencias realizadas y un considerable tiempo de investigación. En la misma línea se inscribió la resolución dictada por la Excma. Cámara Federal 2 de San Martín (fs. 5445 y vta.) en la que, si bien se revocó la resolución que disponía el archivo de la investigación, ello obedecía al hecho de que la Cámara consideró prematura la decisión, ya que los hechos investigados podían estar relacionados al lavado de activos. Es decir, ni el magistrado que interviniera durante la instrucción, ni los jueces de Alzada, consideraron razón suficiente para –siquiera- investigar a Rodríguez y a las personas vinculadas al nombrado en estos hechos ilícitos. 

 
Tampoco ha existido un acto de favorecimiento prestado después de la consumación del hecho o de la cesación de su tentativa, en cumplimiento de una promesa previa que excluya el encubrimiento y configure un caso de compli​cidad secundaria (art.46 CP).

 
 No obstante lo dicho, como veremos en la tercer cuestión, si bien a la luz de la anterior figura del código penal que reprimía el lavado de activos (art.278 CP) las conductas de encubrimiento del delito anterior realizadas por el propio autor eran consideradas por el legislador como actos impunes por consunción, ello no impedía que las acciones que iban más allá del simple auto-encubrimiento pudieran cobrar vida propia y ser objeto de punición separada. Como veremos, esto nos conducirá a sostener que en la presente causa no se encuentra en juego el principio que consagra el art.2 del C.P.-
 
1.2. La innumerable cantidad de bienes que administraban, vendían o ponían en circulación de cualquier otro modo. 

 
Se pudo comprobar en la presente causa merced a las pruebas incorporadas al plenario que los imputados administraban, convertían, vendían, disimulaban, en fin, aplicaban de cualquier modo, una innumerable cantidad de bienes que tenían origen ilícito (prueba de ello los vínculos que mantenían con individuos ligados al delito) a fin de darles apariencia lícita. Dada la modalidad que el lavado de activos adquiría, los bienes -en algunos pocos casos- estaban registrados a su nombre en los organismos oficiales, más la mayor de las veces estaban registrados a nombre de terceras personas pero dentro de la esfera de disposición de los imputados. La clandestinidad utilizada en la actividad delictiva hizo que los bienes que convertían, transferían o administraban los imputados no fueran registrados en los organismos pertinentes a su nombre, más pudo comprobarse (en muchos casos merced a los informes labrados por la prevención, en otros porque los objetos fueron secuestrados dentro de su esfera de custodia) que entre los bienes y los imputados existía una relación de tenencia-disponibilidad que demostraba que estos bienes formaban parte de su patrimonio. 

 
Las tareas que dicen haber realizado los encausados  a fin de explicar el origen de su acervo (vgr. compra venta de vehículos) no permite justificar la masa considerable de bienes que disponían, y menos aún se corresponde con su situación económica-financiera registrada ante los organismos pertinentes (AFIP-DGA). Como veremos, estos elementos (gran cantidad de bienes y falta de registración en organismos pertinentes) aunados a los vínculos que mantenían con individuos ligados a la actividad ilícita, permiten inferir válidamente –porque las pruebas así lo acreditan- que los bienes que disponían los imputados tenían un origen ilegal  y eran puestos en circulación de modo diverso para darle apariencia lícita.

 
Dada la complejidad y extensión de la presente causa (que lleva más de 7.400 fojas dividas en más de 37 cuerpos y decenas de incidentes) al individualizar los bienes haremos solamente mención de las constancias en que obran glosados los informes de prevención, así como las demás pruebas que vinculan a los imputados y dicho patrimonio, para así evitar reproducciones innecesarias que obsten la comprensión de la presente. Es decir, en muchos casos omitiremos reproducir la información contenida en la prueba (vgr., en los informes labrados por la prevención, la documental o en el testimonio), la que deberá darse por reproducida en la presente sentencia.

 
No obstante, previamente, debemos formular una aclaración en función de la atribución participativa bajo la que subsumiremos el caso, no obstante ello implique adelantarnos a una cuestión que trataremos más adelante. 

 
Al individualizar los bienes, siguiendo la línea expositiva de los requerimientos acusatorios, estableceremos una relación particular entre el bien y la persona a nombre de la que se registró la operatoria comercial (vgr. los vehículos registrados a nombre de Rodríguez serán individualizados como pertenecientes al nombrado; lo propio haremos con los demás imputados) más dado que, como veremos más adelante, en el presente caso nos encontramos frente a una organización que de forma habitual tenía como especial objetivo integrar al mercado lícito las ganancias que se obtenían de forma ilícita –narcotráfico-, y para cumplir este fin los aquí juzgados participan cumpliendo diversos roles pero conservan la unidad funcional propia de la coautoría –que es unidad propia del dolo-, esta atribución participativa nos permitirá ver el proceso de lavado de activos una tarea desde una óptica global, como una obra de todos sus integrantes, lo que lleva la necesaria consecuencia de que los bienes pertenecían a todos y cada uno de sus integrantes. 

 
Hay que tener presente que lo propio y característico de la asociación que conformaron los imputados consistió en registrar a nombre de distintas personas los bienes que lograba RODRIGUEZ a partir de su actividad marginal ligada al tráfico de estupefacientes. De esa forma los imputados integraban a su patrimonio el dinero de origen ilícito, le daban apariencia lícita y ocultaban la real procedencia de los bienes sin legitimaciones de origen.  

 
De forma que, más allá de la individualización que haremos seguidamente, es necesario tener presente que ello no implica en modo alguno que sean solamente esos bienes los que fueron administrados por los imputados, sino que, al ver el caso a la luz de la coautoría funcional y la forma en que operaba la asociación, debemos tener presente que los bienes formaban un conjunto que pertenecía a los miembros de la asociación.-  

 
Hecha la salvedad, debemos señalar que se ha logrado comprobar que los bienes que pertenecen o pertenecieron a los imputados durante el periodo objeto de acusación –desde el año 2011 hasta el momento de su detención en el año 2014-  son los siguientes
:

 
1.2.1. Roberto Eduardo RODRÍGUEZ (alias "Ricardo Gabriel SOSA")
 
Vehículos

 
a.- Automóvil marca Porsche Coupe Cayman, modelo 2010, dominio JBB754, valuado según DNRPA en $905.000 (valor de adquisición según CETA: $250.000), registrado a su nombre en un 34% en fecha 7 de agosto de 2014 (cfr. allanamiento de RR VIP fs.1626/1631).-

 
Según reconoció durante su indagatoria, el vehículo lo había adquirido en un 100% pagando $300.000, no obstante lo registró a nombre de su pareja Gricelda Romina SOSA en un 33% y de su sobrino Exequiel RODRÍGUEZ en un 33%.
  
Dinero en efectivo

 
b.- Durante el allanamiento de su domicilio (fs.1503/1005) se secuestró una valija que contenía $142.000 y U$S 8.000, así como una caja fuerte con $198.600.

 
Sociedades
 
c.- El nombrado,  a través de su pareja Gricelda Romina SOSA y su madre Santa Elba AQUINO, constituyó dos sociedades de responsabilidad limitada, RR VIP AUTOMÓVILES y Corralón “CERRO CORA”, con un capital social declarado de $320.000 cada una.

 
d.- También le pertenecían el Complejo Turístico “Tangará" y la firma Emsetur SRL, no obstante que fueron registradas a nombre de su hermano Miguel Ángel Rodríguez y la pareja de éste último Rosa Ramos. 

 
1.2.2. Gricelda Romina SOSA 

  
Vehículos

a.- 
Porsche Coupe Cayman, dominio JBB754, modelo 2010, valuado según DNRPA en $905.000 (valor de adquisición según CETA: $250.000), registrado a su nombre en un 33% en fecha 7 de agosto de 2014. (cfr. allanamiento de RR VIP fs.1626/1631).-

b.- 
Peugeot sedán 207 Premium, dominio KVH728, modelo 2012, valuado en $109.900 y,  según formulario CETA, en $95.000. Fecha de adquisición: 4/09/2012.- 

c.- 
Seat sedan León, Dominio KZT735, modelo 2011, valuado en $178.500. Adquirido el 2 de marzo de 2012. (en el allanamiento de fs.1503/vta. se secuestra documentación del vehículo)

d.- Citroën sedan Berlingo, dominio FRG740, modelo 2006, valuado en $72.500. Fecha de adquisición: 06/08/2010 (secuestrado a fs.1437/1450).-

e.- 
Toyota RAV4, dominio MTZ523, modelo 2013, adquirido por $192.700. VER Fecha de adquisición: 15/07/2013. El 28/08/2014 fue transferido por un valor de $345.000.

f.- 
Toyota Hilux,  dominio JSP992,  modelo 2011.  Fecha de adquisición: 28/12/2011. El 4/03/2013 fue transferido por un valor de$180.000.

 
Sociedades
g.- Además, la nombrada constituyó dos sociedades de responsabilidad limitada, RR VIP AUTOMÓVILES S.R.L y CORRALÓN CERRO CORA S.R.L. con un capital social declarado de $320.000 cada una.
 
Inmuebles

 
En su DDJJ de Bienes Personales 2013 exterioriza dos inmuebles: 

 h.-  
Dio. 4 munic 59 sec 17 ch 00 mi 01 pare 11 partida 7217; 

 i.-  
Oto. 4 munic 59 sec 17 ch 00 mz 02 partida 52844, Quaranta 6195, Posadas, Mnes.
 Esta propiedad fue adquirida en el año 2013 por un valor según escritura de $120.000.-

 
1.2.3. Santa Elba AQUINO
a.- 
Toyota Hilux C/D 4x4 SRV TDI C/Cuero, dominio MEZ791, por un valor de $275.000. Fecha de adquisición: 28/01/2013; el 30/07/2014  fue transferido.-

 
Sociedades
b.- 
 Además, la nombrada constituyó dos sociedades de responsabilidad limitada, RR VIP AUTOMÓVILES S.R.L y CORRALÓN CERRO CORA S.R.L. con un capital social declarado de $320.000 cada una.

 
1.2.4. Daniela Rocío VILLALBA 

 
Vehículos

a.- 
Citroën C3 aircross exclusive, dominio NTA641, modelo 2014. Fecha de adquisición: 15/09/2014 por un valor de $210.000. (fs.1336/1352)

b.- 
Toyota Hilux, dominio KGA249, modelo 2011 Fecha de adquisición: 03/04/2013 por un valor de $150.000.

c.- 
Ford Courier, dominio HUK160, modelo 2009. Fecha de adquisición: 05/09/2012 por un valor de $40.000.- (Allanamiento de fs.1382/1427).
d.- 
Renault Duster, dominio KRI744, adquirido por un valor de $70.000 y transferido el 25/09/2014. 


e.- 
Toyota Hilux, dominio KMT358. Fecha de adquisición: 05/07/2013 por un valor de $160.000. Transferido posteriormente el 26/05/ 2014, por un valor de $180.000.                                                                                    
f.-  
Volkswagen Gol, dominio KFO216, modelo 2011. Fecha de adquisición: 13/11/ 2012 por un valor de $51.500. Transferido el 16/05/ 2013.
g.- 
Toyota Hilux, dominio HYV772, modelo 2009. Fecha de adquisición: 30/03/2012 por un valor de $140.000. Transferido el 29/06/2012.

h.- 
Toyota Hilux, dominio HTM259, modelo 2009. Fecha de adquisición: 28/08/2009 por un valor de $154.000. Transferido 18/12/2013 por la suma de $128.000.
 
1.2.5. María de los Ángeles HERRERA 

 
Vehículos
a.-  Toyota Hilux, dominio NZP410, modelo 2014. Fecha de adquisición: 19/06/2014. Valor: $187.050.

b.- 
Toyota Hilux, dominio NPR274, modelo 2014. Fecha de adquisición: 05/02/2014. Valor: $237.000. Autorizado a conducir Roberto RODRÍGUEZ (informe AFIP 6746, Allanamiento RR VIP fs.1630vta.)

c.- 
Toyota Hilux, dominio NDA692, modelo 2013. Fecha de adquisición: 05/10/2013. Valor: $169.200 (Allanamiento de fs.1626/1672).-

d.- 
Toyota Hilux, identificada con el N° 6 (a fs.1629vta.) en el acta de allanamiento a la Concesionaria RRVIP SRL. (CIA control nro. 44286267)

e.- 
Toyota Hilux, dominio MWZ970, modelo 2013. Fecha de adquisición: 14/08/2013. Valor: $ 232.400. Vendido el 24/09/2014.- 

f.- 
Toyota Hilux, dominio MWZ969, modelo 2013. Fecha de adquisición: 14/08/2013. Valor: $ 170.000. El 31/07/2014 lo transfirió.

g.- 
Toyota Hilux, dominio NDA693, modelo 2013. Fecha de adquisición: 15/10/2013. Valor: $ 183.000. El 4 de agosto de 2014 lo transfirió.

 
1.2.6. José Rafael GLIBOTA 

 
Vehículos
a. 
Toyota Hilux SW4, dominio NNL410, modelo 2014. Fecha de adquisición: 13/01/2014. Valor: $344.600.
b. 
 Toyota Hilux, dominio MJW434, modelo 2013. Fecha de adquisición: 15/04/2013. Valor: $256.200. Autorizado a conducir: Ricardo Gabriel Sosa y Alejandro Rodriguez (allanamiento de fs.1626/1672).

c. 
Toyota Hilux, dominio MIT562, modelo 2013. Fecha de adquisición: 25/03/2013. Valor: $153.000.

d. 
Honda Civic, dominio DPW026, modelo 2001. Fecha de adquisición: 12/06/2012. Valor: $40.000.

 
Durante el allanamiento fueron secuestrados los bienes detallados en acta de fs.1626/1632 y que a continuación individualizan:
e.  
Toyota modelo 86, dominio MTZ-557, modelo 2013. Valor: $319.000. Número de identificación: 14 (fs.1649). Titular: José Rafael GLIBOTA. Valor: $319.000. Autorizado a conducir: Roberto RODRÍGUEZ y Ricardo Gabriel SOSA. Fecha de adquisición: 23/07/2013

f. 
 Toyota Corolla, Número de identificación:16 (fs.1653). Titular: José Rafael GLIBOTA –existe factura nº001100000415 a nombre del nombrado-.

g. 
Toyota Hilux. Número de identificación:20. (fs.1656) Titular: José Rafael GLIBOTA. –existe remito nº0006-00007277 a nombre del nombrado-.

h. 
Toyota Hilux 3.0 D4D Número de identificación:07 (fs.1642). Titular: José Rafael GLIBOTA. –existe remito nº0005-00003804 a nombre del nombrado-.

i. 
Toyota Hilux 3.0 D4D. Número de identificación:08 (fs.1643). Titular: José Rafael GLIBOTA. –existe remito nº0005-00003769 a nombre del nombrado-.

 
Además, también administró los siguientes bienes:
j. 
Toyota Hilux SW4, dominio LDM110, modelo 2012. Fecha de adquisición: 20/04/2012. Valor: $300.000. Transferido el 02/05/ 2013. 


k. 
Toyota pick-up Hilux, dominio ITE412, modelo 2010. Fecha de adquisición: 27/06/2012. Valor:  $80.000. Transferido el 12/03/2013.

l. 
Toyota Hilux SW4, dominio LXF860, modelo 2012. Fecha de adquisición: 8/11/2012. Valor:  $300.000. Transferido el 8/03/2013.

m. 
Toyota   Hilux,   dominio   MPR739,  modelo   2013. Fecha de adquisición: 13/06/2013. Valor:  $224.500. Transferido el 18/06/2014.

n. 
Toyota   Hilux,   dominio   NAN370,   modelo   2013. Fecha de adquisición: 12/09/2013. Valor:  $183.000. Transferido el 17/09/2014.

o. 
Toyota Corolla, dominio NZP409,  modelo 2014. Fecha de adquisición: 19/06/2014. Valor:  $166.200. Transferido el 11 /08/2014.-

 
1.2.7.Rosa Gladys RAMOS 

 
Vehículos
a.  
Ford Ecosport, dominio MJV922, modelo 2013. Fecha de adquisición: 07/03/2014. Valor: $141.900. (fs.2865)     
b. 
Honda CR-V, dominio GOO475, modelo 2007. Fecha de adquisición: 23/02/2012. Valor: $201.100. Transferido el 10/01/2013. (fs.2865, fs. 5743/5746)     
      Este último vehículo, si bien fue identificado en los requerimientos acusatorios como  dominio GOO745
, es evidente que sólo se trata de un mero error material. Además, el mismo resulta debidamente identificado a partir de otros datos como la marca y el modelo. Por tanto, que no existe circunstancia alguna que produzca la nulidad de la imputación tal lo requiriera el doctor Missano. 

 
Si bien el doctor Missano intentó justificar la forma en que había adquirido los bienes Rosa Gladys Ramos y expresó que el vehículo HONDA CR-V EXL, dominio GOO475, que pertenecía a su pupila, había sido robado y que con el dinero que la había pagado la aseguradora había adquirido el vehículo Eco Sport, modelo 2013dominio dominio MJV922, lo cierto es que no surge acreditado en la causa esta circunstancia. A fs.255/256 del anexo nº 9 reservado en Secretaría surge un depósito en la cuenta que poseía Rosa Gladys Ramos en el Banco Francés por la suma de $150.011,00 realizado en febrero del 2013, mas no se advierte quien ni en razón de qué circunstancia se habría realizado el mismo.  Pero, además, si bien se requirió en su oportunidad a la compañía de seguros La Mercantil Andina informe se había realizado el pago de dicho siniestro, lo cierto es que la empresa no quiso dar fe de este hecho y por ello fue que el señor Villanueva Fernando, como dijo expresamente en la nota remitida a fs. 6812, en su calidad de productor de Seguros y no de la compañía de seguros La Mercantil Andina, indicó que la Sra. Gladys Ramos había recibido un cobro por un siniestro ocurrido el 23/11/2012, pero no pudo indicar la forma de cobro. Es decir, no se ha acreditado que el depósito que poseía Rosa Ramos en su cuenta hubiera sido realizado por parte de la empresa aseguradora.   

 
1.2.8. Bienes en poder de los imputados durante los allanamientos.
  
Asimismo, durante los allanamientos llevados adelante en la presente causa  se secuestraron, en poder de los imputados, una gran cantidad de bienes, lo que da cuenta del gran caudal económico que poseían. En estas actuaciones se realizaron más de 50 allanamientos
, por lo que, dada la extensión de la prueba obtenida, debemos remitirnos a las constancias de las actas en las que fueran individualizados los bienes, entre ellos, dinero en efectivo, un reloj rolex, cheques, celulares, armas, documentación, etc.

 
1.2.9. La concesionaria RR VIP, el "CORRALÓN CERRO CORA SRL" y el "COMPLEJO TANGARÁ" (EMSETUR SRL).-

 
Los bienes que procuraban los imputados a partir de actividad ilícita a la que se hallaban estrechamente ligados eran reingresados al mercado lícito y puestos en circulación a partir de diversas acciones; fundamentalmente mediante la concesionaria “RR VIP AUTOMÓVILES S.R.L”, el corralón “CERRO CORA S.R.L”, y el "COMPLEJO TANGARÁ". 

 
a.- La concesionaria “RR VIP AUTOMÓVILES S.R.L”

 
Como bien señalaran los acusadores, de las constancias recolectadas en la causa surge de forma indubitable que la concesionaria RR VIP era utilizada como una de las sedes desde las cuales RODRÍGUEZ y su organización operaban cotidianamente mediante los negocios vinculados a los automóviles, y era una de las principales empresas a partir de la que se realizaban operaciones financieras con el fin de convertir y poner en circulación en el mercado legal bienes no declarados de origen ilícito.
 
La concesionaria se dedicaba a la compra-venta de vehículos de alta gama y su actividad estaba registrada en AFIP bajo el código correspondiente a “Venta de autos, camionetas y utilitarios, usados”. Se encontraba ubicada sobre la RN N° 12, Av. Quaranta 6395, de la ciudad de Posadas, fue construida en un lugar estratégico según dijo el testigo Roberto Ariel ROSTAN, CPN, Jefe del Área de investigación de la AFIP Pdas.

 
La sociedad RR VIP fue conformada en fecha 11/07/13 con un capital social de $320.000
, y si bien fue inscripta en los organismos pertinentes a nombre de Romina SOSA (socia gerente) y Santa Elba AQUINO (cfr. Informe de GN de fs.695), mientras que Roberto RODRIGUEZ aparecía como su apoderado
, tal como veremos, el emprendimiento comercial era administrado y explotado comercialmente por los nombrados.


Cuando la prevención empezó a investigar a los imputados, la construcción de la concesionaria se encontraba en un 30 o 40%
 e, incluso, el cartel que se colocó durante la construcción de las concesionaria RR VIP SRL se hizo figurar como propietario al ciudadano Sosa G.R. (fs.696).

 
Según reza el informe de fs.695vta. la constitución de estas dos sociedades por parte de Gricelda Romina Sosa y Santa Elba Aquino (pareja y madre respectivamente del ciudadano Roberto Eduardo Rodríguez), “sería la forma inicial de lavar el dinero que proviene de la actividad ilícita desarrollada por la presunta organización investigada y liderada a la fecha por quien sería Roberto Eduardo Rodríguez.”.-
 
 Al informe de fs.899/901 fueron agregadas diversas fotografías que permiten advertir la gran cantidad de vehículos y las dimensiones de la concesionaria.  De allí también surge que la misma fue inaugurada el 05/05/2014. En el matutino que se reprodujo en el informe de GNA, se señaló que la prioridad de la empresa eran los autos considerados de “alta gama” que no solían verse en Posadas. Dice el informe trascribiendo los dichos de Valentina JAQUET, empleada de la concesionaria: 

 
“...Si bien también podrán encontrarse autos usados, la prioridad para la gente de RR Vip son todos aquellos considerados de "alta gama", los que no suelen verse por las calles de Posadas. "Acá vendemos Toyota Hilux, que son los más fuertes, las SW4, los Partner, hay Corolla, también los Mini Cooper y los Corvette. (...). Además de los autos de ensueño, también habrá cuatriciclos para la venta y el local cuenta hasta con un taller propio en un amplio salón que es un sinónimo del lujo de los autos que lo habitan...“
.-

 
Recordemos que la nombrada Jacket se encontraba presente durante el allanamiento de la concesionaria (fs.1626/1672).-

 
Por su parte, señala el mismo informe de fs.886/893 (específicamente en su punto 11 de fs.893) que:

“...se observa que el ciudadano ROBERTO EDUARDO RODRIGUEZ, principal investigado, posee una importante cantidad de bienes muebles en inmuebles, demostrando con ello una gran manipulación de dinero, donde adquiere vehículos de alta gama, la adquisición de varios inmuebles y la construcción en aproximadamente 8 meses de la concesionaria "RR VIP AUTOMÓVILES" y el "CORRALÓN CERRO CORA". Mediante la presente investigación, se conoce que Roberto Eduardo Rodríguez sería el responsable directo de todo estos bienes, pero utilizando como titulares legales a personas de su vínculo familiar. Sobre las propiedades y algunos rodados y de terceras personas para otros.

  
Es importante resaltar que en un primer informe efectuado por la Primer Alférez Contadora Doña Cecilia Benítez de la Dirección Antidrogas de la fuerza, respecto al análisis de los informes enviados por el levantamiento secreto bancario y fiscal de los investigados, los mismos no poseen ingresos por lo cual no pueden justificar sus bienes, lo que demuestra que el dinero con el cual realizan las operaciones mencionadas serían producto de actividades ilícitas, siendo la misma la de narcotráfico...”

 
La inspección realizada en la causa durante el plenario nos permitió tomar una clara dimensión de lo fastuoso de dicho emprendimiento. La concesionaria contaba con una gran cantidad de metros cuadrados construidos, poseía varias oficinas, taller mecánico propio y allí, durante el allanamiento realizado en la causa, se secuestraron una gran cantidad de vehículos de alta gama, dinero en efectivo, entre otros
.  Además, en la concesionaria trabajaban al menos nueve personas (cfr. informe de fs.1075/1105
). No obstante, según dijo el testigo Roberto Ariel ROSTAN (CPN, Jefe del Área de investigación de la AFIP), durante el año 2014 la planta de empleados fluctuaba entre 7 y 14; mientras que el testigo Edgardo Daniel ACOSTA indicó que en la concesionaria había 14 o 15 empleados. 

 
La maniobra de lavado de activos que los imputados realizaron mediante la concesionaria fue compleja y conscientemente planificada. A partir de la empresa RR VIP los imputados intentaban dar apariencia lícita a los bienes que tenían su  verdadera procedencia en los vínculos que éstos tenían con el narcotráfico, y a fin de ocultar el verdadero origen de los fondos con los que se financiaban, entre un sinnúmero de acciones, brindaron información falsa a los organismos de fiscalización. Varios de los vehículos que se registraron como pertenecientes a terceras personas, en verdad, correspondían al imputado Rodríguez, sus consortes de causa o personas a ellos vinculadas.  Así, por ejemplo, tenemos que el vehículo dominio HVR937 estuvo en poder de la empresa RR VIP y figuraba como mandante CANDIDO PASSARELLO; o el vehículo dominio MJT425 cuyo mandante era Omar ROJAS DNI Nro. 20.779.709
; cuando, en verdad  Cándido PASSARELLO era empleado del Complejo “Tangará” que pertenecía a Roberto RODRIGUEZ (y al  que se hallaban estrechamente ligados Rosa Ramos, Miguel Ángel Rodríguez y Santa Elba Aquino); y Omar ROJAS era quien, según establecimos, estaba involucrado en hechos de tráfico de estupefacientes ya que venía oficiando de puntero el día 06 de abril de 2011 cuando MIRANDA fue detenido transportando exactamente 1.658 kilos de marihuana.- 

 
Otros vehículos registraban como mandantes a Rocío VILLALBA (dominio HUK160), GLIBOTA (dominios MIT562, MTZ557, NNL410), y HERRERA (dominio MWZ969, NDA693, NPR274)
.


También es importante marcar que la citada concesionaria, al igual que la cancha de fútbol, la mueblería “El mundo del algarrobo” –ambos ubicados en Villa Ángela Chaco-, el complejo turístico “Tangará”, el Corralón “Cerro Corá”, y los demás emprendimientos que poseía Rodríguez, no eran más que una pantalla comercial que, aún la gran cantidad de dinero que supuso su construcción y puesta en funcionamiento, no poseía clientes o un giro comercial que justifique sus ingresos. Así lo recordaron los testigos de la prevención Arturo Eduardo LOPEZ, Silvio Walter ROMERO, POVOLNI y ZABALA, lo que se condice con los estados contables y la situación fiscal de estas empresas y sus dueños.  

 
Por otra parte, la prueba reunida permite advertir una característica distintiva que demuestra que dichos emprendimientos comerciales formaban parte de una unidad económica, y permite ver que este proceso que supone el lavado de activos trasunta en una suerte de red que abarca varias acciones concatenadas entre sí y, en este caso, varios giros comerciales. 

 
Surge del Contrato de Comodato de Inmueble
 que Gricelda Romina SOSA en su carácter de “adquiriente por boleto de compra venta” (sic) del inmueble sito en la Av. Quaranta Nº6195 –donde se encontraba la concesionaria RR VIP-, por una parte y en su carácter de “Comodante”, y ella misma, por la otra parte y en carácter de “comodataria”, en representación de la sociedad RR VIP AUTOMOTORES SRL, celebra un contrato de comodato en el que cede en comodato el citado inmueble sito en Av. Quaranta Nº6195. La particularidad del citado instrumento no sólo es que Romina Sosa actuaba en el doble carácter (como comodante y comodataria), sino que en la cláusula NOVENA de dicho instrumento “se establece de mutuo acuerdo que CORRALÓN CERRO CORA SRL abonará de forma mensual la suma de Mil (1.000) Pesos, durante el tiempo que dure la vigencia del presente contrato”, cuando el citado corralón no participaba en la operación. Evidentemente el error en el que se incurre en uno de los elementos esenciales del contrato, en este caso, la persona obligada al pago, es un claro indicio que muestra la unidad comercial que poseían los citados emprendimientos.      

 
b. Corralón "Cerro Corá SRL" 

 
El corralón "Cerro Corá SRL" era otra de las personas jurídicas que los imputados utilizaron como interpósita persona para poner en circulación en el mercado bienes no declarados de origen ilícito.

 
El corralón fue conformado societariamente el 20/08/2013 con un capital social de $320.000
 . No obstante que en los organismos pertinentes se registró la sociedad a nombre de Gricelda Romina SOSA (socia gerente) y Santa Elba AQUINO, mientras que Roberto RODRIGUEZ aparecía como un apoderado
, surge de la prueba reunida en la causa que el emprendimiento comercial pertenecía a Roberto RODRIGUEZ, a su pareja, Gricelda Romina SOSA, y su madre, Santa Elba AQUINO, 

 
Se encontraba ubicado en la intersección de las calles Carlos Bosetti y Ángel Blanch, Cerro Corá, Candelaria, Mnes. Como declaró el testigo Silvio Walter ROMERO el Corralón Cerro Corá fue construido en un lugar estratégico para que la organización pudiera operar en su actividad ilegal. Recordó el citado que en el corralón nunca había visto movimiento comercial, que el pueblo en el que fue construido era chico –es decir, no podía tener mucha demanda de materiales-, no obstante el lugar en el que se encontraba era estratégico porque estaba próximo a Posadas, en una ruta de cerros, sobre un cruce de rutas y se podía salir de allí sin pasar por controles policiales. Esta circunstancia se relaciona con otro de los indicios procurados en la causa. 

 
Como vimos, los vehículos de Horacio Fabián Spasiuk eran presumiblemente utilizados por los imputados para realizar el acarreo de la sustancia ilícita (recordemos que el vehículo en el que se trasladaba Logfren estaba a nombre de su mujer Miriam Lencina) y evidentemente el corralón se encontraba en un lugar que le permitía a los encausados utilizarlo como centro estratégico para sus operaciones. Prueba de ello es que Spasiuk se encontraba en ese lugar arreglando un camión que luego trasladaron a Posadas. Este acontecimiento lo corrobora el informe de fs.752vta./753. que señala que, frente al Corralón Cerro Corá, el día 24/01/2014, se hallaba estacionado un camión, dominio JGF532, mientras algunas personas intentaban ponerlo en marcha sin resultado positivo. Por ello fue que cerca de las 10hs. del mismo día arribó al lugar Horacio Fabián Spasiuk, en una camioneta negra, modelo Frontier, dominio MBJ191, se estacionó frente al corralón y se dirigió al lugar donde se encontraban trabajando. A las 11hs. el camión  emprendió marcha con dirección a Posadas y, mientras era acompañado en su recorrido por Spasiuk, fue conducido a un taller mecánico. 

 
Tengamos presente para valorar esta circunstancia que la organización tenía como modus operandi el traslado de la sustancia en camiones o vehículos de gran porte, con doble fondo construidos. Tal así lo corroboró el testigo Silvio Walter ROMERO; también vimos que la prevención controló en Ituzaingó (Ctes.) un camión, dominio EEV062, que era conducido por Francisco Orlando Jara y que poseía un doble fondo en la caja térmica; y, con base en los informes de fs.104/112 y fs.904/911, dimos cuenta de los vínculos entre Horacio Fabián SPASIUK y Roberto RODRIGUEZ. 


Que dicho complejo formaba parte de la gran cantidad de bienes que administraban los imputados (entre ellos, Roberto RODRIGUEZ), lo corrobora el informe de fs. 745/754. Allí, a fs.747/748 informó la fuerza que en la concesionaria RR VIP el día 06/01/2014 se pudo observar un camión, tipo tractor, dominio LPG446 que pertenecía a Maximiliano Esteban GOMEZ, ultimo éste quien, por otra parte, era el propietario del semirremolque tipo Volcador, dominio LYL821 que se encontraba en el municipio de Cerro Corá, frente al corralón.

 
 Surge, además, del informe de fs.748, pto.3, que los muebles de algarrobo llevados al Corralón Cerro Corá fueron obtenidos de la mueblería “El mundo del Algarrobo” que Roberto RODRIGUEZ y Daniela VILLALBA poseían en la ciudad de Villa Ángela, Chaco. Dicho informe da cuentas que Juan Ramón RODRIGUEZ – hermano de Roberto Rodriguez– se trasladó a la ciudad citada a fin de transportar los muebles cedidos por VILLALBA. 

 
Asimismo, Roberto RODRIGUEZ no sólo era apoderado del Corralón, sino que era el firmante de las cuentas que tenía dicho emprendimiento en el Banco Macro (fs.1153vta.).-

 
Por otra parte, Santa Elba Aquino no sólo era una de las socias del corralón, sino el informe de fs. 745/754 (específicamente a fs.746, Cd. Nº36) corrobora que la nombrada tenían injerencia en dicho emprendimiento, ya que en un diálogo que mantiene Rodríguez con su madre, Santa Elba Aquino (abonado nº3764508095) ésta última le comenta que hizo su documento y pasaporte con domicilio en Cerro Corá.

 
c.- El complejo turístico “Tangará”
 
Los acusados también realizaban operaciones financieras para poner en circulación en el mercado bienes no declarados de origen ilícito mediante el Complejo “Tangará”.

 
El citado complejo turístico se encontraba ubicado en la localidad de Montecarlo, Misiones (sobre Ruta Nacional Nro. 12 Km 1515), pertenecía a Roberto RODRÍGUEZ y era administrado por Rosa RAMOS (quien estaba en pareja con Miguel Ángel Rodríguez, hermano del primero de los nombrados).-

 
 El emprendimiento era explotado por la firma "EMSETUR SRL.", que estaba integrada por Rosa Gladys RAMOS y Miguel Ángel Rodríguez, fue dado de alta en el año 2011 bajo la actividad de “servicios de alojamiento en hoteles, hosterías y residenciales” y “servicios complementarios de apoyo turístico” (ver fs.2855).-

 
Según se constató a partir de la inspección realizada durante el debate y de las constancias de fs. 2962/2975, el complejo estaba construido en un predio de 8,5 hectáreas, de 170 mts. de frente y 450 mts. de profundidad, poseía una forma irregular en forma de "L". A la derecha del portón de ingreso se encontraba ubicada la administración del complejo. En el predio se habían construido diez cabañas de madera que tenían dos plantas, balcones al frente y en la parte trasera, además de cochera y parrilla. 

 
Los caminos del complejo contaban con alumbrado, el que además contaba con un área arbolada con sectores con parrillas y un edificio de baños y duchas. Sobre el final del terreno fue construido un tinglado de 50 mts de longitud con techo sin terminar, y en su interior había una cancha de paddle.

 
El predio también contaba con dos canchas de tenis con alumbrado. En un nivel inferior, detrás de las cabañas, se desarrolla la zona de piletas con dos quinchos de 25 mts. de diámetro, un edificio de duchas y baños, un comedor y dos piscinas, un de 25 x 10 mts y otros de menos dimensión y techada; ambas piscinas contaban en su cabecera con pileta para niños, sector de baño y ducha. También en dicho predio se construyó un comedor.

 
A fs.2965/2974 se encuentran agregadas distintas tomas fotográficas que permiten ver la envergadura y la inversión que requirió para poder construir y explotar comercialmente dicho emprendimiento. 

 
La gerencia del lugar estaba a cargo de Cándido PASSARELLO quien reconoció en su declaración indagatoria de fs. 3625/3626 que Rosa Ramos le había ofrecido  trabajar allí y que la nombrada le pagaba su sueldo.

 
Es evidente que Roberto RODRIGUEZ, Rosa RAMOS y Santa Elba AQUINO –junto a Miguel Ángel Rodríguez-, explotaban el Complejo Tangará utilizando como interpósita persona jurídica a la firma "EMSETUR SRL", porque así lo acreditan los siguientes indicios. 

 
Durante el allanamiento de la concesionaria RR VIP se secuestró una “Planificación estratégica del negocio Tangará, Cabañas y Piscinas”- Parador Turístico” 
 firmada por la Lic. en Turismo Mercedes Irene Sampayo. Recordemos que Roberto Eduardo Rodríguez era formalmente el administrador de la firma RR VIP Automóviles SRL y el citado plan demuestra la conexión entre ambos emprendimientos y pone en cabeza de Rodríguez la unidad comercial en ambas unidades comerciales.

 
De dicho plan surge otra cuestión de capital importancia, ratificada por los testigos: el complejo Tangará no generaba ingresos propios y lícitos que permita su autogestión productiva. Así, en el diagnóstico que realiza la Licenciada Sampayo se expresa que Tangará es “…un complejo hotelero que funciona como hotel rutero y que en verano se utilizan las piletas, que además no es un servicio que genere movimientos y atractivos hacia el complejo…” –énfasis agregado-, lo que evidencia que del emprendimiento no se obtenían ganancias que justificasen la gran inversión que allí se realizó.

 
Por otra parte, de la información volcada en el Legajo AFIP identificado como Actuación Nº11151-398-2014 de la firma RR VIP –reservado en Secretaría en caja azul como anexo 13-  surge que el vehículo dominio HVR937 estuvo en poder de dicha concesionaria y figuraba como mandante PASSARELLO CANDIDO (fs.70). Es decir, PASARELLO no era más que otro integrante de la asociación liderada por RODRIGUEZ. Prueba de ello es que el último de los nombrados se movilizaba en la camioneta dominio JST434 que pertenecía a PASARELLO (informe de fs.904).

 
Recordemos que, según vimos con base en los informes de fs. 19 vta. fs.51/vta. (pto.3) y fs. 111/vta.,  Roberto Rodríguez (alias Ricardo Gabriel Sosa) se movilizaba en dos camionetas marca Toyota Hilux, dominio ‘JST434’ (titularidad de Cándido Passarello y autorizado a conducir Miguel Ángel Rodríguez) y dominio ‘KMT323’, siendo su titular  Cristian Edgardo Villalba, hermano de Daniela Villalba. Como señalamos, estos vehículos eran utilizados como punteros, ya que circulaban con poca diferencia horaria junto a otros vehículos, entre estos los camiones de TS Logística SRL y Horacio Fabián Spasiuk, utilizados para el acarreo ilícito de sustancia estupefaciente.

 
Tampoco resulta cuestión menor el hecho que, durante la diligencia de allanamiento del Complejo Tangará (fs.1382/1427), en la recepción, se encontrara presente el ciudadano Cristian Edgardo VILLALBA DNI 33.995.131 y con domicilio en Villa Ángela, Chaco. El nombrado era el hermano de Daniela Villalba, última esta que, como vimos, era pareja y socia de Roberto Rodríguez.- 
 
 En fin, los vínculos entre estas personas (Roberto Rodríguez, Miguel Ángel, Pasarello y Cristian Villalba), y el complejo Tangará surge claramente acreditado.

    
Pero también Santa Elba AQUINO, madre y socia de Roberto Rodríguez, intervenía en la administración de dicho complejo ya que el informe de fs. 745/754 (específicamente a fs.746vta., cd 38) da cuenta de una conversación telefónica en la que la nombrada (que utilizaba el abonado 3764508095) se comunica RODRÍGUEZ, le refiere que se encontraba con Rosa RAMOS en el centro de Montecarlo y que lo llamaba desde ese lugar porque en el complejo no tenía señal. Lo que se corrobora con la afirmación aportada por la Unidad de Información Financiera (fs.3211/3215). Según informó este último organismo:

 “...el día 26/10/2011 el Sr. Ángel Rodríguez por intermedio de su representante Rosa Gladis RAMOS suscribió contrato de fideicomiso con Santa Elba Aquino, el que gira bajo la denominación “FIDEICOMISO CALI I”, cuya finalidad principal es la realización de todos los actos de administración. El 15/12/2013 las partes amplían el acuerdo de contrato de fideicomiso mediante la afectación del inmueble  propiedad del fiduciante, determinado como lote D-5-a, de cuatro hectáreas en el que se encuentra emplazado el complejo Tangará...” (fs.3212).-

 
Además, que el complejo Turístico Tangará formaba parte de la red de bienes que poseían los imputados, lo prueban la documentación secuestrada durante el allanamiento allí realizado (fs. 1387/191). En este contexto debemos valorar los argumentos expuestos por el doctor Missano durante sus alegatos.

 
Según expresó el letrado a fin de excusar a sus asistidas Santa Elba Aquino y Rosa Ramos de la responsabilidad penal que se les endilgaba, los inmuebles que abarcaba el complejo Tangará eran propiedad de Miguel Ángel Rodríguez y no de sus pupilas. Según indicó, éste último le había otorgado un poder a Rosa Gladis Ramos para que constituya el fideicomiso Cali I.

 
En segundo lugar, indicó que si bien la empresa EMSETUR había sido constituida en fecha 20/09/2010 por el señor Miguel Ángel Rodríguez  y la señora Rosa Gladys Ramos, posteriormente se realizó una modificación del estatuto social e ingresó a la sociedad la señora Verónica Andrea Gamper, quien adquirió acciones de la Sra. Rosa Gladys Ramos y el rango de gerente. Por ello, dijo que era Gamper la propietaria de las acciones y ostentaba la representación de la empresa EMSETUR para todas las actividades y negocios que correspondan al objeto de la sociedad (venta de paquetes turísticos), y no su asistida Rosa Ramos.

 
Ahora bien, de la documentación secuestrada en la causa surge que el Fideicomiso Cali I se constituyó mediante un contrato entre Rosa Gladys Ramos (Fiduciante), en representación de Miguel Ángel Rodríguez y Santa Elba Aquino (Fiduciario), en fecha 26 de octubre de 2011. Los  bienes objeto del fideicomiso lo conforman diferentes lotes
 y resultaron beneficiarios del fideicomiso Miguel Ángel Rodríguez y/o Rosa Gladys Ramos. Además, se habilitó al fiduciario (Santa Elba Aquino) a que realice actos de administración, conservación y custodia de los bienes fideicomitidos; la transferencia de los mismos a quien oportunamente sea indicada por el fiduciante (Miguel Ángel Rodríguez); asimismo se estableció como finalidad la administración y explotación de los bienes fideicomitidos. 

 
Además, mediante Escritura Nº Doscientos treinta y cinco (235), Protocolo  Notarial  Nº  B 01487276, con fecha 21 de noviembre de 2011, se realizó una transferencia del dominio fiduciario por parte de Rosa Gladys Ramos (en representación de Miguel Ángel Rodríguez) en favor de Santa Elba Aquino; ello en cumplimiento del fideicomiso suscripto el día 26 de octubre de 2011 denominado “FIDEICOMISO CALI I”. Mediante dicho contrato Santa Elba Aquino adquirió el dominio fiduciario de los inmuebles que conformaban tangará por el plazo de 25 años.

 
Si bien los bienes fideicomitidos eran originariamente propiedad de Miguel Ángel Rodríguez, al haberse constituido un fideicomiso, los bienes pasaron a formar parte de un “patrimonio separado” al de los intervinientes en el contrato
, no obstante lo cual, el fiduciario (Santa Elba Aquino) tenía un dominio pleno, aún los límites previstos en el contrato. Recordemos que el dominio fiduciario es un derecho real que implica un dominio imperfecto sobre una cosa ya que carece del carácter de perpetuidad propio del dominio pleno. No obstante lo cual, durante el plazo fijado en el contrato, el fiduciario tiene un dominio imperfecto que lo faculta por el plazo del contrato a realizar actos de administración, conservación e, incluso, transferencia, de los bienes fideicomitidos. Además, como dijimos, de los contratos antes señalados surge que la beneficiaria del mismo era Rosa Gladys Ramos junto a Miguel Ángel Rodríguez.

 
A su vez, de la documentación secuestrada se advierte una particularidad que revela el carácter simulado que tenían estas operaciones. Del contrato del fideicomiso Cali I surge que, junto con los demás bienes afectados al fideicomiso, se agregaron dos lotes (lote trece
 y lote D- 5a
), que previamente (14/09/2011) habían sido vendidos por Rosa Gladys Ramos (en representación de Miguel Ángel Rodríguez) a Santa Elba Aquino. 

 
Por otra parte, y ya en lo que respecta a la empresa EMSETUR SRL, surge que originalmente fue constituida por Miguel Ángel Rodríguez y Rosa Gladys Ramos, con un capital social de 60 mil pesos (36 cuotas de mil pesos estaban a nombre del socio Miguel Ángel Rodríguez y 24 cuotas de mil pesos a nombre de la señora Rosa Gladys Ramos). EMSETUR era una empresa dedicada a la venta de paquetes turísticos en la localidad de Montecarlo y era una de las figuras jurídicas que se utilizó para explotar comercialmente el complejo Tangará. 

 
Como señalara el Dr. Missano, el 14/09/11 se realizó una modificación del estatuto social de la firma EMSETUR e ingresó a la sociedad Verónica Andrea Gamper, quien adquirió las cuotas que era propiedad de Rosa Gladys Ramos. 
Sin embargo, surge de la causa que la empresa EMSETUR seguía perteneciendo a Rosa Gladys Ramos y Miguel Ángel Rodríguez, ya que, de acuerdo al informe de AFIP que obra agregado a fs. 2856/2862, hasta el día 03/11/2014 la citada sociedad sólo estaba registrada a nombre de los citados, y no así de Verónica Andrea Gamper.-

 
Contribuye a demostrar que, en verdad, eran Aquino y Ramos –junto a Roberto y Miguel Rodríguez- quienes explotaban comercialmente tangará, el hecho de que Verónica A. Gamper adquirió por parte de Rosa Ramos más cuotas sociales de las que ésta última poseía y podía transferir  (Rosa Ramos cedió 36 cuotas a Verónica Gamper y originalmente contaba con 24). A ello se suma el hecho de que, en el contrato de concesión privada celebrado entre Santa Elba Aquino (en su carácter de fiduciante de los bienes del Fideicomiso Cali I) y Verónica Gamper (socia gerente de la firma EMSETUR), celebrado el 27/10/2011, solamente la escribana interviniente certificó la firma de Santa Elba Aquino, de forma que tampoco prueba dicho contrato que  la Sra. Gamper hubiera intervenido realmente en ese contrato.

 
En resumen, si bien originariamente los bienes que conformaban el complejo Tangará sobre los que se constituyó el Fideicomiso Cali I y que eran explotados a través de la Empresa EMSETUR SRL, eran propiedad de Miguel Ángel Rodríguez, surge claramente de lo dicho que tanto Aquino como Ramos intervinieron en todas y cada una de las operatorias comerciales que no tenían otro fin que darle apariencia lícita a los bienes que se obtenían de forma ilícita. 

 
 Por otra parte, debemos formular una breve consideración en relación a Miguel Ángel Rodríguez. Si bien durante la instrucción a fs. 6138/6141 y vta., el antes nombrado fue sobreseído en la presente causa, en la misma resolución se indica que el complejo turístico Tangará “era propiedad de la familia Rodríguez” y nada dice dicha resolución respecto a la prueba que hemos valorado anteriormente. De tal forma que, si bien el sobreseimiento dictado ha adquirido la autoridad propia de la cosa juzgada, nada impide otorgarle el debido valor a la prueba colectada en la causa la que, como vimos, demuestra de forma indubitable que el complejo Tangará no era más que otra de las tantas unidades funcionales mediante las que Roberto RODRÍGUEZ, Rosa RAMOS, Daniela VILLALBA, Santa Elba AQUINO, Cándido Pasarello, entre otros, utilizaban para hacer ingresar al mercado lícito las sumas que obtenían de forma ilícita.   

 
1.2.10. Pero los emprendimientos comerciales mediante los que fueron puestos en circulación en el mercado bienes no declarados de origen ilícito, no se agotaban en la concesionaria “RR VIP AUTOMÓVILES S.R.L”, el corralón “CERRO CORA S.R.L”, y el Complejo turístico “Tangará", sino que abarcaba otro tipo de emprendimientos, entre ellos,  la mueblería “El mundo del Algarrobo” y una cancha de fútbol 5, entre otros.- 

 
a.- La mueblería el mundo del algarrobo.

 
La mueblería era explotada comercialmente por Daniela Roció VILLALBA,  pertenecía a la nombrada y a Roberto RODRIGUEZ, y se encontraba en la ciudad de Villa Ángela, Chaco
. 
 
Como señaló el testigo Silvio Walter ROMERO, la mueblería no tenía prácticamente actividad económica y no permitía justificar los bienes que administraba VILLALBA. Tampoco el testigo POVOLNI vio movimiento de egreso de muebles de dicho comercio. ZABALA fue categórico en su apreciación sobre la mueblería y dijo que el mundo del algarrobo era una pantalla más según su investigación. En este contexto debemos señalar que en el informe practicado por la CPN Benítez (fs.1144/1199) surge claramente que la imputada no recibió dinero o ganancia por parte de dicho emprendimiento, y no existe en la causa constancia alguna –vgr. factura de compra a proveedores o facturas de ventas- que acredite el funcionamiento de dicho local.    

 
Tal eran los vínculos asociativos y comerciales que establecieron los imputados que los muebles de dicho giro fueron llevados al Corralón Cerro Corá por Juan Ramón RODRIGUEZ (cfr. informe de fs.748, pto.3). Este último que era apoderado del Corralón (informe de fs.1207vta., pto.5
), además de ser hermano de Roberto y Miguel Ángel- y el corralón pertenecía a Gricelda SOSA, Santa Elba AQUINO y Roberto RODRIGUEZ.- 


A su turno, del informe de fs.195/202 pto.8 surge que María Estela RODRIGUEZ DNI 23.778.519, hermana de Roberto Rodríguez, se domiciliaba en la localidad de Moreno, Pcia. de Bs. As., y “tendría en esa localidad bonaerense una mueblería con el nombre de fantasía “EL MUNDO DEL ALGARROBO”, mismo nombre de fantasía que la mueblería de Daniela Villalba en Villa Ángela. Recordemos aquí que, delante del camión en el que circulaba Marcelo Javier Gómez transportando más de 3 toneladas de marihuana, se venía desplazando la camioneta Toyota Hilux, dominio FZQ532, propiedad de María Estela Rodríguez (cfr.fs.34 y fs.407vta./408), y que, en este último vehículo, el ciudadano Omar Daniel ROJAS registraba movimientos migratorios en fecha 25-2-11.- Recordemos que GÓMEZ y ROJAS eran las personas que se encontraban vinculadas a Roberto Rodríguez ligadas a la actividad ilícita. 

 
b.- Otros emprendimientos comerciales. 

 
Se pudo establecer en la presente causa que los imputados tenían, además de los citados emprendimientos, otras vías comerciales mediante las que trataban de aplicar y convertir las sumas que le procuraban los vínculos con el narcotráfico. 
 
Una de éstas era una cancha de fútbol 5 que se encontraba en Villa Ángela, Chaco y que pertenecía a Rocío Villalba y Roberto Rodríguez.

 
 Sobre el citado emprendimiento dijo el testigo ARTURO EDUARDO LOPEZ, SubAlférez de la Unidad Especial de Investigaciones y Procedimientos Judiciales de Gendarmería Nacional Argentina, delegación Corrientes, que había controlado un galpón en Villa Ángela que luego se transformó en la cancha de fútbol.

 
También el testigo Jorge Daniel POVOLNI recordó haber observado una cancha de fútbol 5 que pertenecía a Rodríguez; y el testigo JOSE ENRIQUE ZABALA, expresó que los ingresos de estas personas, que tenían una cancha de fútbol y una mueblería, además de vehículos lujosos, no coincidían con el nivel de vida que llevaban.

 
Por otra parte, surge en la causa que a escasos metros de la concesionaria RR VIP Rodríguez se encontraba realizando otra construcción. Particularmente, la luz de dicho inmueble se encontraba a su nombre. El informe de la UESPROJUD Ctes., UU2-1000/10 del 27/10/14
 detalla que a cien metros de la ubicación de la concesionaria RR VIP Automóviles SRL, Roberto Eduardo RODRÍGUEZ tenía en plena etapa de ejecución una obra en construcción de su propiedad, la que poseía la misma cantidad de metros cuadrados que la concesionaria RR VIP (a dicho informe se adjuntaron dos fotografías de la obra y una factura de la empresa Electricidad Misiones SA (EMSA) a nombre de Rodríguez)
.

 
EN RESUMIDAS CUENTAS, se pudo comprobar en la presente causa que los imputados administraban, vendían, ponían en circulación, en fin, aplicaban de cualquier modo, una innumerable cantidad de bienes que tenían origen ilícito a fin de darles apariencia lícita. Dada la modalidad que el lavado de activos adquiría, los bienes -en algunos pocos casos- estaban registrados a su nombre en los organismos oficiales, más la mayor de las veces estaban registrados a nombre de terceras personas pero dentro de la esfera de disposición de los imputados. Dichos bienes (como veremos oportunamente) no encuentran correspondencia alguna con las tareas que dicen haber realizado los encausados a fin de explicar su origen y menos aún se corresponde con su situación económica-financiera registrada ante los organismos pertinentes. 
 
1.3. La falta de recursos genuinos y lícitos de financiación que justifique la gran cantidad de bienes que los imputados administraban 

 
Si bien durante sus descargos indagatorios los imputados intentaron dar explicación relativa al cómo habían adquirido los bienes que administraban, no obstante que en sus declaraciones no existe explicación alguna respecto a los vínculos que mantenían con las personas ligadas a la actividad ilegal, como veremos, además, del plexo probatorio incorporado a debate no surgen recursos genuinos y lícitos de financiación que justifique la gran cantidad de bienes que los imputados administraban. 


No obstante los dichos de los imputados, sobre los que no existe prueba veraz alguna incorporada a estos autos que los refrende, los recursos que dicen haber procurado no guardan  correspondencia lógica con la cantidad de bienes que tenían bajo su poder de disposición, no permite apreciar la adquisición originaria de dichos efectos, siquiera se justifica frente a sus situaciones financieras registradas en los organismos pertinentes
. 

 
a.- 
Roberto RODRIGUEZ se encontraba registrado en AFIP desde el 13/11/2013 con CUIL, no presenta declaraciones juradas ni tributa impuesto alguno. (fs.1159)

 
No posee registros en ANSES. No registra ingresos ni poseía inmuebles a su nombre, solamente registra en el periodo correspondiente al año 2003 una remuneración total de $79.90 informado por Ente de Cooperación Técnica y Financiera del Servicio Penitenciario  (fs.1159).-
 
Poseía tres cuentas bancarias en el Banco Macro que no poseían  acreditaciones. La titularidad de las mismas correspondía a la concesionaria RRVIP AUTOMÓVILES SRL siendo su representante legal Gricelda Sosa. (fs.1159). Sin embargo no existen constancias de que haya sido titular de cuentas bancarias antes del año 2014, lo que fue corroborado por el nombrado durante su indagatoria.-

 
b.-
Gricelda Romina SOSA
 se inscribió ante la AFIP desde el 1/10/2013 –fecha que coincide con el alta de la sociedad RR VIP- declarando dedicarse a brindar servicios de asesoramiento, dirección y gestión empresarial para lo cual se dio de Alta en los impuestos a las Ganancias, Impuesto sobre los Bienes Personales y Aportes de la Seguridad Social (autónomos). 

 
Inscripta en Impuesto a las ganancias personas físicas y en aportes a la seguridad social (T1 Cat III Ingresos hasta $ 15.000), autónomos ambos desde el periodo 11/2013; y el 23/05/2014 se inscribió en el Impuesto a los bienes personales a partir del periodo 11/2013.
 
Ha presentado una declaración jurada de impuesto a las ganancias por el periodo 2013 sin declarar ingresos, exentos ni gravados y una de bienes personales habiendo efectuado $ 5.881. También se observa pagos de aportes y contribuciones de la seguridad social - autónomos en los años 2013 y 2014.
 
Además, la nombrada se desempeñó como gerente de la firma RRVIP AUTOMÓVILES S.R.L. Esta firma poseía tres cuentas bancarias en el Banco Macro que registraban escasas acreditaciones (cuenta N° 9476175591 por $53.318; cuenta N° 9411326420 por $481.740, ambas en el año 2014), el firmante de estas cuentas era Roberto Rodríguez (fs.1153vta.).-


Asimismo, se desempeñó como Gerente de la firma CORRALÓN CERO CORA que en las cuentas bancarias del Banco Macro registraba acreditaciones totales durante el año 2014 de $216.945; el firmante de estas cuentas era Roberto Rodríguez (fs.1153vta.).-

 
En el Banco de la Nación Argentina poseía una caja de ahorro desde 11/2011, registrando acreditaciones totales desde el año 2012 al 2014 de $367.613. También poseía otra cuenta en dicho Banco informada en 05/2006 con acreditaciones totales de $18.000 durante el año 2006.

 
Según señala la AFIP la nombrada es una “contribuyente que no ha demostrado obtención de ingresos alguno que justifiquen la adquisición de los automotores” antes descriptos
.

 
c.-  
Santa Elba AQUINO estaba registrada en AFIP desde el 01/10/2013 –fecha que coincide con el alta de la sociedad RR VIP- declarando como actividad  de asesoramiento,  dirección  y gestión empresarial.  Desde su inscripción presentó la  declaración jurada de Ganancias sin movimiento. También presentó declaración jurada de Bienes Personales para el período 2013 declarando un Patrimonio de $384.930 con un impuesto a ingresar de $1.924.

 
Poseía  caja de ahorro en el Banco Santander Rio sin acreditaciones informadas. No poseía propiedades, embarcaciones, aeronaves ni maquinarias agrícolas, ni fue declarada como dependiente por contribuyente alguno. Según señala la AFIP la nombrada es una “contribuyente que no ha demostrado obtención de ingresos alguno que justifiquen la adquisición del automotor” antes descripto
.

  
d.-  
Daniela Rocío VILLALBA 
se inscribió ante la AFIP en fecha 12/10/2010 en las Actividades Económicas: Ventas (10/2010); Servicios para la práctica deportiva n.c.p.- (12/2013), Venta al por menor de muebles excepto de oficina, la industria, el comercio y los servicios, art. de mimbre y corcho; venta al por menor de muebles para el hogar- (11/2013).
 
Para el desarrollo de dichas actividades se inscribió en el Régimen de Monotributo Categoría E, declarando percibir hasta $144.000 de ingresos anuales, habiendo pagado los siguientes importes en concepto de tributos: Año 2014: $1.164; 2013: $2.018; 2012: $468; 2011: $480; 2010: $127.19.
 
Poseía una cuenta bancaria en el BNA con las siguientes acreditaciones anuales: 2011: $13.000; 2012: $102.091 y 2013: $60.257.

 
Se encontraba declarada como empleada en relación de dependencia en el año 2006 por la empresa DISDOOS SRL
 
e.-  
María de los Ángeles HERRERA se inscribió ante la AFIP el 13/08/2013 con CUIL (Clave Única de Identificación Laboral), no tributando por impuesto alguno. No poseía inmuebles inscriptos a su nombre, como así tampoco cuentas bancarias. No se encontraba trabajando como empleada en relación de dependencia.

 
f.-  
José Rafael GLIBOTA  se encontraba inscripto ante la AFIP desde el 31/03/1998, y desde de noviembre de 2013 se inscribió en el régimen de monotributo categoría I (hasta $400.000 anuales), desarrollando la actividad de prestación de servicios personales. Poseía dos cuentas bancarias en el Banco del Chaco Caja de ahorro N° 490071910 con acreditaciones informadas para el año 2013 de $271 y Caja de ahorro N° 410009 con las siguientes acreditaciones informadas: 2010 $27.895; 2011 $227.388; 2012 $150.730; 2013 $77.549 y 2014 $84.440.

 
g.-  
Rosa Gladys RAMOS se inscribió en la AFIP el 13/12/2010, en el Régimen de Monotributo Categoría C (ingresos hasta $72.000 anuales), en la actividad de ventas de cosas muebles en mayo de 2011 y venta al por menor de artículos de ferretería y materiales eléctricos desde noviembre de 2013 (fs.2863/2864). Registraba  las siguientes cuentas bancarias: Caja de ahorro en el BBVA BANCO FRANCÉS. Acreditaciones: 2013 de $35.660 y 2014 $60.383; Caja de ahorro en el BANCO SANTANDER RIO. Sin acreditaciones informadas durante el periodo investigado, únicamente registra acreditaciones para el año 2001 y 2002.
 
A su turno, los testigos que depusieran durante el plenario no pudieron determinar la actividad lícita que se corresponda con los ingresos de los imputados. Así lo recordaron los testigos de la prevención Arturo Eduardo LOPEZ, Silvio Walter ROMERO, POVOLNI y ZABALA, lo que se condice con los estados contables y la situación fiscal de estas empresas y sus dueños. En este sentido José Enrique ZABALA expresó que los ingresos de estas personas (que tenían otras casas lujosas de alquiler en la costanera, una cancha de fútbol y una mueblería, vehículos lujosos) no coincidían con el nivel de vida que llevaban.
 
Cabe tener presente a fin de dotar del debido valor probatorio a los dichos de los testigos de la prevención citados anteriormente, que durante más de tres años los efectivos de la fuerza de seguridad realizaron una amplia tarea prevencional que abarcó el seguimiento de los imputados y otras personas, la captura de diversas tomas fotográficas, entre otras diligencias que fueron volcadas en los informes que obran en la causa. Ello permite concluir que si los efectivos no pudieron establecer actividad lícita alguna de los imputados, era justamente porque ésta no existía; razonamiento que se valida si reparamos en el hecho, probado en autos, de que los imputados mantenían amplios vínculos con diversos individuos ligados a la actividad delictiva según lo señaláramos en las extensas cavilaciones expuestas al referirnos “a los vínculos de los imputados”, a las que debemos remitirnos en honor a la brevedad. 

 
En la misma línea el informe de fs.886/893 (específicamente en su punto 11 de fs.893) señala, con base en el análisis de los informes enviados por el levantamiento del secreto bancario y fiscal de los investigados, efectuado por la Primer Alférez Contadora Cecilia BENÍTEZ de la Dirección Antidrogas de la fuerza, que Roberto Eduardo RODRIGUEZ poseía una importante cantidad de bienes muebles e inmuebles pero no poseía ingresos suficientes para justificar sus bienes, lo que llevo a la citada profesional a concluir que el dinero con el cual se realizaban las operaciones eran producto de actividades ilícitas –narcotráfico-.- 

  
En igual sentido Celeste Graciela BENITEZ, Primer Alférez de la Sección de Investigaciones Patrimoniales y Financiera de la Unidad Especial de Operaciones Antidrogas de Gendarmería Nacional Argentina, (firmante de los informes  obrantes a fs. 1144/1180 y sus dos cajas anexas reservadas) ratificó durante el plenario el informe realizado en la causa. 

  
En lo que respecta a la situación fiscal de los imputados, es dable formular una última aclaración. Si bien los defensores de Villalba expresaron que  su defendida no podía lavar dinero dado que –como vimos- no poseía actividad alguna registrada en los organismos de fiscalización, es claro que la apariencia lícita que se dio a los bienes se realizó mediante la adquisición, registración, y demás formas de conversión y aplicación que los imputados materializaron con el dinero que recibían ilícitamente. En el caso, la situación fiscal de los imputados solamente acredita que éstos carecían de recursos genuinos para adquirir lícitamente la innumerable cantidad de bienes que poseían.-

 
EN RESUMIDAS CUENTAS, la gran cantidad de bienes que tenían los imputados carece de justificación en sus ingresos lícitos y resultan desproporcionados frente a la renta que podría haber producido la actividad que dicen haber realizado. El valor de los vehículos, los inmuebles, y el dinero que poseían sobrepasa –de forma ostensible- la renta que podrían haber producido y sólo pueden explicarse sus ingresos merced al provecho que obtenían del delito precedente.

 
1.4. Los testigos. 

 

Como señalamos al inicio de este voto, un caudal importante de testigos ofreció su testimonio durante la audiencia de debate, no obstante lo cual, considerando la particularidad del hecho materia de juzgamiento y a fin de asignarles a las deposiciones la real importancia que poseen, sus expresiones deberán ser enmarcadas siempre en el contexto de las demás pruebas, del delito que se reprochara a los imputados y de lo que humanamente pueden percibir éstos órganos de prueba a través de sus sentidos. Deberá tenerse presente, especialmente, que la modalidad  propia que posee el delito de lavado de activos hace per se que los elementos configurativos del tipo objetivo muy difícilmente puedan ser percibidos por sus sentidos; raramente un testigo podrá dar cuenta de si el caudal económico de un sujeto se condice o no con su situación financiera, o si dichos bienes poseían una procedencia ilícita. 

 
La aparente dificultad que propone el blanqueo de capitales, por las propias circunstancias o características del delito y dada la capacidad de camuflaje y hermetismo con las que actúan organizaciones de este tipo, trae aparejado como consecuencia que en el aspecto probatorio resulte relevante la prueba indiciara. Es por dicha razón que la Convención de Viena de 1988 ha establecido en su art. 3, apartado tercero, la legalidad de la prueba indiciaria para obtener el juicio de certeza sobre el conocimiento, intención o finalidad requeridos como elemento del delito de blanqueo de capitales; lo que, en el caso del análisis de la prueba testimonial, será esencial.- Por otra parte, al valorar los dichos de los testigos será necesario tener presente la modalidad con la que operaban los imputados, que, como vimos, se caracterizó especialmente por el desarrollo de una actividad signada por la clandestinidad, que abarcaba la utilización de interpósitas personas, viajes a distintos puntos del territorio nacional, entre otros. 

 
Especialmente, los testigos, en algunos casos, permitieron verificar la adquisición de bienes por parte de los imputados –principalmente vehículos automotores-, así como su operatoria comercial.-

 
Los testigos que se desempeñaron durante la prevención, cuya información colectada a lo largo de la investigación fue volcada en los informes labrados los que fueron ratificados, permitieron establecer los vínculos que mantenían los imputados con distintos individuos ligados a la actividad ilícita; remarcaron especialmente que, no obstante la investigación realizada, no pudieron conocer cuál era la actividad laboral lícita que realizaban los imputados; dando cuenta, asimismo, de las reuniones que efectuaban los imputados, la adquisición de vehículos e inmuebles. Veamos.

 
Matías Daniel MONZON, alférez de la Unidad Especial de Investigaciones y Procedimientos Judiciales de GNA, delg. Mnes, quien se refirió al Allanamiento fs.1517/1524 del domicilio de Estanislao José Spasiuk y recordó su participación en el procedimiento.  Dijo se reunieron en el Escuadrón 50 Posadas y fueron a un  domicilio con personal de AFIP, donde  secuestraron un vehículo de alta gama y documentación.

 Matías Sebastián SANCHEZ MURUA  (Sub-alférez del Escuadrón Nº8 Alto Uruguay de GNA, de Mnes.). El nombrado participó en el allanamiento fs.1540/1545, oficina de C.P.N. Tuvi Víctor Alejando y de los abogados José Alberto  y Rubén Oscar Tuvi. Dijo que participó en un procedimiento señalando que allanaron un estudio contable, que lo requisaron, solicitaron y secuestraron la documentación de interés.  

 Luis Alberto CHAVEZ recordó su participación en un allanamiento de fs.1550/1565, señalando que ese día no los había atendido nadie porque era un lugar que estaba alquilado. Recordó haber secuestrado una moto que tenía denuncia de robo, marihuana, plantines de marihuana y semillas. 

 Hugo Walter ENRIQUEZ, Segundo Comandante del Escuadrón Nº50 Posadas de GNA, depuso sobre el allanamiento de fs. 1580/1593 practicado sobre el domicilio de Gricelda SOSA sito en calle Mutinelli Nº 71 o 2360, Pdas. Mnes.. Refirió a la detención de SOSA, describió la vivienda allanada como linda, cara, con tres dormitorios y garaje (a fs.1590/1591 obra el croquis)

 Edgardo Daniel ACOSTA, Segundo Comandante del Escuadrón Nº8 “Alto Uruguay” de GNA, quien participó en el allanamiento de la Concesionaria RR VIP fs.1626/1672, recordó su participación como oficial actuante. Señaló que la concesionaria estaba sobre R12, que habían 14 o 15 empleados a quienes identificó en su oportunidad, uno de ellos JARA quien tenía orden de detención. Respecto al local dijo que tenía un salón principal con 24 vehículos y 8 afuera, que poseía dos plantas, talleres,  y continuó su descripción conforme luce en el acta. Manifestó que en el taller había un Porsche, una lancha y una camioneta Hilux. Dijo que la mayoría de los vehículos eran de alta gama –BMW, camionetas RAM, CB600, lancha, Mini Cooper, Mercedes Benz, entre otros-. 

 Durante el procedimiento, cerca del mediodía, dijo que el contador y una abogada arribaron al lugar. 


 Señaló que en una de las oficinas había dinero en efectivo, un Rolex, también habían otros tipos de valores como cheques y pagarés.

 Respecto al estado general de la concesionaria recordó que era muy bueno, impecable.

 Roberto Ariel ROSTAN, CPN, Jefe del Área de investigación de la AFIP Pdas. quien depuso sobre el Legajo AFIP identificado como Actuación Nº11151-398-2014 de la firma RR VIP, dijo que en su carácter de jefe del área llevó adelante un caso de investigación durante los meses de abril y mayo de 2014. Refirió que el origen de la investigación surgió a partir de visualizar un local grande para la comercialización de autos de alta gama, RR VIP SRL. La investigación consistía en constatar la información que tenían en las bases de la entidad.  Refirió que también investigaron a los integrantes de la sociedad, Santa Elba Aquino y Sosa. Dijo que analizaron las declaraciones juradas y vieron su correlato con la situación patrimonial exteriorizada, de allí advirtieron que la sociedad se había constituido en el 2013 y que las personas que la integraban se habían inscripto como contribuyentes en igual fecha. Del análisis de sus declaraciones juradas de IVA y de impuesto a las ganancias, en el ejercicio fiscal 2013, no exteriorizaban movimientos de ingresos. 

 En el caso concreto dijo que propusieron una fiscalización sobre el origen de los fondos, y que le llamaba la atención el hecho de que no había una actividad comercial previa por parte de los integrantes ni de la sociedad, ya que se habían inscripto en la misma fecha ya con una cantidad de bienes de cambio para la venta, y nada de ello se encontraba justificado anteriormente. 

 Refirió que los integrantes de la sociedad no tenían ingresos declarados. 

 Adujo que Gricelda SOSA había adquirido bienes y un inmueble en particular y varios automotores -3 o 4-, no exteriorizaba ingresos ante el organismo para justificar la adquisición de los inmuebles. El valor del inmueble era de 100 mil pesos –según había informado el escribano- y que poseía una partida inmobiliaria por un valor aproximado de $200.000, y ese bien había sido declarado en la DJ sobre bienes personales correspondiente al ejercicio 2013.- 

 Respecto a AQUINO dijo que se había inscripto como contribuyente a fines del 2013, tenía un automotor y no tenía actividad económica previa ni trabajaba en relación de dependencia.

 Aclaró que la sociedad RR VIP había presentado una única declaración de IVA donde exhibía un patrimonio neto de 300 mil pesos compuesto de forma  diversa –bienes de uso e instalaciones–, donde figuraban los aportes de los socios y no declaraba ingresos. 

  Dijo que según lo informado en la Res. 2032 había alrededor de 40 autos y según la valuación era de 10 millones de pesos implicado en el movimiento, según los sistemas. Aclaró que esta base informativa de los mandantes la volcaba el mismo contribuyente-.

 Recordó que el personal declarado era fluctuante de entre 7 y 11 empleados en el 2014. 

 Sobre la propiedad, dijo que no hicieron análisis específico pero señaló que era un inmueble importante, ubicada sobre el acceso en un lugar estratégico, con un local vidriado. Indicó que en la declaración jurada de ganancia no figuraba el inmueble dentro de los activos, no figura dentro el patrimonio de la empresa.

Como síntesis, expresó que le llamó la atención la dimensión del local, los vehículos de alta gama en tanta cantidad, lo que era poco habitual en la zona, y la falta de correlación entre los antecedentes laborales y el movimiento comercial que había.

 Respecto a AQUINO dijo que tenía un vehículo y nada más. En bienes personales declaró un vehículo. RR VIP no presentaba utilidades declaradas. La empresa se inscribió en noviembre de 2013. 

Pablo Fabián Wagner BOIAN, testigo civil que participó en el allanamiento del domicilio de Santa Elba AQUINO de fs.1437/1441, recordó su participación en la búsqueda de documentos comerciales. Explicó que durante el procedimiento detuvieron a la propietaria Aquino, que el inmueble estaba alquilado y describió la casa –obra el croquis a fs.1444.-

 Silvio Walter ROMERO, Segundo Comandante del Unidad Especial de Investigaciones y Procedimientos Judiciales de la Gendarmería Nacional Argentina, Delegación Corrientes
, dijo que participó en la investigación de la causa en el año 2012 cuando se desempeñaba como jefe de la unidad judicial en Corrientes, y finalizaron en octubre de 2014.

 Señaló que, inicialmente, tenían un oficio que contenía los números telefónicos sobre los que había que hacer escuchas telefónicas.

 Recordó que se encontraban frente a una organización, que cambiaban los números, usaban apodos, y que las celdas que habilitaban los celulares los fueron llevando por distintas ubicaciones, entre estas la ciudad de Villa Ángela donde vieron distintos movimientos que realizaban estas personas, y a través de actividades investigativas que hizo el personal se pudo observar distintos vehículos en los que se movilizaban, y con los números de dominios se solicitaban los antecedentes para ver quiénes eran los propietarios, lo que les permitió obtener nombres y personas autorizadas, muchos con antecedentes por infracción a la ley 23.737.  

 Marcó que en los inicios de la causa los imputados eran identificados por sus sobrenombres, y se conocía que un ciudadano Gabriel o “Gabi” era el jefe de esta organización. 

 Aclaró que  a través de estos nombres surgían también apellidos Rodríguez, quienes también tenían antecedentes en infracción a la ley 23.737, por lo que fueron buscando otros procedimientos que se hubieran hecho en la jurisdicción vinculados a camiones de gran envergadura y así advirtieron que éstas personas eran mencionadas en esas causas. Por ello, pidiendo antecedentes a los distintos peajes por los que habían pasado estos camiones -Misiones, Corrientes y Santa Fe-, vieron que previo al paso de esos camiones pasaban vehículos que estaban autorizados a conducir tanto el señor Gabriel como distintos integrantes de una familia de apellido Rodríguez; es así que en la causa constan todos los antecedentes de esos cargamentos que se fueron comprobando; avanzada la investigación se llega  a la Ciudad de Posadas.

 Recordó que pudieron determinar en Villa Ángela que Gabriel Sosa tenía una mueblería “El Mundo del Algarrobo”, y que era coincidente con uno de los antecedentes que tenían de un procedimiento que se hizo en la Provincia de Buenos Aires, donde la policía bonaerense efectuó un procedimiento de 500 kg de marihuana aproximadamente, durante el que allanaron el domicilio que en esa época era de María Estela Rodríguez –hermana de Roberto Rodríguez- y también era coincidente con el hecho de que había una mueblería de nombre ‘El mundo del algarrobo’.

Dijo también el testigo que los imputados se movilizaban en vehículos de alta gama, camionetas 4x4, Hilux, y que observaron que la mueblería de Villa Ángela no tenía una cantidad de clientes que pudiera presumir la adquisición de esos vehículos.

 Refirió a las detenciones de MIRANDA y ROJAS en la provincia de Formosa, y recordó que el modus operandi en este caso era utilizar vehículos térmicos de gran porte con doble fondo. Dijo que la misma operatoria había advertido en un procedimiento que hizo Gendarmería en Corrientes, en la que se hallaba implicado un camión con un doble fondo. Recordó que “Cacho” fue controlado en una oportunidad por el Escuadrón Ituzaingó y en ese momento llevaba un camión térmico vacío pero tenía un doble fondo, que seguramente sería o iba a ser utilizado para esa misma finalidad.-

 Recordó, por otra parte, que con el devenir de la investigación supieron que “Gabi” era el apodo que utilizaba Roberto Rodríguez, quien también se hacía llamar Gabriel Sosa al utilizar el nombre de su cuñado; ya que Gabriel Sosa era el hermano de su primer esposa Romina Sosa. Con esa información advirtieron que Rodríguez tenía pedido de captura por infracción a la ley 23.737. Las tareas investigativas los llevaron a Misiones y llegaron a lo que sería en un futuro la concesionaria RR VIP, que estaba construida en aquella oportunidad en un 30 o 40%. Allí vieron vehículos marca Audi y se lo vio a Rodríguez movilizarse en un Audi Q5 negro. En esa época dijo que surgió una conversación de Rodríguez con un individuo de Mendoza relativa a una entrega de material, presumiblemente estupefacientes. Recordó que al poco tiempo la policía de Mendoza realizó un procedimiento en el que incautó 1.200kg de Marihuana y secuestró el antes citado vehículo Audi Q5; hecho al que estaba vinculado Miranda que era la misma persona que había sido detenida conduciendo un camión con 1400kg de marihuana en Formosa.

 Refirió a la conversación entre Santa Elba Aquino y Rosa Gladys Ramos –pareja de Miguel Ángel Rodríguez, uno de los hermanos de Roberto Rodríguez- relativa a un  camping en Montecarlo; así advirtieron –luego de la investigación- que el Complejo Turístico “Cali” (el complejo Tangará) pertenecía a las personas investigadas.

 Recordó la investigación sobre el complejo “Tangará”, entre otros.

 Continuó con su declaración el citado testigo aportando información sobre todas las diligencias cumplidas durante la investigación que duró casi tres años. Dada la extensión y claridad de su deposición, y sin perjuicio de la valoración que haremos cuando tratemos cuestiones puntuales, nos remitimos a las consignaciones del acta en la que se dejó constancia textual de su declaración.   

 Jorge Daniel POVOLNI, Sargento de la Unidad Especial de Investigaciones y Procedimientos Judiciales de Gendarmería Nacional Argentina, delegación Corrientes, (testigo preventor firmante de los  Informes, fs. 11/22, 89/90, 136/vta., y 438/439) recordó su participación señalando que su tarea era realizar tareas investigativas, transcripción de escuchas telefónicas, observaciones de personas y domicilios. Dijo que en el 2012 seguía el domicilio –sito en Ruta 95 casi San Martin- de Rodríguez en Villa Ángela donde vivía la señora Villalba Daniela y lo describió como una vivienda importante y grande. 

Dijo que observó la mueblería “El mundo del algarrobo”, local de Villalba y Rodríguez, donde trabajaba Villalba junto a un  empleado. Apuntó que al lugar entraba gente pero no sabía a qué entraban, si a comprar o no. 

 Recordó haber observado una cancha de fútbol 5 que pertenecía a Rodríguez. 

  ARTURO EDUARDO LOPEZ
, SubAlférez de la Unidad Especial de Investigaciones y Procedimientos Judiciales de Gendarmería Nacional Argentina, delegación Corrientes, expuso sobre la investigación y dijo que controló el domicilio de GLIBOTA, así como un galpón en Villa Ángela que luego se transformó en una cancha de fútbol.

 Señaló que Rodríguez se movilizaba en distintos vehículos -tipo 4x4, Toyota Hilux-

 Recordó que la mueblería de Villa Ángela no era muy importante para la zona, no tenía mucho caudal de clientes y no entraba casi gente.

 Indicó que los imputados no tenían una rutina específica, se desplazaban en cualquier momento a cualquier lugar; y que Rodríguez  cuando dejó de estar en Villa Ángela se quedaba en Posadas en un domicilio de la costanera.

 Expresó que en el 2014 abrieron la concesionaria y que era ostentosa, pero no tenía mucha afluencia de clientes, había movimiento pero del entorno familiar. 

 Dijo que en el Corralón Cerro Corá estaba el hermano de Roberto Rodríguez y que no tenía afluencia de gente ni un giro comercial importante, que el  pueblo era chico y no necesitaba de esos elementos.- 

 Refirió que en el domicilio de la costanera de Posadas era ostentoso y allí vivía SOSA. 

 Finalmente dijo que las personas involucradas  usaban sobrenombre y que la investigación se había iniciado a fin de esclarecer hechos ligados al narcotráfico. 
ATILIO RUBEN PEREYRA
, Primer Alférez de la Unidad Especial de Investigaciones y Procedimientos Judiciales de Gendarmería Nacional Argentina, delegación Corrientes.-

Tramitó algunos informes que realizó la prevención, su participación fue breve. Acompañó el allanamiento en Chaco. 

 Recordó que tenían noticia de una organización criminal, le elevaron el informe y lo judicializaron.

JOSE ENRIQUE ZABALA, Cabo primero de la Unidad Especial de Investigaciones y Procedimientos Judiciales de la Gendarmería Nacional Argentina, Delegación Corrientes, testigo preventor quien recibió la notitia criminis que dio origen a la investigación y participó en distintos informes
, dijo que realizó tareas de campo y escuchas. 

 Señaló que había sido comisionado a Chaco, Posadas, allí verificaba el modo de vida de estas personas.

 Expresó que los ingresos de estas personas (que tenían otras casas lujosas de alquiler en la costanera, una cancha de fútbol y una mueblería, vehículos lujosos) no coincidían con el nivel de vida que llevaban.

 En Montecarlo recordó que verificó la existencia del camping “Tangará”, propiedad de las personas investigadas, frecuentado por Roberto Rodríguez y Estela Rodríguez; allí dijo que había piletas y bungalós. 

 Dijo que confeccionó el informe que dio inicio a la investigación, lo obtuvo de fuentes humanas que no quisieron darse a conocer, que se apersonaron y dejaron una nota que daba cuenta de una organización dedicada al narcotráfico y aportaba números telefónicos, y volcó en el informe lo que decía la nota; y que “el mundo del algarrobo” era una pantalla según su investigación. 

Jorgelina VALDEZ, quien participó en el allanamiento de Tangará (fs.1382/1427).Recordó que allí encontraron dinero, armas. Dijo que el complejo era un lugar grande, un hermoso lugar, muy lindo.
Teófilo BRIZUELA, quien participó en el allanamiento del Complejo Tangará, la vivienda del empleado de mantenimiento Barboza (fs.1397/1400).Recordó que lo buscaron por el camino y que le mostraron la vivienda del cuidador. Dijo que vio construcciones en el lugar. 
Rosalino Manuel GOMEZ, también depuso en orden a su participación en el allanamiento de Tangará (fs.1382/1427). 

Celeste Graciela BENITEZ, Primer Alférez de la Sección de Investigaciones Patrimoniales y Financiera de la Unidad Especial de Operaciones Antidrogas de Gendarmería Nacional Argentina, (firmante de los informes  obrantes a fs. 1144/1180 y sus dos cajas anexas reservadas), dijo que en el informe plasmó la información recabada de diferentes organismos –AFIP, Registros de Propiedad, etc.- considerando la actividad económica de los encausados y los bienes que conformaban cada uno de ellos. Reconoció el informe antes citado y lo ratificó en su totalidad.

 Aclaró que el monotributista era un pequeño contribuyente, es el que paga el impuesto más bajo, y que la categoría B era una de las más bajas, que factura hasta $24.000 anuales por sus ingresos brutos.  

  Pedro del Pilar RAMIREZ, Cabo Primero de la Unidad Especial de Investigaciones y Procedimientos Judiciales de Gendarmería Nacional Argentina, delegación Corrientes, testigo preventor (firmante de los informes sobre desgrabaciones de fs. 682/683, 709/744 y 852/885), recordó haber intervenido en las degrabaciones realizadas en la causa. 

 También declaró Jonathan Arístides SANABRIA,  Subalférez del Equipo Investigativo Nº 2 y del Escuadrón Nº 10 de la Unidad Especial de Investigaciones y Procedimientos Judiciales de Gendarmería Nacional Argentina, delegación El Dorado; testigo preventor que participó del allanamiento de fs. 1370/1373 y de fs. 3964/3967.-

Graciela PEREZ, personal de la Gerencia Administrativa Judicial del Banco Central de la República Argentina, reconoció haber intervenido en distintas  comunicaciones.

También declararon en la causa Julio Zenón BUSTOS y Damián Nemesio ENCINAS, Ignacio Javier CORIA, Horacio Fabián RIVAS, Víctor Adrián CASALE, Cristian Reinaldo FERRARIS, Martín José Ramón CÁCERES, Juan Ricardo ISASI, Hernán Eufemio SPITTELER, Gustavo Lorenzo GARAY, cuyas deposiciones obran en el acta celebrada el día de la audiencia y a cuyos términos nos remitimos en honor a la brevedad. 

Los dichos de los testigos fueron valorados en cada caso concreto contextualizando sus explicaciones con las demás pruebas, por lo que a dichas cavilaciones debemos remitirnos; por lo demás obra en el acta de debate su relato pormenorizado.
Estos testimonios, como dijimos,  apreciados en el contexto de las demás pruebas producidas durante el plenario adquieren real valor convictivo y nos permiten recrear el fáctico acontecer y de la participación de los imputados en el evento delictivo. 

1.5.-  La participación de los imputados

 
Sin duda alguna que nos encontramos frente a una organización de gran envergadura habida cuenta de la gran cantidad de bienes que administraban y las sociedades que conformaron. Las pruebas incorporadas al plenario demuestran que los imputados  aplicaban dinero proveniente de hechos ilícitos precedentes a fin de darle apariencia lícita. Estos crearon una asociación delictiva que tenía en miras adquirir distintos bienes muebles e inmuebles, mediante el dinero que procuraban a partir de los vínculos que mantenían con personas abocadas principalmente al tráfico de estupefaciente. 
 
Los imputados hicieron de la actividad delictiva un modo de vida, y para tal cometido eran sus propios familiares quienes enderezaban sus esfuerzos para cometer el delito. A lo largo de este voto vimos que los roles ilícitos eran cumplidos por personas estrechamente vinculadas, prueba de ello la relación entre RODRIGUEZ y sus dos parejas (Romina SOSA y Daniela VILLLALBA), y su madre Santa Elba AQUINO; entre Rosa RAMOS (pareja de Miguel Ángel RODRÍGUEZ, hermano de Roberto Rodríguez) y Roberto Rodríguez; al igual que HERRERA, esposa de GLIBOTA, último quien estaba ligado a Roberto Rodríguez. La modalidad delictiva con la que operaban los imputados suponían entablar relaciones y/o vínculos con personas ligadas desde sus lazos parentales, filiales y/o conyugales; quizás porque ello le garantizaba a la asociación mayor protección, hacia adentro y hacia afuera, motivado en una mayor cohesión de los asociados (se refuerza el vínculo ilícito a partir de un vínculo afectivo).

 
Por otra parte, no resulta cuestión menor el hecho de que los imputados estuvieran todos ligados a los mismos profesionales. De la documentación secuestrada durante el allanamiento  de las oficinas del C.P.N. Tuvi Víctor Alejandro y de los abogados José Alberto  y Rubén Oscar Tuvi
, surge que eran estos quienes asesoraban a Rodríguez, GLIBOTA, SOSA y Aquino, en lo que respecta a RR VIP y Corralón Cerro Corá. Incluso durante el allanamiento se retiró el contador Tuvi  porque tenía que ir a RR VIP (fs.1540). En esta línea se inscribe la relación que mantenía Roberto Rodríguez y Daniela Villalba con distintos gestores de vehículos, tal lo veremos seguidamente.-   

 
Además de lo reseñado en los puntos anteriores, esto es, de la gran cantidad de bienes que administraban y la ausencia de justificación de sus ingresos, como prueba de su participación debemos destacar lo siguiente:


a. Roberto RODRIGUEZ y Daniela Rocío VILLALBA

   
Los nombrados eran pareja y tenían hijos en común. Vivían en Villa Ángela, Chaco, lugar donde explotaban una mueblería “El mundo del Algarrobo”, una cancha de fútbol 5, además de administrar y convertir desde allí las ganancias que obtenían de un delito anterior; y, estos fines, materializaban un sinnúmero de acciones propias de esta actividad (vgr. registrar a su nombre gran cantidad de vehículos,  suscribir formularios de transferencia, autorizaciones de manejo para terceras personas, entre tantas otras acciones propia del lavado de activos como la de no ser descubiertos por los organismos de control tales la AFIP).

 
Si bien Roberto Rodríguez expresó que Villalba era ajena a la actividad delictiva, ya que la nombrada se limitó a suscribir los instrumentos legales que el nombrado le requería, sus manifestaciones resultan contradichas por el conjunto de pruebas obtenidas en la causa.  En primer lugar es evidente que los nombrados incrementaron su patrimonio de forma injustificada mediante distintas operaciones, es decir, tenían el uso y goce de los bienes que sabían a ciencia cierta que no podían tener un origen legítimo, ya que ni Villalba ni Rodríguez desarrollaban actividad lícita alguna que le permitiera procurar la cantidad bienes que administraban; de suerte que mal puede excusarse VILLALBA so pretexto de ser un mero instrumento que habría operado sin dolo. 

 
Pero, por otra parte, el acabado conocimiento que poseía Villalba surge corroborado por otras pruebas. Así, el informe realizado por la prevención el día 31/07/12, obrante a fs.113, da cuentas que Villalba sabía que Rodríguez utilizaba el alías de Sosa, y que participaba activamente diversas actividades, en el caso, buscar dentro de un vehículo un maletín que –según infería la prevención a partir de los términos empleados en el diálogo- contendría documentación importante, dinero o estupefacientes
.

 
Del  informe de fs.104/113 se advierte que VILLALBA utiliza los vehículos de RODRIGUEZ
 e incluso éste último utilizaba el teléfono (nro.03735-15479265) que pertenecía a la primera de las nombradas para comunicarse con las distintas personas con las que coordinaba algunas acciones que se debían cumplir para llevar adelante su actividad ilícita. 

 
En la misma línea el informe de fs. 52 da cuenta que Daniela Romina Villalba se cuidaba en sus dichos al comunicarse con Roberto Eduardo Rodríguez y que poseía dos o más teléfonos celulares; evidentemente Villalba sabía de las actividades ilícitas a las que se dedicaba Rodríguez. 

 
A su turno,  el informe de fs.411, señala que el vehículo KMT323 (Toyota Hilux) inscripto a nombre de Edgardo Cristian VILLALBA, autorizado Ricardo Gabriel SOSA (Rodríguez), oficia de puntero del vehículo conducido por Héctor Carlos LOGFREN, el que fue detenido el 8/10/11 transportando -en un doble fondo construido en la caja térmica del camión- la cantidad de 1.130kgrs. de marihuana. Recordemos que Edgardo VILLALBA es el hermano de Daniela VILLALBA y que se encontraba presente durante el allanamiento del Complejo Tangará.-

 
En la misma línea el informe de fs.567/571, que da cuentas de un intercambio de texto entre VILLALBA y Francisco Orlando JARA “alias Cacho”, marca que VILLALBA “actuaría como intermediario en las comunicaciones entre los ciudadanos mencionados”
; y el informe de fs.904/911 señala distintas acciones que realizaba Daniela VILLALBA; por ejemplo, de fs. 905vta. surge que la citada se comunicó (mediante el número de abonado 03735-15479265) con el vendedor de Derka y Vargas, Erik González, y éste último le pregunta si VILLALBA quería una cédula azul para el Ricardo Gabriel SOSA". En otros contactos Erik González le  dice  a VILLALBA que  la  compra del vehículo superaba los trescientos mil pesos y le solicita información sobre el origen de los fondos, a lo que Daniela VILLABA le indica que el contador era "Claudio Speciale".  También en otra comunicación entre los nombrados, Erik le refiere haber hablado con Roberto Rodríguez (Gabriel Sosa en aquella oportunidad) y le expresa una mejor forma de materializar la operatoria comercial para no generar problemas. El mismo informe da cuentas que VILLALBA actuaba como intermediaria en las operatorias de RODRIGUEZ
. 

 
Asimismo, a fs. 3116/3117 Roberto E. Rodríguez mantiene dos conversaciones telefónicas con la gestora  de nombre Nancy, en la que discurren respecto a distintos obstáculos que debían sortear a fin de registrar un  vehículo –exigencia de la declaración jurada, posibilidad de registrar a nombre de varias personas, cambio de domicilio-. Del diálogo se infiere claramente que la gestora asesoraba a Rodríguez a fin de poder registrar un vehículo de alta gama sin alertar a los organismos de recaudación ni a la U.I.F., de allí que la idea era registrar el vehículo a nombre de tres personas o hacer una declaración jurada del origen de los  fondos. Muy probablemente el vehículo al que refieren en la conversación es el automóvil marca Porsche Coupe Cayman, modelo 2010, dominio JBB754, valuado según DNRPA en $905.000 que fue registrado poco tiempo después de la citada conversación a nombre de Rodríguez en un 34%, de su pareja Gricelda Romina SOSA en un 33% y de su sobrino Exequiel RODRÍGUEZ en un 33%.

 
Como vimos en su oportunidad, los vínculos asociativos y comerciales que establecieron los imputados se expresaban en innumerables acciones y se extendía en una suerte de red que enlazaba comercialmente sus emprendimientos comerciales. Particularmente vimos que los muebles de la mueblería “El mundo del Algarrobo” que pertenecía a Roberto Rodríguez y Rocío Villalba eran llevados al Corralón “Cerro Corá” por Juan Ramón RODRIGUEZ (cfr. informe de fs.748, pto.3). Este último que era apoderado del Corralón (informe de fs.1207vta., pto.5), además de ser hermano de Roberto y Miguel Ángel Rodríguez. 

 
Además, del informe de fs.195/202 (pto.4) surge que Miguel Ángel RODRÍGUEZ DNI 24.854.356, posee prohibición de salida del país en la causa que se tramita ante el Juzgado Federal de Mercedes (Bs. As.) contra Facundo Martín RODRIGUEZ in re “RODRIGUEZ FACUNDO MARTIN S/INF. LEY 23.737” Expte. 28717.  El mismo informe (pto.8) señala que Miguel Ángel RODRIGUEZ es el hermano de María Estela RODRIGUEZ DNI 23.778.519 (recodemos que ambos son hermanos de Roberto Rodríguez), y esta última se domiciliaba en la localidad de Moreno, Pcia. de Bs. As. y que “tendría en esa localidad bonaerense una mueblería con el nombre de fantasía “EL MUNDO DEL ALGARROBO”, mismo nombre de fantasía que la mueblería de Daniela Villalba en Villa Ángela. Además, María Estela RODRIGUEZ poseía antecedentes por infracción a la ley 23.737 y en la camioneta Toyota Hilux, dominio FZQ532, propiedad de la nombrada, el ciudadano Omar Daniel ROJAS registraba movimientos migratorios en fecha 25-2-11.- Recordemos aquí que Rojas era una de las personas que se encontraba vinculado Rodríguez y se hallaba ligado a la actividad ilícita. 

 
Por otra parte, surge acreditado que Daniela Rocío VILLALBA también mantenía vínculos comerciales con Rafael GLIBOTA, prueba de ello es que los nombrados realizaron un contrato de permuta mediante la que, la nombrada en primer término, entregó una vivienda ubicada en la localidad de Villa Ángela, Chaco, mientras que Glibota –junto a Daniel Iván Fernández- dio en propiedad una camioneta  Toyota Hilux SRV 4x2 3.0, 2014, con papeles y puesta en calle por una valor de $357.000, comprometiéndose a entregar la suma de $350.000 y un automotor 0 KM año 2015, Marca Toyota Hilux 4x2, valuada en igual valor, para  cumplimentar así la suma total de la operación de un millón siete mil pesos ($1.007.000)
; no obstante, la suma total de los bienes que entregaba Glibota ascendían a $1.057.000.- 

 
El citado instrumento prueba de manera categórica las acciones de lavado que realizaban los imputados. No obstante que Glibota poseía escasas acreditaciones bancarias y no registraba mayores ingresos lícitos que aquellos que obtenía como vendedor de automotores de la empresa Derka y Vargas, en la permuta celebrada entregó una camioneta 0km valuada, según el instrumento, en $357.000 a lo que debía adicionar $350.000 en efectivo y otro vehículo 0Km por igual valor, es decir, Glibota debía entregar más de un millón de pesos entre julio del 2014 y el año 2015; sumas que, reiteramos, Glibota no podía obtener de manera lícita, sino que dichas ganancias indudablemente las obtenía a partir de la relación comercial clandestina que tenía con Roberto Rodríguez.  

 
Incluso más, Daniel Iván Fernández era el titular del dominio NSE813 que correspondía al vehículo marca Toyota, Modelo RAV4, que era utilizado por Gricelda Romina SOSA y sobre el cuál poseía una autorización de manejo (fs. 891 y vta., pto.9). 

 
Si bien el doctor Saife valoró el citado contrato de permuta como una prueba de descargo, es evidente, en función de lo antes expuesto, que dicho instrumento acredita la relación comercial que mantenían los imputados y demuestra que administraban recursos generados clandestinamente, pues su real situación fiscal no acredita, como en este caso, la grandes sumas de dinero que manejaban. Pero además, es justo marcar que tampoco surge acreditado en la causa que la camioneta entregada por Glibota en permuta la hubiera obtenido a través de una financiación que la empresa Derka y Vargas le habría otorgado dado su condición de vendedor de autos, tal como expresara el letrado defensor durante sus alegatos; como tampoco surge de la causa cómo haría Glibota para entregar las sumas restantes para cubrir el total de la operación siendo que  se encontraba inscripto ante la AFIP en el régimen de monotributo categoría I y poseía  acreditaciones bancarias que no demostraban una capacidad económica real para solventar los pagos del negocio realizado.

 
Por otra parte, del informe de fs.1144/1199 surge que Daniela Rocío Villalba también mantenía relaciones comerciales con Romina SOSA, ya que en la cuenta que poseía la primera de las nombradas en el Banco de la Nación Argentina Nº 548.097.776/9 registraba depósitos realizados, entre otros, por Sosa. 

 
b.- Roberto RODRIGUEZ - Gricelda Romina SOSA - Santa Elba AQUINO
 
Como vimos, Gricelda SOSA se desempeñaba como socia gerente tanto de la firma RR VIP AUTOMOTORES así como de Corralón Cerro Corá. Pero no sólo registraba formalmente los emprendimientos a su nombre, sino que intervenía activamente en las operaciones comerciales que realizaba la concesionaria RR VIP AUTOMOTORES. Celebró el contrato constitutivo de la sociedad, adquirió el inmueble donde fue construida la concesionaria y luego celebró el contrato de comodato del citado inmueble para que allí funcionara la agencia; firmaba detalles de facturas emitidas
; entre otros.  

 
De igual forma, como vimos, la nombrada otorgó, junto a Santa Elba AQUINO, un poder General Amplio a favor de Roberto Eduardo Rodríguez, para administrar y disponer en nombre y representación de la Sociedad de Responsabilidad Limitada Cerro Corá y “RR VIP AUTOMOVILES S.R.L.”.- No obstante, como señalara la Contadora Benítez de Gendarmería Nacional en su informe (fs. 1153 y vta.) Gricelda Romina Sosa tenía a su nombre cuentas del Banco Macro, siendo que la administración y el firmante era el imputado Roberto Eduardo Rodríguez
.

 
Además la nombrada autorizó a Omar Daniel ROJAS (y a Roberto RODRIGUEZ, alias Sosa) a manejar el vehículo marca Citroën, modelo Berlingo, dominio FRG740 de su propiedad. Como señalamos ROJAS ofició como puntero del camión en el que MIRANDA trasladaba más de 1.600 kgs. de marihuana cuando fue detenido en la provincia de Formosa el 06/04/2011.- 

 
Es claro, por otra parte, que Gricelda Sosa conocía de los antecedentes penales de Roberto Rodríguez y la actividad a la que se dedicaba el nombrado -incluso reconoció haber tomado conocimiento de esta circunstancia durante su indagatoria.-

 
Por su parte, como vimos, Santa Elba AQUINO además de haber constituido dos sociedades de responsabilidad limitada, RR VIP AUTOMÓVILES S.R.L y CORRALÓN CERRO CORA S.R.L., con un capital social declarado de $320.000 cada una, explotaba comercialmente el emprendimiento turístico "COMPLEJO TANGARÁ" y operaban a través de la empresa "EMSETUR SRL"; de esta forma cumplían un rol preponderante en la tarea de integrar al mercado legal bienes que tenían origen ilícito. 

 
También contribuye a la acreditación de los vínculos comerciales entre Roberto Rodríguez, Santa Elba Aquino y Gricelda Sosa, dos boletos de compra-venta celebrados y que fueran secuestrados en el allanamiento de la Escribanía Poujade Brañas, sito en Calle San Luis Nº 1782 de la localidad de Posadas Misiones. Ambos instrumentos tenían por objeto transferir el dominio de las fracciones “c.1 y c.2” (boleto de Sosa-Squef
) y “d” (boleto de Aquino-Squef
), todos del lote agrícola Nº 45, fueron celebrados con el mismo comprador, se consignó la misma fecha (17/11/2011), fueron formalizados en el mismo lugar (Candelaria, Misiones), y sus firmas fueron certificadas posteriormente  -en fecha  22 de agosto de 2014- por ante el mismo escribano (Esc. Alberto G. Poujade) 
. Esta última particularidad resulta claramente demostrativa del  delito en que se hallaban incursos los imputados, porque señala la informalidad y clandestinidad de los recursos y bienes que administraban, y revela una de las maniobras con las que operaban. 

 
Si bien el defensor de la imputada Aquino, doctor Missano, valoró dicho instrumento e intentó justificar a partir de ésta venta la adquisición del vehículo MEZ791 que pertenecía a su asistida, se advierte que la fecha en que el instrumento adquiere efectos respecto a terceros (esto es, desde que las firmas del contrato fueron certificadas el 22/08/2014, art.317
 C.C.C.N) es posterior a la adquisición del vehículo (28/01/2013), y en la causa no existe constancia alguna que demuestre, conforme manda la disposición antes citada, algún hecho del que resulte como consecuencia ineludible que el documento estaba firmado en la fecha que los imputados establecieron en los citados instrumentos; de forma que mal puede ser esa operación el antecedente de otra anterior. 

 
Pero, además, conforme lo dispone el artículo 319 del C.C.C.N., el valor probatorio de los instrumentos particulares debe ser apreciado por el juez, y resulta tan clara la maniobra mediante la que se intentaba formalizar lo que, en realidad, tenía su verdadero origen en las actividades ilícitas que realizaba los nombrados junto a Rodríguez, que el boleto de compraventa que fuera realizado por Santa Elba Aquino (vendedora) y Abraham Squef Acevedo (comprador), fue suscripto por Gricelda Romina Sosa quien no intervenía en dicha operación. 

 
c.- Roberto RODRIGUEZ – Rafael GLIBOTA y María de los Ángeles HERRERA
 
Surge acreditada en la causa que GLIBOTA y HERRERA operaban conjuntamente en las actividades de compra-venta de vehículos en la ciudad de Villa Ángela que realizaba RODRIGUEZ a fin de integrar bienes de origen delictivo en el mercado lícito.-

 
Vimos los distintos bienes que administraban los nombrados en esta tarea de lavado de activos, lo que da cuentas que el matrimonio operaba conjuntamente en las actividades comerciales mediante las que se daba apariencia lícita a los activos de origen ilícito.-   

 
Como advertimos, los informes de fs.621/625, fs.639/643vta., fs.904/911, muestran que el vehículo marca AUDI Q5 dominio KSX-618 pertenecía a José Rafael GLIBOTA, era utilizado por RODRIGUEZ (Ricardo Gabriel SOSA
), y fue secuestrado durante un procedimiento efectuado por la policía de la provincia de Mendoza (18 de setiembre de 2013) en el que se procedió al secuestro de 1.200 kg. de marihuana, oportunidad en la que resultó detenido David Javier Miranda, alias "El Puntano".  

 
A su turno a fs. 684 y vta. , fs.907, surge que GLIBOTA (utilizando el número de teléfono 03735-15402429) dialoga con RODRÍGUEZ respecto a la adquisición de vehículos –dos camionetas- y le ofrece en venta una casa ubicada en Paso de la Patria, Corrientes
. Especial relevancia adquiere la conversación mantenida entre los nombrados el día 14/04/2014 (fs.852/893, fs.3063vta.) en la que GLIBOTA le reprocha a RODRIGUEZ el hecho de haber registrado todas las cosas a su nombre, lo que le generaría “un lío” (sic) si le preguntaban de dónde había sacado la plata. A sus dichos, RODRIGUEZ simplemente le contesta que nadie lo había obligado a participar en dicha actividad y que estas acciones las realizaba GLIBOTA porque “se habían beneficiado”
.

 
En la misma línea se inscribe la conversación mantenida entre Rodríguez y Glibota el 14/05/2014. En esta Glibota le reprocha a Rodríguez el hecho de que personal de la AFIP lo hubiera inspeccionado por poner vehículos a su nombre
.-

  
Asimismo el 16 de Mayo del 2014 los nombrados vuelve a comunicarse
,  y Glibota le hace mención de los saldos que había entre ambos: ciento setenta y ocho mil cuatrocientos treinta y ocho ($178.438) pesos a favor de Glibota, y ciento treinta y un mil quinientos doce ($131.512) pesos a favor de Roberto Rodríguez; y el día 16/05/2014 los nombrados nuevamente entablan comunicación y Glibota le pregunta por el dominio del vehículo que venía manejando, a lo que Rodríguez le indica que era el KXF093
.-

 
Como bien expusiera el acusador público, es indudable que los vehículos pertenecían a Glibota, quien había conformado una sociedad de beneficios recíprocos con Rodríguez. No sólo que los automóviles de Glibota, que estaban en la concesionaria RR VIP, fueron registrados formalmente a su nombre, sino que, indudablemente, también le pertenecían realmente. A estos fines baste reparar no sólo en lo inusual de la comercialización que antes expusiéramos, sino que los vehículos que adquiría Glibota de la empresa Derka y Vargas y que registraba a su nombre, luego eran dejados en la concesionaria RR VIP bajo la modalidad de consignación que, como sabemos, supone que el dominio de la unidad no se transfiere al consignatario. Así, surgen reservados en Secretaría (resultantes del allanamiento a RR VIP AUTOMOVILES SRL
) los boletos de consignación firmados por José Rafael Glibota a favor de la empresa RR VIP Automóviles SRL, entre estas, cuatro camionetas marca Toyota Hilux, tres de ellas cero kilómetro
.

 
Incluso más, de la conversación que mantuvieran Roberto Eduardo Rodríguez y José Rafael Glibota y que fuera antes citada (fs.3063/vta.), se advierte claramente que Glibota tenía plena representación y voluntad de las actividades que llevaba adelante Rodríguez, ya que éste último le dijo expresamente a Glibota que solamente usaba una camioneta y que no estaba haciendo nada con ellas
.-

 
Tuvimos por acreditado que Daniela Rocío VILLALBA, pareja de Roberto Rodríguez, también mantenía vínculos comerciales con Rafael GLIBOTA, prueba de ello era el contrato de permuta que realizaron. Vimos aquí que en coordinación con Glibota, se encontraba Iván FERNÁNDEZ quien, por otra parte, estaba ligado a partir de un vehículo con Romina SOSA.

 
A su turno, no es cuestión menor la forma totalmente irregular e inusual en que operaban Glibota y Rodríguez en la comercialización de los vehículos, lo que deslegitima la defensa del imputado construida fundamentalmente en orden a que Glibota actuaba dentro del rol de un mero vendedor de autos de la empresa Derka y Vargas, quien desconocía, dada la formal apariencia y buen aspecto, que Rodríguez obtenía el dinero de actividades ilícitas. 

 
Rodríguez obtenía los vehículos de la empresa Derka y Vargas (ubicada en la localidad de Villa Ángela, Chaco) en la que Glibota trabajaba como vendedor. Los vehículos eran registrados a nombre de Glibota, quien gestionaba distintas autorizaciones de manejo a nombre de terceras personas (entre ellas Rodríguez –que utilizaba el nombre de Sosa-), para luego trasladar el vehículo cero kilómetro, por ruta, hasta la ciudad de Posadas, Mnes., donde seria comercializado en la concesionaria RR VIP Automotores.

 
   Lo impropio e irregular de esta mecánica evidencia naturalmente que Glibota participaba activamente en las maniobras de Rodríguez. Resulta absurdo y contrario a los usos y costumbres que un vehículo de alta gama, cero kilómetro, que, supuestamente, se adquiría para su posterior comercialización, fuera trasladado rodando los más de 580 km que separan la ciudad de Villa Ángela de Posadas, donde se encontraba RR VIP Automotores, e inscrito registralmente a nombre de Glibota.

 
Evidentemente esta mecánica comercial en el contexto de las conversaciones antes citadas muestran que Glibota participaba junto a Rodríguez en los actos propios del lavado de activos. Repárese sino en otro hecho. La concesionaria RR VIP empezó a funcionar efectivamente en el año 2014, sin embargo, gran parte de las inscripciones de los vehículos cero kilómetro que realizaron Glibota y Herrera, fueron efectuadas en el año 2013.-

 
Por su parte, como vimos, HERERRA tenía registrados a su nombre los vehículos que antes identificáramos, los administraba e intervenía en dichas operaciones comerciales; es decir, participaba activamente de las maniobras de lavado de activos.

 
En resumidas cuentas, de lo señalado surge que GLIBOTA y HERRERA realizaron distintas operaciones comerciales tendientes a integrar bienes de origen delictivo en  el mercado lícito.

 
d.- Roberto Rodríguez - Rosa Gladys RAMOS y Santa Elba AQUINO 

 
Como dijimos, RAMOS era la pareja de Miguel Ángel Rodríguez –hermano de Roberto Rodríguez- quienes  administraban conjuntamente los bienes producto de las actividades ilícitas dándole a los bienes apariencia lícita. 

 
Vimos que los nombrados explotaban comercialmente, junto a Santa Elba AQUINO, el emprendimiento turístico "COMPLEJO TANGARÁ" y operaban a través de la empresa "EMSETUR SRL", de esta forma cumplían un rol preponderante en la tarea de integrar al mercado legal bienes que tenían origen ilícito.-

 
Además, del informe de fs.195/202 (pto.4). surge que Miguel Ángel RODRÍGUEZ DNI 24.854.356, posee prohibición de salida del país en la causa que se sigue el Juzgado Federal de Mercedes (Bs. As.) contra Facundo Martín RODRIGUEZ in re “RODRIGUEZ FACUNDO MARTIN S/INF. LEY 23.737” Expte. 28717.  Según el mismo informe (pto.5) Miguel Ángel Rodríguez, se domiciliaba en Francisco Alvares, Moreno (Bs. As.) y el teléfono de esa dirección (Nº 0237-4871248) se encontraba registrado a nombre de Rosa RAMOS. 

 
Por su parte, a fs. 1193/1195 obran los pasos fronterizos que realizaron juntos Rosa Gladys Ramos y Jorge  Omar Rojas; ultimo éste que, como vimos, estaba ligado a la actividad ilícita.

 
Para tener una clara idea de la forma en que operaba la asociación a partir de los vínculos familiares, resulta ilustrativo destacar la conversación telefónica entablada entre Juan Ramón RODRIGUEZ y Roberto Rodríguez
, ambos hijos de Santa Elba Aquino. El contexto de la conversación se cifra en un pago que se debía hacer a ciertas personas (discuten sobre quién iba a pagar, aparentemente Roberto le habría dicho a “la gente” (sic) que Juan Ramón iba a realizar el pago), Roberto le reprocha a Juan Ramón el hecho de criticarlo no obstante haberle dado muchas cosas, al igual que lo había hecho con su madre Santa Elba Aquino. 
Textualmente –en lo que aquí interesa- dice la conversación:

“...  1) JUAN RAMÓN RODRÍGUEZ
2) ROBERTO EDUARDO RODRÍGUEZ
1-hola
2-eu vos llamaste recién estaba justo en el baño
1-si te estaba llamando escúchame si la gente si vos no le dijiste que no le vas a pagar, que esperen boludo yo también tengo mis cosas que hacer boludo y no tengo si tuviera ya te hubiera dado 

1-y si yo agarre y vendí el terreno alla y le di un poquito un terreno pelado que vendi le di un poco de
eso también tengo que hacer algo en la casa pero tampoco voy a poder hacer nada
2-pero yo cuanta plata te di JUAN RAMÓN a vos cuanta cosas te di yo puse todo pero que te pensa que no te quiero dar las cosa
1-yo no te estoy diciendo que vos no me queres darte estoy diciendo nomas que
2-pero sabes lo que pas que vos las cosas me tenes que agarrar y decir a mi no agarrar y le llenas la
cabeza a mama y le decís las cosas a mama ensima tu mama también le llama a MIGUEL y le dice yo no tengo mas plata tu hermano no me da mas plata no se que es lo que pasa boludo que se enteran por todos lados
1-y si vos le dejaste sin plata (inentendible)
2-y si antes de irme yo le deje plata a mama   antes de irme yo le deje plata a mama entonces sí no sabes no no empiece hacer mama también no se que hace de las cosas hacen un quilombo me entendes, ahora yo voy a ir a la noche y voy hablar con vos yo en ningún momento te negué nada te di siempre todas las cosas le arme para ustedes al final nada le conforma a vos y a mama nada le conforma nada le conforma siempre se viven quejando....·.- 

 
COMO COROLARIO, de lo dicho se advierte que Roberto RODRIGUEZ  era quien poseía un rol preponderante en la organización delictiva integrada por varios individuos, entre ellos, los demás imputados. Era quien mantenía vínculos férreos con diversos sujetos ligados directamente al narcotráfico (Logfren, Miranda, Rojas, entre otros ya nombrados), y coordinaba junto a AQUINO, VILLALBA, RAMOS, GLIBOTA, HERRERA y SOSA, un conjunto de acciones para llevar adelante el blanqueo de  capitales. Estos últimos cumplían diversas funciones o roles en la asociación delictiva, fundamentalmente, a partir del vínculo que mantenían  con RODRIGUEZ. 

AQUINO y SOSA (madre y pareja de Rodríguez, respectivamente) poseían a su nombre vehículos, sociedades comerciales como el Corralón Cerro Corá, la concesionaria RRVIP AUTOMÓVILES SRL, y realizaron un sinnúmero de acciones que antes describimos detalladamente.

VILLALBA (pareja de Rodríguez) al igual que HERRERA (esposa de Glibota), en tanto parte de la asociación criminal que tenía por objeto el lavado de activos, administraban, convertían y ponían en circulación bienes adquiridos a partir de los recursos que les brindaba la actividad ilícita, un sinnúmero de vehículos que eran adquiridos y luego vendidos.  

Rosa RAMOS (pareja de Miguel Ángel RODRÍGUEZ, hermano de Roberto Rodríguez) administraban bienes producto de las actividades dándole apariencia de un origen lícito a través de "EMSETUR SRL", el "COMPLEJO TANGARÁ", adquiriendo vehículos y propiedades.  Como vimos, la nombrada había contratado a PASSARELLO para explotar el complejo turístico “Tangará” y lo administraba junto a Santa Elba AQUINO.

GLIBOTA mantenía una coordinación permanente con Rodríguez para adquirir y disimular los activos que se procuraban con las ganancias de la actividad ilícita que llevaba adelante Rodríguez, a punto tal que, como vimos, los nombrados discurrirán en punto a situaciones propias del blanqueo como ser el problema que suponía que Rodríguez hubiese registrado a nombre de Glibota un vehículo dado que no tenía forma de justificar los fondos, entre otras situaciones a las que ya hicimos referencia. Además, Glibota adquirió, administró y puso en circulación los vehículos que hemos identificado en su oportunidad.- 
De tal forma, se verifica que los imputados intervinieron en los hechos de forma habitual y organizada, integrando una banda o asociación formada para la comisión de hechos de lavado de activos. 

Por todo lo expuesto, tenemos por acreditado el hecho que fuera sometido a reconstrucción histórica durante el plenario en las condiciones de tiempo, lugar y modo que fueran expuestas al desarrollar el requerimiento acusatorio de elevación de la causa a juicio al iniciar este voto. 

  
Por las razones apuntadas, entendemos que existe absoluta certeza sobre la acreditación fáctica del hecho de lavado de activos que fuera motivo del debate, así como de la participación de los imputados en el mismo. ASÍ VOTAMOS.


A la TERCERA CUESTIÓN, los  Jueces de Cámara dijeron:

 
En lo atinente al encuadramiento legal aplicable al caso que nos ocupa, compartimos la postura mantenida invariablemente por los acusadores en los distintos actos jurisdiccionales materializados en autos y sostenida durante el debate, y juzgamos que el hecho que fuera materia de juzgamiento se deberá subsumir en las disposiciones del art. 303, inc.1 y 2 ap. a) del C.P. (t.o. Ley 26.683).-


 
La citada disposición, incorporada bajo un nuevo título de los “Delitos contra el orden económico y financiero” (Tít. XIII), en lo que aquí interesa, prevé que: “... 1) Será reprimido con prisión de tres (3) a diez (10) años y multa de dos (2) a diez (10) veces del monto de la operación, el que convirtiere, transfiriere, administrare, vendiere, gravare, disimulare o de cualquier otro modo pusiere en circulación en el mercado, bienes provenientes de un ilícito penal, con la consecuencia posible de que el origen de los bienes originarios o los subrogantes adquieran la apariencia de un origen lícito, y siempre que su valor supere la suma de pesos trescientos mil ($ 300.000), sea en un solo acto o por la reiteración de hechos diversos vinculados entre sí. 2) La pena prevista en el inciso 1 será aumentada en un tercio del máximo y en la mitad del mínimo, en los siguientes casos: a) Cuando el autor realizare el hecho con habitualidad o como miembro de una asociación o banda formada para la comisión continuada de hechos de esta naturaleza...”.- 
Nos encontramos con un comportamiento que se subsume con claridad en el delito señalado toda vez que los incriminados, actuando de manera organizada, en tanto miembros de una asociación o banda formada para la comisión continuada de hechos de lavado de dinero, convirtieron, transfirieron, administraron, vendieron, y pusieron en circulación de distinto modo, dinero y/o bienes provenientes de un ilícito penal, los que adquirieron apariencia de un origen lícito, superando la condición objetiva de punibilidad por la reiteración de hechos vinculados entre sí. 

Según fuera acreditado en la cuestión anterior, (a) la asociación o banda conformada por los imputados se encontraba vinculada a distintas personas que realizaban actividades ilícitas, (b) cuyo producido (dinero y bienes) era convertido, transferido, administrado y/o, puesto en circulación en el mercado a fin de darles apariencia de origen lícito, (c) superando el valor de la suma de pesos trescientos mil ($300.000) merced a la reiteración de hechos vinculados entre sí. 

Como establecimos en la cuestión anterior, (a) la asociación conformada por los imputados se encontraba vinculada con diversos individuos ligados a la actividad ilícita, fundamentalmente a partir de las relaciones que mantenía RODRIGUEZ pero que no escapaban a otros imputados. Dimos por acreditado en la cuestión anterior que RODRIGUEZ estaba ligado a los hechos que tuvieron como protagonista a David Javier MIRANDA “alias El Puntano”, Omar Daniel ROJAS y Héctor Carlos LOGFREN, entre otros, que realizaban una actividad ilícita, esencialmente tráfico de estupefacientes. 

La conformación típica del art.303 del Código Penal solamente requiere que los imputados pongan en circulación bienes provenientes de un “ilícito penal” y este elemento normativo del tipo se satisface cuando el Tribunal puede acreditar que los bienes objeto del lavado proceden de hechos susceptibles de ser calificados como delitos o que poseen un origen delictivo. A sus fines solo se debe comprobar la relación de las personas juzgadas con actividades ilegales y la inexistencia de otro posible origen del dinero. No se exige acreditación o corroboración judicial del hecho delictivo previo mediante una sentencia anterior pasada en autoridad de cosa juzgada, sino que satisface la exigencia típica la comprobación judicial de la relación de los imputados con actividades delictivas y la inexistencia de otro posible origen del dinero, en función de los datos disponibles
. 

 
En autos se encuentra probado que los imputados -a partir de la relaciones que mantenía fundamentalmente Roberto RODRIGUEZ- se encontraban vinculados, de modo diverso, con sujetos que realizaban acciones delictivas y cuyo producido de bienes y dinero era ingresado (lavado) al circuito legal. El narcotráfico era el principal ilícito precedente y cuyo producido -dinero o efectos- buscaban darle apariencia lícita a partir de las acciones propias del lavado de activos (convertir, transferir, administrar, en fin, aplicar de cualquier otro modo). Recordemos que la experiencia en la persecución de los delitos cometidos por la delincuencia transnacional organizada, ha permitido establecer que en el narcotráfico se origina una impresionante cantidad de dinero para la cual debe aparentarse un origen lícito, ya que en la medida que produzcan importantes ganancias conllevan la necesidad de legitimarlas
. 

 Además, en la segunda cuestión asimismo marcamos que las acciones típicas mediantes las que los imputados le daban apariencia de origen lícito a sus bienes (b). Vimos que el producido (dinero y bienes) del delito anterior, era convertido, transferido, administrado y/o, vendido, a fin de darles apariencia de origen lícito. Prueba de ello es la adquisición de propiedades inmuebles, vehículos (automotores y cuatriciclos) y su posterior transferencia, así como la subrogación de su producido en otros bienes (sobre este punto hicimos especial consideración de la subrogación del fruto obtenido ilícitamente en las sociedades "RR VIP AUTOMÓVILES SRL", "Corralón Cerro Corá SRL", Complejo “Tangará", Mueblería el Algarrobo, Canchas de Fútbol, etc.).


(c) Las operaciones de lavado de activo materializada por los imputados superaron la condición objetiva de punibilidad establecida en el tipo penal que se le reprocha ($300.000), merced a la reiteración de hechos vinculados entre sí.
 
No sólo el conjunto de los bienes sobrepasaba de modo ostensible la limitación punitiva, sino que, en muchos casos, basta considerarlos aisladamente (es decir, reparar solamente en el valor de uno de ellos) para advertir en un solo acto la conformación del injusto. Recordemos a estos fines la gran cantidad de bienes que poseían los imputados. Para tener una dimensión de los montos involucrados en las maniobras llevadas adelante por los imputados, a fs. 6845/6846 obra la valuación de los vehículos que actualmente se encuentran depositados en Tasa Logística, depósito de Aduanas (Posadas, Mnes.). De allí surge que, sin considerar la totalidad de los vehículos secuestrados en la causa, ni los demás inmuebles ni las demás unidades de negocios con las que contaban los encausados, es decir, solamente si reparamos en los vehículos secuestrados y depositados en Tasa Logística, la suma del dinero involucrado asciende a nueve millones doscientos sesenta y un mil doscientos pesos ($9.261.200)
.

Los imputados hicieron de la actividad ilícita un modus vivendi y ejecutaron las acciones propias del lavado a partir de un proceso que se extendió durante un extenso periodo de tiempo (cerca de tres años). Según vimos, las numerosas acciones propias del art.303 del CP se realizaron a partir del año 2011 hasta la fecha de sus detenciones (octubre de 2014). Durante este espacio de tiempo los encausados ejecutaron un número casi indeterminado de actos mediante los que sobrepasaron la condición objetiva de punibilidad de $300.000 por la reiteración de hechos diversos vincu​lados entre sí. En este sentido se ha dicho que el artículo 303 del Código Penal “al describir una serie de actos con los cuales se aparenta el origen lícito de los bienes o dinero proveniente de un delito, en realidad se hace referencia a un proceso, a la ejecución de un número indeterminado de actos
”. 

 
Por su parte, cabe remarcar que todos los imputados integraban una asociación delictiva dedicada al lavado de activos de origen delictivo, actividad que, además, desarrollaban de forma habitual, lo que configura el tipo agravado del art. 303 inc.2, ap. a del Código Penal. 


 
A lo largo de este voto hicimos referencia a esta asociación que conformaron los imputados. Dijimos que RODRIGUEZ era quien, de forma primordial, establecía vínculos con personas ligadas a la actividad ilícita y cuyo producido era convertido en distintas operaciones comerciales que realizaba el nombrado junto a los demás imputados. Vimos que RODRIGUEZ mantenía vínculos y se relacionaba con distintos individuos ligados al tráfico de estupefacientes  (Logfren, Miranda, Rojas, entre muchos otros). A partir de éstas relaciones obtenían el producido (dinero y efectos) que, junto a AQUINO, VILLALBA, RAMOS, GLIBOTA, HERRERA y SOSA, era aplicado a la adquisición de nuevos bienes muebles e inmuebles (vgr. vehículos –especialmente camionetas y autos de alta gama-, el Corralón CERRO CORA S.R.L, y el "COMPLEJO TANGARÁ", “RR VIP AUTOMÓVILES SRL") a fin de darle apariencia lícita. 

 
En este proceso ardidoso de justificación utilizaban distintas modalidades. Eran asesorados por los mismos profesionales (vgr. contadores), constituían sociedades comerciales y fideicomisos  (Corralón “Cerro Corá S.R.L”, EMSETUR SRL y el "Complejo Tangará", “RR VIP AUTOMÓVILES SRL", Fideicomiso Cali I) y adquirían los vehículos en la misma agencia (Derka y Vargas y Maronna Automóviles
), aun cuando para ello debían trasladarse varios kilómetros desde sus lugares de residencia. 

 
La constitución de un fideicomiso y distintas sociedades de responsabilidad limitada es claramente una prueba del buen asesoramiento jurídico, administrativo, contable e impositivo que todos los imputados poseían. Recordemos en esta línea que durante el allanamiento de la Concesionaria RR VIP, particularmente en una de sus oficinas, se secuestró una “Planificación estratégica del negocio Tangará, Cabañas y Piscinas”- Parador Turístico”, firmado por la licenciada en turismo Mercedes Irene Sampayo
, lo que, por un lado, demuestra la unidad comercial que existía entre ambos emprendimientos, y, por otro, da una clara idea del gran despliegue de inteligencia criminal con la que contaban los imputados, en este caso, a partir del asesoramiento comercial de un licenciado en turismo. En este mismo contexto es menester valorar el “Manual para la Prevención del Lavado de Dinero y Financiamiento del Terrorismo” que fuera secuestrado en el mismo  lugar y que nos permite tomar una real dimensión de la información que poseían los encausados a fin de eludir el control de los respectivos organismos del Estado así como la acción de la justica.

 
Es dable reiterar que los imputados hicieron de la actividad delictiva un modo de vida y conformaron una asociación integrada fundamentalmente con familiares; prueba de ello era la relación entre RODRÍGUEZ con  Gricelda Romina Sosa (pareja), Santa Elba AQUINO (madre), Daniela Villalba (pareja); Glibota y Herrera (esposos), entre otros.

Correlato de este modus vivendi que hicieron los imputados de la actividad ilícita es que las acciones eran realizadas con habitualidad. Los bienes eran incorporados a su patrimonio, en algunos casos por breve tiempo, para luego ser traspasados a otros miembros de la asociación u otros individuos, reiterándose las acciones de lavado de activos durante un prolongado periodo de tiempo, aún la subrogación entre los bienes.  Recordemos que, a fin de materializar el agravante por habitualidad prevista en el tipo reprochado, se requiere reiteración en los actos y permanencia en la actividad específica, revelada por la continuación en ella
, tal lo hemos tenido por acreditado precedentemente.  

El agravante solicitado por los acusadores previsto en el inc.2, ap. a) del art.303, se torna de aplicación al caso toda vez que en el hecho aquí juzgado intervinieron más de siete personas organizadas y asociadas para cometer el delito. Ello así, en tanto y en cuanto para que opere la agravante prevista en la citada norma no resulta necesaria una organización a manera de aquella prevista en el art. 210 del Código Penal, sino que basta una mínima organización o coordinación de conductas tendientes a realizar cualquiera de los comportamientos previstos en el art.303 del CP. En el caso ha existido, objetiva y subjetivamente, una intervención de tres o más personas organizadas para cometer el delito que se les endilga. Esta concurrencia volitiva y fáctica de pluralidad de partícipes en los hechos juzgados, se logra advertir a partir del plexo probatorio reseñado oportunamente in extenso en las cuestiones anteriores y que damos por reproducidas (Informes, Actas, degrabaciones y testimoniales valoradas). 

Debe precisarse que la esencia del agravante radica en que la concurrencia de varias personas en la comisión del hecho permite un grado de mayor eficacia en la concreción y consumación de los objetivos delictivos, así como una mayor amenaza al bien jurídico tutelado. 

Es justo recordar que en la presente causa no ha existido una simple concurrencia de tres personas en un hecho ilícito (vgr. un robo “en banda”), sino una pluralidad de actos repetidos y continuados en el tiempo que tendían a dar apariencia lícita a bienes obtenidos de forma espuria y que eran llevados adelante por una asociación que, sin dudas alguna, estaba formada para la comisión continuada de hechos de ésta naturaleza.-

  
Juzgamos, por otra parte, que el iter criminis cumplido por los imputados permite afirmar que el delito ha sido consumado, ya que éste ha quedado perfeccionado mediante la realización de la pluralidad de actos propios del lavado de activos que materializaron los encausados.  

Asimismo, y en lo que respecta al aspecto subjetivo del delito aquí juzgado, las circunstancias fácticas que rodearon al evento indican con claridad que los imputados tenían pleno conocimiento (y voluntad) en la realización de los elementos objetivos del tipo por el que fueran acusados. Los vínculos que mantenían con individuos ligados directa o indirectamente a la actividad ilícita, las relaciones establecidas entre los demás miembros de la asociación, y la innumerable cantidad de bienes que administraban, resulta demostrativo y conforma un cuadro de absoluta convicción que nos permite acreditar el dolo. 

Reiteramos a estos fines lo dicho insistentemente a lo largo del presente voto. Roberto RODRIGUEZ era quien poseía un rol preponderante en la organización delictiva integrada por varios individuos, entre ellos, los demás imputados. Era quien mantenía vínculos férreos con diversos sujetos ligados directamente al narcotráfico (Logfren, Miranda, Rojas, entre otros ya nombrados), y coordinaba junto a AQUINO, VILLALBA, RAMOS, GLIBOTA, HERRERA y SOSA, un conjunto de acciones para llevar adelante el blanqueo de  capitales. Estos últimos cumplían diversas funciones o roles en la asociación delictiva y, fundamentalmente, están vinculados a la asociación a partir de Roberto RODRIGUEZ. 

AQUINO y SOSA (madre y pareja de Rodríguez respectivamente) realizaban acciones propias de este ilícito penal a partir de la adquisición de distintos bienes y la conformación de sociedades comerciales como el Corralón Cerro Corá y RR VIP AUTOMÓVILES SRL.

VILLALBA (pareja de Rodríguez) al igual que HERRERA (esposa de Glibota), en tanto parte de la asociación criminal que tenía por objeto el lavado de activos, administraban, convertían y ponían en circulación bienes adquiridos a partir de  recursos ilícitos.  

Sobre la prueba que acredita el dolo de VILLALBA nos hemos referido  extensamente a lo largo de este fallo. Dijimos que la nombrada era pareja de Rodríguez, con quien tenía hijos en común y compartía domicilio real en Villa Ángela, Chaco. En dicho lugar explotaban la mueblería “El mundo del Algarrobo”, una cancha de fútbol 5, además de administrar y convertir desde allí las ganancias que obtenían del delito anterior. Indicamos que a estos fines materializaron un sinnúmero de acciones propias de esta actividad (vgr. registrar a su nombre gran cantidad de vehículos, suscribir formularios de transferencia, autorizaciones de manejo para terceras personas, entre tantas otras labores propia del lavado de activos) y había incrementado su patrimonio de forma injustificada mediante distintas operaciones. VILLALBA tenía el uso, goce y disposición de los bienes que sabía a ciencia cierta no podían tener un origen legítimo ya que ni Villalba ni Rodríguez desarrollaban actividad lícita alguna que le permitiera procurar la cantidad bienes que administraban.

 
El acabado conocimiento que poseía VILLALBA lo corroboramos por otras pruebas, entre ellas: el informe realizado por la prevención el día 31/07/12 (de fs.113) que daba cuenta que la nombrada sabía que Rodríguez utilizaba el nombre de Ricardo Sosa y que participaba activamente diversas actividades enderezadas a lo ilícito, en el caso, buscar dentro de un vehículo un maletín que –según infería la prevención a partir de los términos empleados en el diálogo- contendría documentación importante, dinero o estupefacientes
; el  informe de fs.104/113 del que advertimos que VILLALBA utilizaba los vehículos de RODRIGUEZ
 e incluso éste último manipulaba el teléfono (nro.03735-15479265), que le perteneciente a la primera de las nombradas, para comunicarse con las distintas personas con las que coordinaba las distintas acciones que se debía cumplir para llevar adelante su actividad ilícita; entre otros tantos a los que nos remitimos en honor a la brevedad. 

Por su parte, también advertimos que HERERRA era la pareja de Glibota y tenía registrados a su nombre los vehículos que fueron antes identificados; los administraba e intervenía en dichas operaciones comerciales. 
Rosa RAMOS (pareja Miguel Ángel RODRÍGUEZ, hermano de Roberto Rodríguez) administraba y le daba apariencia de un origen lícito a los bienes obtenidos de forma ilícita, a través de la firma "EMSETUR SRL", el "Complejo Tangará"; adquiriendo vehículos y propiedades, y celebrando fideicomisos.  Como notamos, la nombrada había contratado a PASSARELLO para explotar el complejo turístico “Tangará” y lo administraba junto a Santa Elba AQUINO. Mostramos también que, acreditaba las relaciones entre todos los imputados, el hecho de que, en el citado complejo, se encontraba Cristian Villalba, hermano de Daniela Rocío Villalba.-

GLIBOTA mantenían una coordinación constante con Rodríguez para adquirir y disimular los activos que se procuraban con las ganancias de la actividad ilícita que llevaba adelante Rodríguez, a punto tal que, como advertimos, los nombrados discurrirán respecto al problema fiscal que suponía que Rodríguez hubiese registrado a nombre de Glibota un vehículo del que no tenía forma de justificar los fondos con los que se había adquirido. 

Además, Glibota adquirió, administró y puso en circulación los vehículos que identificamos en su oportunidad.- 
Particularmente vimos en la cuestión anterior la forma totalmente irregular e inusual con la que operaban GLIBOTA y RODRÍGUEZ en la comercialización de los vehículos, y que deslegitima la defensa de GLIBOTA construida fundamentalmente en orden a que actuaba dentro del rol de un mero vendedor de autos de la empresa Derka y Vargas, desconociendo, dado la formal apariencia y buen aspecto, que Rodríguez obtenía el dinero de actividades ilícitas. Como establecimos, resulta absurdo y contrario a los usos y costumbres que un vehículo de alta gama, cero kilómetro, que, supuestamente, se adquiría para su posterior comercialización, fuera trasladado rodando los más de 580 km que separan la ciudad de Villa Ángela (Chaco) de Posadas (Mnes.) donde se encontraba RR VIP Automotores, y que, por otra parte, fuera inscripto registralmente a nombre de Glibota. En el contexto de las conversaciones mantenidas por los imputados a las que hicimos referencia (especialmente aquella en la que Glibota le reprochaba a Rodríguez haber registrado todas la cosas a su nombre y el “lio” (sic) en que se metería si le preguntaban de dónde había sacado la plata), esta operatoria que no es más que un dato revelador de la representación y voluntad de realización del tipo objetivo de lavado de activos.  

En este sentido recordemos que, además, Glibota era un vendedor de vehículos de mucha experiencia y, en ese carácter, en tanto sujeto obligado, debía informar a la Unidad de Información Financiera las operaciones sospechosas. Estas transacciones, de acuerdo con los usos y costumbres que reglan la comercialización de vehículos, y teniendo en cuenta la experiencia e idoneidad de Glibota como vendedor de autos, resultaban inusuales, sin justificación económica ni jurídica, y poseían una complejidad injustificada, y obligaban a GLIBOTA a poner en conocimiento de las autoridades respectivas (arts.20 “inc.21”, 21 y ccs. de la Ley 25.246).   

Incluso más, tal era la representación que poseía Glibota de la actividad ilícita que lleva adelante Roberto Rodríguez, que la camioneta Audi Q5 que estaba registrada a su nombre había sido secuestrada durante un allanamiento efectuado por la policía de la provincia de Mendoza el 18 de setiembre de 2013, en el que se procedió al secuestro de 1.200 kg. de marihuana; y no obstante el nombrado continuó realizando operaciones comerciales con Roberto Rodríguez ya que varios de los vehículos que individualizáramos en la cuestión anterior fueron adquiridos en fecha posterior a este hecho. 

  EN FIN, estos claros datos objetivos nos permiten concluir que el aspecto cognitivo y conativo del dolo se hallaban presentes en cada una de las personas aquí juzgadas, y nos permite acreditar que los imputados sabían y querían materializar las conductas que se les atribuye. 

Lo expuesto anteriormente acredita, sin hesitación alguna, que los imputados actuaban con dolo directo o de primer grado; circunstancia esta que torna insustancial en el presente caso las razones ofrecidas en este punto por el doctor Saife, defensor de Glibota, y que fueran direccionadas en torno a que la figura de lavado de activos no admitiría su comisión a través de dolo eventual. 

 Resta acotar, en función de las manifestaciones del doctor Benítez en orden a que su pupilo habría obrado bajo un error invencible o vencible, que no advertimos en los imputados error alguno que afecte su representación y voluntad de realizar lo ilícito. Particularmente, el hecho de que Rodríguez hubiera dejado el manejo del pago de los impuestos y la inscripción en los organismos pertinentes en manos del contador, en modo alguno le impedía poder motivarse en la norma.

Por otra parte, entendemos que los inculpados deberán ser considerados co-autores (art.45 CP) ya que co-dominaban funcionalmente el hecho, retenían en sus manos el curso causal de los acontecimientos, decidían sobre el sí y el cómo del suceso, disponiendo sobre su configuración central
, y realizaron los aportes que antes vimos. 


En la causa cada uno de los imputados tenía en sus manos el dominio del hecho que le correspondía a la parte del trabajo que debían realizar conforme una división funcional acordada. Mientras que RODRIGUEZ establecía vínculos con los sujetos que ejecutaban el delito precedente y adquiría el producido de dichos ilícitos, el nombrado junto a los demás imputados (AQUINO, VILLALBA, RAMOS, GLIBOTA, HERRERA y SOSA) realizaban actos propios de lavado de activos, a fin de darle al producido del delito precedente apariencia lícita. Así, todos, terminaban la obra que, conjuntamente, co-dominaban. 

 
Si bien este co-dominio requería una decisión conjunta al hecho mediante el cual se vincularon funcionalmente los distintos aportes al mismo, lo que se infiere claramente de las acciones de lavado que realizaran, no requiere –tal sostuviera la defensa- que los sujetos se conozcan personalmente entre sí. Como bien tiene dicho Jescheck, no es necesario que los autores posean un conocimiento recíproco “en la medida en que cada uno sea consciente de que con él colaboran una o más personas y éstas posean la misma conciencia
”, lo que surge claramente acreditado en la causa según advertimos. 


Además de este co-dominio del hecho basado en el ejercicio de una acción final conjunta, los imputados –según vimos a partir de la cantidad de bienes que aplicaron- cumplían con el decisivo aporte objetivo requerido por la co-autoría y sus contribuciones eran indispensables en la ejecución del plan criminal. El profesor Zaffaroni al referirse a este aporte objetivo como condición de la coautoría, según los antecedentes argentinos del dominio del hecho y citando a Adán Quiroga, enunciaba el criterio que, hoy, la dogmática penal aún maneja, diciendo que: “….los que ejecutan el delito por su hecho y los que toman y conducen a la víctima, los que han cometido violencia en la persona de los dueños de la casa, en fin, hasta los criados que abren las puertas, siempre que ese acto haya sido indispensable para el delito, son autores del rapto…
”.- 


No obstante, es dable precisar que a los fines estrictamente punitivos (del quantum de la pena), cualquier otra posible atribución participativa resulta insustancial. Es decir, si pudiera ponerse en tela de juicio el co-dominio del hecho por parte de todos los imputados, y estableciéramos que, por ejemplo, la riendas del hecho eran ceñidas solamente por RODRIGUEZ, los aportes materializados por cada uno de los demás imputados debieran ser analizados a la luz de la participación necesaria (art.45 CP), por lo que, a los fines estrictamente punitivos, la pena que le correspondería a los nombrados sería la misma que los autores. Ello ya que sin duda alguna los aportes de AQUINO, VILLALBA, RAMOS, GLIBOTA, HERRERA y SOSA resultaron esenciales, o no banales, para que el delito de lavado de activos pudiera cometerse.

 
Sin embargo, reiteramos, entendemos que la pluralidad delictiva, la innumerable cantidad de actos de lavado de los que dimos cuenta a lo largo de este voto, deben ser analizados bajo las reglas de la coautoría por división de funciones. En función de lo expuesto, les corresponde una responsabilidad directa dado que “tomaron parte en la ejecución de los hechos” ut supra descriptos, cumpliendo acabadamente su rol dentro de la asociación a fin de dar apariencia lícita a los bienes que procedían de un delito anterior, y, por tanto, corresponde considerarlos co-autores de delito reprimido por el art.303, inc.1 y 2 ap. “a”. 


Por otra parte, entendemos que entre las distintas acciones realizadas por  los imputados no surge una relación de concurso real (art.55 C.P.) sino que existe un único hecho de carácter permanente o continuado. Como vimos, las acciones propias del lavado de activos forman parte de un proceso mediante el que se introdujeron ganancias provenientes del narcotráfico. Este único proceso se estructuró a partir de la realización de varias y diversas acciones pero que conservaban la unidad propia que le otorga el dolo asentado, esencialmente, sobre la realización de un único plan criminal, en este caso, lavar activos. 
  
Por lo demás, y en atención a las manifestaciones de los defensores, es menester aclarar que, en el caso concreto, la relación concursal establecida por los querellantes –quienes juzgaron que en la causa debían vincularse las distintas exteriorizaciones materializadas por los imputados a partir de una relación de concurso real-, no supone una afectación del principio de congruencia porque no existe alteración alguna en las circunstancias temporoespaciales del hecho atribuido. Como lo hemos sostenido en reiterados pronunciamientos –en línea con la Corte y la CFCP
- la congruencia debe recaer sobre el “hecho” que es aquel acontecimiento histórico que constituye el objeto del proceso penal, y cuya necesaria intangibilidad viene dada por la inexcusable tutela al derecho de defensa en juicio. Desde esta óptica, es la acción humana ejecutada –en sus especiales circunstancias de lugar, tiempo y modo- la que se convierte en materia del posterior juicio y es por ello que el principio de congruencia no recae sobre el encuadramiento legal o, como en el caso, en el grado de participación asignado, como así tampoco en la relación concursal establecida. El principio es claro en su inspiración, toda  vez que tiende a garantizar el contradictorio, impidiendo que pueda cambiarse el “thema decidendum” acerca del cual las partes han sido llamadas a exponer sus razones y el juez a decidir. La relación concursal establecida en modo alguno puede violentar el principio de congruencia, ya que dicho cambio no supone una alteración de la plataforma fáctica, la que, en el caso, por el contrario, se ha mantenido inmutable en todos los actos procesales cumplidos. 

 
Además, y en función de lo hasta aquí expuesto, no podrá subsumirse el hecho en la figura de la “receptación”, doctrinariamente conocida como “emprendimiento”, prevista en el artículo 303 párr.3º del C.P., según fuera requerido por los defensores de Rocío Villalba y Romina Sosa. Como expusimos, las acciones de las nombradas no eran propias de esta figura, sino que mediante sus operaciones se incorporaron al mercado lícito bienes de origen ilícito, ya que las nombradas pusieron en circulación en el mercado bienes provenientes de un ilícito penal.-

 
Tampoco podrá tener acogida favorable el planteo formulado por el doctor Missano (defensa de Ramos y Aquino), respecto al acogimiento a la ley de blanqueo de capitales Nº 27.260 y su Decreto Reglamentario Nº  895/2016. Dicha normativa no puede ser aplicada ya que, por un lado, feneció el tiempo en el que se podía declarar de manera voluntaria y excepcional la tenencia de bienes en el país y en el exterior (el mismo se extendía desde la entrada en vigencia de esta ley hasta el 31 de marzo de 2017, inclusive)
,  siendo que, por otro, expresamente el  artículo 81 del citado cuerpo normativo excluye como beneficiarios a quienes estuvieran procesados por  acciones propias del lavado de activos
. 

 
Finalmente, y dado que los hechos aquí juzgados se circunscriben a un lapso temporal que va desde el año 2011 hasta octubre del 2014 y resulta abarcado por los textos ordenados por ley 25.246 y 26.683 (art.278 y 303 del C.P., respectivamente), entendemos que corresponderá aplicar la ley vigente en el último tramo de la conducta (art. 303, inc.1 y 2 ap. “a” del C.P.); ello conforme el criterio sustentado por los doctores Lorenzetti y Maqueda en el reciente fallo dictado por la Corte Suprema en la causa conocida como “Muiña”
.- 


Sabido es que el art.278 del inc.1, apartado b) del Código Penal había sido ordenado por ley 25.246 (B.O. 10/05/2000) y fue luego derogado por la ley 26.683 (B.O. 21/06/2011) que introdujo al Código, ya bajo un nuevo título, el artículo 303.- 


Sin perjuicio de que en el precedente “Sánchez Pedro” fallamos conforme las previsiones del artículo 278 (t.o.25.246) al considerar que dicha norma era más benigna que el posterior artículo 303 (t.o. 26.683), lo que presuponía (aun cuando no fuera establecido expresamente en dicho pronunciamiento) que en casos de delitos permanentes adscribíamos a la postura que interpreta de forma amplia la regla de benignidad establecida en el artículo 2 del Código Penal, creemos que dicho criterio debe ser modificado para adecuarlo al criterio expuesto por los doctores Lorenzetti y Maqueda en el precedente “Muiña” antes referido.    

 
Tal lo establecieran los citados ministros en el referido fallo y en consonancia con los fallos "Jofré" (327: 3279), "Rei" (330: 2434) y "Gómez" (332: 1555), “...el carácter permanente de un delito implica que si durante su lapso de consumación rigieron dos leyes, no se trata de un caso de sucesión de leyes penales (hipótesis del art. 2 o del Código Penal, donde se debe aplicar siempre la más benigna), sino de un supuesto de coexistencia de leyes y siendo que solo una de ellas es la que se debe aplicar -porque es uno el delito cometido-, debe aplicarse la vigente en el último tramo de la conducta punible, aun cuando sea la más gravosa..."
.- 

 
Como destacaron ambos juristas, en este supuesto no está comprometida la observancia del principio de legalidad y esta postura fue adoptada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos y por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos que sostuvieron que "...por tratarse de un delito de ejecución permanente, es decir, cuya consumación se prolonga en el tiempo...la nueva ley resulta aplicable, sin que ello represente su aplicación retroactiva (...) ("Gelman vs. Uruguay", sentencia del 24 de febrero de 2011, apartado 236)...”
.-

 
En estos casos, encontrándonos ante un delito continuo e indivisible jurídicamente y que durante su lapso de consumación rigieron dos leyes, ambas plenamente vigentes, rige el principio general tempus regit actum (artículo 7 del Código Civil) y dado que una sola de estas leyes es la que se debe aplicar debido a la unidad del delito, “...estamos ante un concurso aparente de tipos penales, pues necesariamente uno debe desplazar al otro, y , en tal caso, debe primar, la ley ... vigente en el último tramo de la conducta punible...”
.-    

  
Que, a fin de graduar la pena debemos atenernos estrictamente al reproche formulado por el Ministerio Público Fiscal. Entendemos ajustado a derecho el concreto pedido de pena formulado por el acusador público en atención al injusto cometido y al grado de culpabilidad de los imputados, teniendo en consideración, sus edades y medios de vida, la naturaleza del ilícito, el peligro para el bien jurídico tutelado, los medios empleados para su comisión, el lugar en que desarrollaron su conducta, y el grado de alarma social generada por su comportamiento (arts. 40 y 41 del Código Penal). 

 
Debe tenerse presente que el injusto cometido, esto es, hacer ingresar al mercado legal, de manera dinámica, una cantidad importante de bienes, muebles e inmuebles, saneando de esta manera su origen ilícito, repercute en la comunidad toda, ya que las consecuencias nocivas que lleva consigo el delito de lavado de activos implica un proceso mediante el que se introducen ganancias provenientes del narcotráfico y de otras actividades delictivas –contrabando, tráfico de armas, etc.- repercute en toda la sociedad que ve debilitada su administración de justicia, su sistema socio-económico y financiero, así como su sistema democrático. Es que “…el lavado de dinero ha adquirido una envergadura desmesurada, convirtiéndose en un peligro potencial y de orden universal, provocando fisuras en el sistema financiero y comercial, ya que su normalidad se ve alterada por la entidad cuantitativa de tales ingresos ilícitos que van ingresando de manera permanente en el circuito financiero internacional, provocando alteraciones en su estabilidad. La seguridad financiera se ve conmocionada con las consecuencias de orden interno que generan [...] No solamente son beneficiarios los traficantes de drogas, ya que provocan la aparición de otras lacras criminales, que incurren en ilícitos que atentan contra la existencia misma de la sociedad, ergo, terroristas, traficantes de armas que conforman grupos u organizaciones que mantienen en permanente estado de alerta a los medios de seguridad, confrontando con ellos…
”.-

 
Como bien destacara la querella de la U.I.F., las personas jurídicas creadas por los imputados, no sólo que no poseían reglas internas de prevención para lavados ni tenían mecanismos de vigilancia respecto a las personas que las integraban, sino que al financiarse con dinero ilícito afectaron el orden económico financiero al competir en forma desleal contra otros que lo hacían lícitamente. En este sentido recordemos que la Concesionaria RR VIP se encontraba en un lugar privilegiado de Posadas, sobre la ruta nacional, donde existen otros emprendimientos ligados a esta actividad comercial.  

Los imputados adquirían y administraban una gran cantidad de bienes que eran logrados con fondos de procedencia ilícita. Los vínculos con el delito precedente les redituaba una innumerable cantidad de bienes que eran ingresados al circuito legal a partir de maniobras complejas. Contaban con el asesoramiento de profesionales y con la ayuda de una innumerable cantidad de personas que contribuían para hacer posible su accionar ilegal. Poseían una alta coordinación y disponían de numerosos medios (vgr. propiedades, empresas, autos y celulares, etc.) que les permitía llevar adelante con mayor facilidad y eficacia su conducta ilegal.  

Además,  las condiciones de tiempo, lugar y modo en que se desarrollara la conducta de los inculpados también nos permite compartir el reproche penal formulado. Vimos que sus acciones se constituyeron en un proceso,                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                             ya que los imputados hicieron de la actividad ilícita un modo de vida. Notamos también que mediaba coordinación previa ya que conformaban una asociación o banda formada para la comisión de las acciones de lavado. La organización ilícita, especialmente constituida con individuos ligados por vínculos parentales o conyugales, se valía de la zona fronteriza para desarrollar su actividad marginal. Recordemos que los imputados se desplazaban, fundamentalmente, en una región rodeada de ríos, conocida comúnmente como “zona caliente” y por ello considerada “zona de vigilancia especial”, que abarcaba las provincias de Misiones y Corrientes, las que, en tanto limítrofes con las Repúblicas del Paraguay, Brasil y Uruguay, les facilitaba el continuo flujo clandestino de bienes y dinero.

Tal lo hemos referenciado in extenso oportunamente, Roberto RODRIGUEZ era quien mantenía vínculos con personas directamente ligadas al narcotráfico, actividad ésta última que le producía una innumerable cantidad dinero y bienes que, luego, eran ingresados al circuito financiero legal con la participación de los demás imputados (AQUINO, VILLALBA, RAMOS, GLIBOTA, HERRERA y SOSA) a través de diversas actividades, pero esencial y básicamente a partir de la compra-venta de vehículos de alta gama y la explotación comercial del Corralón Cerro Cora y El complejo turístico “Tangará”.- 

Por otra parte, y a fin de mensurar la pena que corresponde a los imputados, cabe tener presente la gran cantidad de medios y recursos con los que contaban (vehículos, empresas, teléfonos, dinero, etc.) que le permitía eludir la acción de la justicia y asegurar su impunidad. Pero también -como bien valorara la querella- hay que tener presente a estos fines el tiempo durante el cual operaron los encausados; lo sofisticado de la organización delictiva que le permitía operar en varias ciudades; la compleja estructura que habían armado a partir de distintas sociedades comerciales y el fideicomiso; así como la importante cantidad de dinero involucrado. 

A su turno debemos valorar el hecho de que las sociedades comerciales como la concesionaria RR VIP, el Corralón Cerro Corá, entre otras, fueron  constituidas al solo y único efecto de ingresar al mercado lícito los beneficios que le reportaba la actividad ilegal a la que se hallaban vinculados. Como bien expusiera la querella, los incriminados no contaban con recursos genuinos para construir esos mega emprendimientos y no tenían ningún tipo de experiencia en este tipo de actividades.

Las condiciones personales de los imputados, el grado de instrucción que poseían y sus condiciones familiares, no nos permiten evidenciar motivo suficiente para presumir algún justificativo que redunde en un menor reproche penal. El grado de conocimiento y libertad que poseían los retrata como perfectamente preparados para adecuar sus conductas a normas naturales y básicas de convivencia, y les debería ofrecer una mayor conciencia de antijuridicidad. Habían traspasado la mayoría de edad, estaban debidamente instruidos, se encontraban plenamente lúcidos, podían comprender la criminalidad de sus actos, y habían sido socializados conforme nuestras costumbres. Tampoco atravesaban una condición de miseria que le impidiera ganarse el sustento propio con el esfuerzo de un trabajo lícito, lo que indica la inexistencia de estímulos externos que pudiera justificar su actividad contra legem, siendo su ámbito de autodeterminación para motivarse en la norma absolutamente amplio.

 
Bajo estas preceptivas, compartiendo la solicitud de imposición de pena de los acusadores, habiéndose acreditado el hecho y la participación de los imputados en las condiciones de tipo, lugar y modo, antes expuestas, entendemos ajustado a derecho condenar como coautores penalmente responsable del delito de “Lavado de activos de origen delictivo”, agravado por haberse cometido con habitualidad y en banda (art. 303, incs.1 y 2 ap. “a” del Código Penal, t.o. Ley 26.683): 

 
- a Roberto Eduardo RODRÍGUEZ, DNI N° 27.413.908, a la pena de trece (13) años de prisión y multa de cinco (05) veces el monto de la operación; 

 
- a Santa Elba AQUINO, DNI N° 6.368.703, a la pena de diez (10) años de prisión y multa de tres (03) veces el monto de la operación;

 
- a Gricelda Romina SOSA, DNI N° 28.440.037, a la pena de diez (10) años de prisión y multa de tres (03) veces el monto de la operación;

 
- a Daniela Rocío VILLALBA, DNI N° 31.933.262, a la pena de seis (06) años de prisión y multa de tres (03) veces el monto de la operación;

 
- a José Rafael GLIBOTA, DNI N° 16.320.791, a la pena de diez (10) años de prisión y multa de tres (03) veces el monto de la operación;

 
-  a Rosa Gladys RAMOS, DNI N° 24.762.785, a la pena de ocho (08) años de prisión y multa de tres (03) veces el monto de la operación; 

 
- a María de los Ángeles HERRERA, DNI N° 23.889.218, a la pena de cuatro (04) años y seis (06) meses de prisión y multa de tres (03) veces el monto de la operación, 

 
Las multas precedentemente impuestas deberán ser determinadas en el incidente respectivo y deberá hacerse efectiva en el término de treinta (30) días de quedar firme la misma.

 
Además se deberán imponer las accesorias legales (arts. 12 del CP).

Como disposiciones complementarias corresponderá: 

-  DECOMISAR, una vez firme este pronunciamiento, los siguientes bienes muebles e inmuebles, que fueran objeto y/o medio del delito de lavado de activos, los que serán puestos a disposición de las autoridades correspondientes (art.23 y 305 del CP, art.522 del CPPN, Ley 20785): 

 
a- Vehículos:
1. Automóvil marca Porsche Coupe Cayman, modelo 2010, dominio JBB754.

2. Citroën sedan Berlingo, dominio FRG740, modelo 2006.

3. Citroën C3 aircross exclusive, dominio NTA641, modelo 2014. 
4. Ford Courier, dominio HUK160, modelo 2009. 

5. Toyota Hilux, dominio NZP410, modelo 2014. 

6. Toyota Hilux, dominio NPR274, modelo 2014. 
7. Toyota Hilux, dominio NDA692, modelo 2013. 
8. Toyota Hilux, dominio MWZ970, modelo 2013. 

9. Toyota Hilux SW4, dominio NNL410, modelo 2014. 

10. Toyota Coupe 86 GT, dominio MTZ 557, modelo 2013. 

11. Toyota Hilux, dominio MJW434, modelo 2013. 

12. Toyota Corolla, Número de identificación: 16 (fs.1653). Titular: José Rafael GLIBOTA –existe factura nº001100000415 a nombre del nombrado-.

13. Toyota Hilux. Número de identificación: 20. (fs.1656) Titular: José Rafael GLIBOTA. –existe remito nº0006-00007277 a nombre del nombrado.

14. Toyota Hilux 3.0 D4D Número de identificación:07 (fs.1642). Titular: José Rafael GLIBOTA. –existe remito nº0005-00003804 a nombre del nombrado.

15. Toyota Hilux 3.0 D4D. Número de identificación:08 (fs.1643). Titular: José Rafael GLIBOTA. –existe remito nº0005-00003769 a nombre del nombrado-

16. Ford Ecosport, dominio MJV922, modelo 2013. 

17. Toyota Hilux. Número de identificación: 6 (Fs. 1629 vta.) CIA Control Nº 44286267.

18. Seat sedan León, Dominio KZT735, modelo 2011.
b.- Inmuebles:

1.- Complejo turístico “Tangará" se encuentra ubicado en la localidad de Montecarlo, Misiones (sobre Ruta Nacional Nro. 12 Km 1515); 

2.- Inmueble sito en calle Quaranta 6195, Posadas, Mnes., lugar donde funcionaba la concesionaria RR VIP AUTOMOTORES; 

3.- Inmueble sito en la intersección de las Calles Carlos Bosetti y Ángel Blanch, localidad Cerro Cora, lugar en el que funcionaba el Corralón Cerro Corá.
-  DECOMISAR, una vez firme este pronunciamiento, todos los bienes muebles e inmuebles, que fueran objeto y/o medio del delito de lavado de activos (dinero, celulares y demás elementos), los que serán puestos a disposición de las autoridades correspondientes (art.303, inc.4, del CP; art.23 CP), con excepción de aquellos no sujetos a decomiso que deberán ser restituidos, y de aquellos que deberán ser remitidos al Juez Federal de la etapa anterior a los fines oportunamente dispuestos. 

Los bienes cuyo decomiso y restitución se ordena serán debidamente individualizados en los incidentes que se encuentran en trámite y obran por cuerda a estos autos principales, así como en los respectivos que deberán formarse, en los que, amén de individualizarse correctamente, se deberá determinar si ellos no han sido adquiridos por terceras personas de buena fe. 

Diversas razones aconsejan que adoptemos éste criterio. Especialmente existen motivos de orden práctico, que hacen a la celeridad y a la economía procesal, lo que motiva que sea en dichos incidentes en los que se cumpla el decomiso aquí ordenado. La particularidad del presente delito y la  innumerable cantidad de bienes que administraban los imputados imponen con prudente arbitrio que sea en dichos incidentes, con intervención de las partes y los posibles terceros adquirientes de buena fe, donde se cumpla la medida aquí ordenada. Por otra parte, existen varios bienes cuyos informes dominiales deben ser actualizados, algunos de los cuales, incluso, no obran en la presente causa.  Asimismo, un número considerable de los bienes fueron transferidos a terceras personas que los adquirieron de buena fe y que, ante el secuestro ordenado durante la instrucción, requirieron a este TOF Ctes. la restitución definitiva acompañando las documentales pertinentes que fueron agregadas a los incidentes que obran por cuerda a estas  actuaciones principales. Por ello, razones de celeridad, orden y economía procesal, aconsejan que en dichos incidentes sean dictadas las resoluciones respectivas cumpliendo el comiso aquí ordenado o, en su caso, procediendo a la restitución definitiva de los mismos. 

- 
TESTIMONIAR  las piezas pertinentes así como la presente sentencia y REMITIR al Juez Federal de la etapa anterior a fin de que investigue si los siguientes bienes fueron objeto y/o medio del delito de lavado de activos aquí juzgado:  

a.- Country “La Eugenia”, Lote 6, Manzana C, sobre Ruta Nacional 105, Garupá, Provincia de Misiones, lugar que fue allanado (fs.1690/1702) y en el que se secuestró documentación a nombre de Omar Daniel Rojas, que como vimos estaba relacionado al delito precedente que funda el delito investigado en esta causa, y vinculado directamente con Roberto Eduardo Rodríguez.

b.- Inmuebles que habrían construido Daniela Rocío Villalba y Roberto Eduardo Rodríguez, en la localidad de Villa Ángela Provincia del Chaco y que, según surge de las presentes actuaciones, tendrían en alquiler. Los mismos estarían ubicados en Calle López y Planes y Berna de dicha ciudad, todo ello de acuerdo a las constancias secuestradas en el allanamiento de Calle Balcarce Nº 77 de la localidad de Villa Ángela, Provincia del Chaco.

c.- Empresa “Construvial SRL”, que fuera conformada por Miguel Ángel Rodríguez y Juan de la Cruz Rodríguez. Dicha sociedad se constituyó el mismo día que la Empresa EMSETUR SRL investigada en estas actuaciones. Las cuentas bancarias de la misma presenta operaciones inusuales, como ser la gran cantidad de depósitos en efectivo de importantes sumas de dinero, sumado al libramiento de cheques sin disposición de fondos y la falta de generación de utilidad alguna
.

- 
REMITIR a la instrucción la totalidad de los incidentes de restitución de vehículos agregados por cuerda a la presente causa a los fines requeridos por la querella entablada por la U.I.F.

 
Como expusiera la querella, existen distintos bienes que fueron restituidos sin darle la debida intervención y sin que fuera publicadas en el sistema informático del Poder Judicial las respetivas resoluciones, lo que, pudiendo ser acciones ligadas a las que se investigan en el marco de la causa “Barboza Galeano, Duylio Horacio; Molina, Pablo; Issolio, Zacarías y Agnello, Noelia Carolina s/ falsedad ideológica”, Expte. N° 5262/2016, deberán remitirse a sus efectos.

- 
CANCELAR  la personería jurídica de las sociedades RR VIP AUTOMÓVILES S.R.L CUIT Nº 30-71429611-2 con domicilio fiscal en calle Av. Quaranta 6395 (Posadas, Mnes.), CORRALÓN CERRO CORA S.R.L CUIT Nº 30-71429612-0, con domicilio fiscal en Av. Quaranta 6195 (Posadas, Mnes.), y EMSETUR SRL CUIT Nº3071164841-7 con domicilio fiscal en Ruta 12 km 1515 (Montecarlo, Mnes.) y disponer la perdida de todos los beneficios estatales que tuviere, debiendo publicarse un extracto de la sentencia condenaría a su costa. (art.304 inc.4, 5 y 6 del Código Penal).

 
Como vimos, los hechos delictivos aquí juzgados fueron realizados con la intervención las citadas sociedades, las que fueron constituidas al solo y único efecto de introducir al mercado lícito las ganancias que obtenían de manera marginal. Las citadas personas jurídicas, además, no poseían reglas internas de prevención para lavados, no tenían mecanismo de vigilancia respecto a las personas que la integraban, carecían de reglas y procedimientos internos, y, por otra parte, al financiarse con dinero ilícito afectaron el orden económico financiero al competir en forma desleal contra otros que lo hacían lícitamente.

Es dable aclarar aquí, en vistas al pedido formulado por los representantes de la U.I.F. tendiente a que se cancele la personería jurídica del fideicomiso “Cali I”, que el fideicomiso no tiene personería jurídica en sí mismo. Conforme lo dispone el art. 1666 del Código Civil y Comercial de la Nación, el fideicomiso es un contrato por el que una parte, llamada fiduciante, transmite o se compromete a transmitir la propiedad de bienes a otra persona denominada fiduciario, quien se obliga a ejercerla en beneficio de otra llamada beneficiario, que se designa en el contrato. El fideicomiso no tiene personería jurídica pues no se encuentra comprendido en la definición de persona que establece la citada norma sustancial y tampoco se le atribuye personalidad jurídica en la ley especial que lo regula
, por lo que no se puede cancelar una personería jurídica que no existe.

- TESTIMONIAR el presente resolutorio, el acta de debate y así como las actuaciones pertinentes de la presente, las que deberán remitirse al Sr. Juez Federal competente a fin de que investigue, con intervención del Ministerio Público Fiscal, la presunta participación de Horacio Fabián SPASIUK, Myrian Liliana LENCINA, Horacio Nicolás SPASIUK, y Daniel Iván Fernández en los hechos de Lavado de Activos que fueran materia de juzgamiento. 

Ello porque, como reparamos, los vehículos que pertenecían a Horacio Fabián SPASIUK y Myrian Liliana LENCINA, algunos registrados a nombre de su empresa T.S. Logística, eran utilizados por las personas ligadas a los imputados para acarrear sustancia estupefacientes; lo que se corresponde con los indicios obtenidos en el marco de la causa “PETRA, JOSÉ ALFREDO Y OTROS s/Infracción a la Ley 23.737”, Expte. Nº  FSM 12186/2014/TO2 del Juzgado Federal Nº 2 de San Martín
, ultima ésta de la que surge que Horacio Spaciuk coordinaba la bajada de la droga que tenía como destinatarios a los imputados Petra y Zahrelban.

Por su parte, como expusimos, los vínculos asociativos de los imputados trascendían sus personas y se extendía a sus familiares. Spasiuk Horacio Nicolás, hijo de Spasiuk Horacio Fabián, registraban vehículos que se encontraban en la concesionaria RR VIP, propiedad de Rodríguez. Particularmente, el citado registraba el vehículo MBJ191 (Nissan Pick-Up doble Cabina, Frontier LE, 2013) según figura a fs.68 de la Actuación Nº11151-398-2014 de la firma RR VIP–reservado en Secretaría en caja azul como anexo 13.

También vimos que Daniela Rocío VILLALBA, por un lado, y Rafael GLIBOTA y Daniel Iván Fernández, por otro, realizaron un contrato de permuta mediante la que, la nombrada en primer término, entregó una vivienda ubicada en la localidad de Villa Ángela, Chaco, mientras que Glibota y Fernández dieron en pago una camioneta Toyota Hilux SRV 4x2 3.0, Pana 2014, por una valor de $357.000, comprometiéndose a entregar la suma de $350.000 y un automotor 0 KM año 2015, Marca Toyota Hilux 4x2, valuada en igual valor, para  cumplimentar así la suma total de la operación de un millón siete mil pesos ($1.007.000); no obstante que la suma total de los bienes que entregaban Glibota y Fernández ascendían a $1.057.000.-

Además, a fs. 891 y vta., del informe presentado por Gendarmería Nacional identificado como UU2-1000/10 de fecha 24 de junio de 2014,  surge en el Punto 9) que en el domicilio de Calle Mutinelli Nº 2360 o 71 de la ciudad de Posadas Misiones, en el inmueble que habitaba Gricelda Romina Sosa, se pudo constatar la presencia de un vehículo marca Toyota, Modelo RAV4, Dominio colocado NSE813, que era utilizado por la nombrada. De la consulta al sistema de antecedentes de Gendarmería Nacional surgió que la titularidad de dicho dominio pertenecía a Daniel Iván Fernández DNI Nº 35.303.783, desde 12 de marzo de 2014, siendo la Sra. Gricelda Romina Sosa autorizada a conducir.

 
De forma que, según se puede advertir prima facie, los nombrados tendrían participación en las acciones de lavado de activos aquí juzgado, todo lo que deberá ser ratificado o rectificado por el magistrado instructor y el señor fiscal mediante la sustanciación del proceso respectivo.   

  
- NO HACER LUGAR al cese de prisión preventiva solicitado por la defensa del imputado Roberto Rodríguez, y MANTENER el beneficio de libertad otorgado a los demás imputados bajo las condiciones oportunamente dispuestas y hasta tanto adquiera firmeza el presente (Art. 280, 319 y ccs. del CPPN).-

 
En lo que respecta el pedido de cese de prisión preventiva solicitado en favor de Rodríguez, se advierte que se encuentran vigentes las circunstancias que motivaran su dictado en los incidentes respectivos, a lo que se suma como innegable factor de riesgo procesal la presente condena así como aquella que registra el imputado en la causa “Petra” –ya citada-. 

 
Además, como señalara el Fiscal, no hay que perder de vista que en la instrucción se continúa la investigación respecto a otros posibles partícipes en la maniobras materializadas por los aquí juzgados a lo que se suman las nuevas personas que deberán ser investigadas según lo dicho anteriormente, de forma que, estando acreditado el vínculo entre Rodríguez y estas personas, surge que el nombrado podría obstaculizar o entorpecer el curso de dichas investigaciones.- 

 
- REGISTRAR en los organismos respectivos las medidas cautelares dictadas oportunamente en estos autos, y en tanto correspondiere. 

- REGISTRAR, agregar el original al expediente, copia testimoniada al Protocolo respectivo; cursar las demás comunicaciones correspondientes; y una vez firme la presente, practicar por secretaría el cómputo de pena, fijando la fecha de su vencimiento (art. 493 del CPPN) y oportunamente ARCHIVAR.-

Por todo lo expuesto concluimos afirmando que se ha acreditado la responsabilidad penal de los acusados en la comisión del delito por el que fueran acusados; y en consecuencia propiciamos emitir sentencia condenatoria en la forma señalada precedentemente. ASI VOTAMOS.-

A la CUARTA CUESTIÓN, los Jueces de Cámara dijeron: 

Que con relación a las costas del juicio corresponde su imposición, sin perjuicio de la solidaridad establecida por ley civil, en forma proporcional a los imputados, conforme lo disponen los artículos 530, 531, 535 y concordantes del C.P.P.N., por el principio general que rige en la materia y al no existir mérito para su eximición.- 

Que, en cuanto a los honorarios profesionales de los asistentes técnicos, corresponderá diferir sus regulación hasta tanto adquiera firmeza el presente fallo y acrediten su situación ante la AFIP.- ASI VOTAMOS.-

Con lo que no siendo para más, se dio por finalizado el presente acuerdo, y previa íntegra lectura y ratificación, suscriben los señores magistrados, todo por ante mí, Secretario Autorizante, de lo que doy fe.- 

Firmado: Dr. VÍCTOR ANTONIO ALONSO – Juez de Cámara. Dra. LUCRECIA M. ROJAS de BADARÓ – Juez de Cámara. Dr. FERMÍN AMADO CEROLENI – Juez de Cámara. Ante mí: Dr. MARIO ANÍBAL MONTI. Secretario – Tribunal Oral en lo Criminal Federal – Corrientes.-
S E N T E N C I A

Nº 04 





 
CORRIENTES, 15 de marzo de 2018.

Y VISTOS: Por los fundamentos que instruye el Acuerdo precedente; SE RESUELVE: 1º) NO HACER LUGAR a las nulidades que fueran articuladas en la presente causa. 2º) CONDENAR a Roberto Eduardo RODRÍGUEZ, DNI N° 27.413.908, ya filiado en autos, a la pena de trece (13) años de prisión, como coautor penalmente responsable del delito de “Lavado de activos de origen delictivo”, agravado por haberse cometido con habitualidad y en banda (art. 303, incs.1 y 2 ap. “a” del Código Penal, t.o. Ley 26.683); multa de cinco (05) veces el monto de la operación que será determinado en el incidente respectivo y que deberá hacerse efectiva en el término de treinta (30) días de quedar firme la misma; más accesorias legales y costas (arts. 12, 40, 41 y 45 del CP, arts. 530, 531 y 533 del CPPN). 3º) CONDENAR a Santa Elba AQUINO, DNI N° 6.368.703, ya filiada en autos, a la pena de diez (10) años de prisión como coautora penalmente responsable del delito de “Lavado de activos de origen delictivo”, agravado por haberse cometido con habitualidad y en banda (art. 303, incs.1 y 2 ap. “a” del Código Penal, t.o. Ley 26.683); multa de tres (03) veces el monto de la operación, que será determinado en el incidente respectivo y que deberá hacerse efectiva en el término de treinta (30) días de quedar firme la misma; más accesorias legales y costas (arts. 12, 40, 41 y 45 del CP, arts. 530, 531 y 533 del CPPN). 4º) CONDENAR a Griselda Romina SOSA, DNI N° 28.440.037, ya filiada en autos, a la pena de diez (10) años de prisión como coautora penalmente responsable del delito de “Lavado de activos de origen delictivo”, agravado por haberse cometido con habitualidad y en banda (art. 303, incs.1 y 2 ap. “a” del Código Penal, t.o. Ley 26.683); multa de tres (03) veces el monto de la operación, que será determinado en el incidente respectivo y que deberá hacerse efectiva en el término de treinta (30) días de quedar firme la misma; más accesorias legales y costas (arts. 12, 40, 41 y 45 del CP, arts. 530, 531 y 533 del CPPN). 5º) CONDENAR a Daniela Rocío VILLALBA, DNI N° 31.933.262, ya filiada en autos, a la pena de seis (06) años de prisión como coautora penalmente responsable del delito de “Lavado de activos de origen delictivo”, agravado por haberse cometido con habitualidad y en banda (art. 303, incs.1 y 2 ap. “a” del Código Penal, t.o. Ley 26.683); multa de tres (03) veces el monto de la operación, que será determinado en el incidente respectivo y que deberá hacerse efectiva en el término de treinta (30) días de quedar firme la misma; más accesorias legales y costas (arts. 12, 40, 41 y 45 del CP, arts. 530, 531 y 533 del CPPN). 6º) CONDENAR a José Rafael GLIBOTA, DNI N° 16.320.791, ya filiado en autos, a la pena de diez (10) años de prisión como coautor penalmente responsable del delito de “Lavado de activos de origen delictivo”, agravado por haberse cometido con habitualidad y en banda (art. 303, incs.1 y 2 ap. “a” del Código Penal, t.o. Ley 26.683); multa de tres (03) veces el monto de la operación, que será determinado en el incidente respectivo y que deberá hacerse efectiva en el término de treinta (30) días de quedar firme la misma; más accesorias legales y costas (arts. 12, 40, 41 y 45 del CP, arts. 530, 531 y 533 del CPPN). 7º) CONDENAR a Rosa Gladys RAMOS, DNI N° 24.762.785, ya filiada en autos, a la pena de ocho (08) años de prisión como coautora penalmente responsable del delito de “Lavado de activos de origen delictivo”, agravado por haberse cometido con habitualidad y en banda (art. 303, incs.1 y 2 ap. “a” del Código Penal, t.o. Ley 26.683); multa de tres (03) veces el monto de la operación, que será determinado en el incidente respectivo y que deberá hacerse efectiva en el término de treinta (30) días de quedar firme la misma; más accesorias legales y costas (arts. 12, 40, 41 y 45 del CP, arts. 530, 531 y 533 del CPPN). 8º) CONDENAR a María de los Ángeles HERRERA, DNI N° 23.889.218, ya filiada en autos, a la pena de cuatro (04) años y seis (06) meses de prisión, como coautora penalmente responsable del delito de “Lavado de activos de origen delictivo”, agravado por haberse cometido con habitualidad y en banda (art. 303, incs.1 y 2 ap. “a” del Código Penal, t.o. Ley 26.683); multa de tres (03) veces el monto de la operación, que será determinado en el incidente respectivo y que deberá hacerse efectiva en el término de treinta (30) días de quedar firme la misma; más accesorias legales y costas (arts. 12, 40, 41 y 45 del CP, arts. 530, 531 y 533 del CPPN). 9º) DECOMISAR, una vez firme este pronunciamiento, los siguientes vehículos que fueran objeto y/o medio del delito de lavado de activos, los que serán puestos a disposición de las autoridades correspondientes (art.23 y 305 del CP, art.522 del CPPN, Ley 20.785): Automóvil marca Porsche Coupe Cayman, modelo 2010, dominio JBB754; Citroën sedan Berlingo, dominio FRG740, modelo 2006; Citroën C3 aircross exclusive, dominio NTA641, modelo 2014; Ford Courier, dominio HUK160, modelo 2009; Toyota Hilux, dominio NZP410, modelo 2014; Toyota Hilux, dominio NPR274, modelo 2014; Toyota Hilux, dominio NDA692, modelo 2013; Toyota Hilux, dominio MWZ970, modelo 2013; Toyota Hilux SW4, dominio NNL410, modelo 2014; Toyota Coupe 86 GT, dominio MTZ 557, modelo 2013; Toyota Hilux, dominio MJW434, modelo 2013; Toyota Corolla, Titular: José Rafael GLIBOTA, identificado con el Nº16 a fs.1653; Toyota Hilux., Titular: José Rafael GLIBOTA, identificado con el Nº 20 a fs.1656; Toyota Hilux 3.0 D4D, Titular: José Rafael GLIBOTA, identificado con el Nº 07 a fs.1642; Toyota Hilux 3.0 D4D, Titular: José Rafael GLIBOTA, identificado con el Nº08 a fs.1643; Ford Ecosport, dominio MJV922, modelo 2013; Toyota Hilux., identificada  con el Nº6 a fs. 1629 vta..; Seat sedan León, Dominio KZT735, modelo 2011. 10º) DECOMISAR, una vez firme este pronunciamiento, los siguientes inmuebles que fueran objeto y/o medio del delito de lavado de activos, los que serán puestos a disposición de las autoridades correspondientes (art.23 y 305 del CP, art.522 del CPPN, Ley 20785): a.- Complejo turístico “Tangará" se encuentra ubicado en la localidad de Montecarlo, Misiones (sobre Ruta Nacional Nro. 12 Km 1515); b.- Inmueble sito en calle Quaranta 6195, Posadas, Mnes., lugar donde funcionaba la concesionaria RR VIP AUTOMOTORES; c.- Inmueble sito en la intersección de las Calles Carlos Bosetti y Ángel Blanch, localidad Cerro Cora, lugar en el que funcionaba el Corralón Cerro Corá. 11º) DECOMISAR, una vez firme este pronunciamiento, todos los bienes muebles e inmuebles, que fueran objeto y/o medio del delito de lavado de activos (dinero, celulares y demás elementos), los que serán puestos a disposición de las autoridades correspondientes (art.303, inc.4, del CP; art.23 CP), con excepción de aquellos no sujetos a decomiso que deberán ser restituidos, y de aquellos que deberán ser remitidos al Juez Federal de la etapa anterior a los fines oportunamente dispuestos. 12º)  TESTIMONIAR las piezas pertinentes así como la presente sentencia y REMITIR al Juez Federal de la etapa anterior a los fines dispuestos en los considerandos. 13º) CANCELAR  la personería jurídica de las sociedades RR VIP AUTOMÓVILES S.R.L CUIT Nº 30-71429611-2 con domicilio fiscal en calle Av. Quaranta 6395 (Posadas, Mnes.), CORRALÓN CERRO CORA S.R.L CUIT Nº 30-71429612-0, con domicilio fiscal en Av. Quaranta 6195 (Posadas, Mnes.), y EMSETUR SRL CUIT Nº3071164841-7 con domicilio fiscal en Ruta 12 km 1515 (Montecarlo, Mnes.) y disponer la pérdida de todos los beneficios estatales que tuviere, debiendo publicarse un extracto de la sentencia condenatoria a su costa. (art.304 inc.4, 5 y 6 del Código Penal). 14º) REMITIR a la instrucción la totalidad de los incidentes de restitución de vehículos agregados por cuerda a la presente causa a los fines requeridos por la Unidad de Información Financiera (UIF). 15º) TESTIMONIAR el presente resolutorio, el acta de debate y demás actuaciones pertinentes de la presente, las que deberán remitirse al Sr. Juez Federal competente a fin de que investigue, con intervención del Ministerio Público Fiscal, la presunta participación de Horacio Fabián SPASIUK, DNI Nº21.735.100, Myrian Liliana LENCINA, DNI Nº20.120.189, Horacio Nicolás SPASIUK, DNI Nº37.590.196, y Daniel Iván FERNÁNDEZ, DNI Nº 35.303.783, en los hechos de Lavado de Activos que fueran materia de juzgamiento. 16º) NO HACER LUGAR al cese de prisión preventiva solicitado por la defensa de Roberto Rodríguez, y MANTENER el beneficio de libertad otorgado a los demás imputados bajo las condiciones oportunamente dispuestas y hasta tanto adquiera firmeza el presente (Art. 280, 319 y ccs. del CPPN).- 17º) REGISTRAR en los organismos respectivos las medidas cautelares dictadas oportunamente en estos autos, y en tanto correspondiere. 18º) COMUNICAR lo aquí resuelto a la “Dirección de Comunicación Pública” de conformidad a lo dispuesto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación por Acordada Nº 15/13. 19º) DIFERIR la Regulación de Honorarios profesionales de los letrados intervinientes. 20º) FIJAR la audiencia del día 03 de abril de 2018 a la hora 12:00 para la lectura de los fundamentos de la presente sentencia. 21º) REGISTRAR, agregar el original al expediente, copia testimoniada al Protocolo respectivo; cursar las demás comunicaciones correspondientes; y una vez firme la presente, devolver las causas remitidas como prueba, practicar por secretaría el cómputo de pena fijando la fecha de su vencimiento (art. 493 del CPPN), y oportunamente ARCHIVAR.-
Firmado: Dr. VÍCTOR ANTONIO ALONSO – Juez de Cámara. Dra. LUCRECIA M. ROJAS de BADARÓ – Juez de Cámara. Dr. FERMÍN AMADO CEROLENI – Juez de Cámara. Ante mí: Dr. MARIO ANÍBAL MONTI. Secretario – Tribunal Oral en lo Criminal Federal – Corrientes.-
� fs.23/26 y fs.57/58 del incidente de nulidad FCT 12000024/2012/54/CA10


� Allí dijo: “...analizada la cuestión, las suscriptas estiman que el Juez Federal de la etapa anterior ha motivado debidamente la resolución primigenia de fs. 4 y vta. y las sucesivas resoluciones dictadas en la causa a fin de permitir la intervención telefónica de los números allí referidos y sus respectivas prórrogas, la que debía sus razones a los indicios objetivos que el personal de la Unidad Especial de Investigaciones y Procedimientos Judiciales de Gendarmería Nacional "Corrientes" (UESPROJUD) le había aportado y que posteriormente fueran consignados en los informes de fojas 1/2, 11 y vta.,18/22 y vta., 31/35, 51/55 y en los sucesivos, que en cada oportunidad cuentan con la Resolución fundada del Juez ordenando la intervención telefónica, el término, sus prórrogas, el registro y grabación de las conversaciones que se produzcan por esos medios, como así también la identificación de sus titulares según el caso y extensión de la jurisdicción conforme art. 32 de la Ley 23.737.


 	En punto a las razones mencionadas, que constituyen el fundamento de la intervención telefónica dispuesta, se menciona como hipótesis la existencia de una supuesta organización delictiva dedicada a transportar y comercializar mercaderías en infracción a la Ley 23.737 y/o 22.415, señalándose al respecto que la sustancia ilícita sería introducida desde el vecino país Paraguay para ser trasladada a los principales centros de distribución mediante el empleo de vehículos de gran porte y que la mencionada organización estaría integrada por una persona de nombre Gabriel, quien coordinaría las actividades con un ciudadano que responde al seudónimo de "Cacho", quienes estarían empleando los teléfonos celulares cuyos números se aportan, de este modo, las circunstancias mencionadas constituyen los elementos fácticos que dieron sustento a la sospecha inicial respecto a la comisión de un ilícito.


 	Así, la Unidad mencionada (UESPROJUD) se halla facultada para investigar y reunir la información necesaria a fin de frustrar ilícitos como el que se instruye; acercando al Juez información vinculada a la presunta existencia de una actividad delictiva concreta, en la que se indica un lugar de desarrollo, las personas involucradas y el modus operandi de la actividad.


 	(...) por lo que en el caso, se estima que tanto el pedido de intervención como la orden librada a fs.4 se encuentran fundados y reúne los requisitos mínimos para dar curso a la medida solicitada...” (fs.57vta.).- 


� Cfr. CFSM, Sala I, JA, 1994-III, índice, 152; CNPE, Sala A, JA, 2001-IV-759; CNCP, Sala II, JPBA, 122-85-175; cit. por Navarro-Daray, Código Procesal Penal de la Nación. Análisis doctrinal y jurisprudencial, TI, 4ºed, Bs. As., Hammurabi, 2010. pág.615


� Fallo del 31 de agosto de 2010 en autos: "Recurso de hecho deducido por la defensa de Carlos José Quaranta en la causa Quaranta, José Carlos s/ inf. ley 23.737 -causa nº 763-",.-


� Comunicaciones a extraña jurisdicción: fs. 4 y vta. obra la primer Resolución de intervenciones telefónicas, con fecha 26 de febrero de 2012; en el punto 6 se ordena el Exhorto; a fs. 13 se ordena la prórroga de las intervenciones telefónicas, a fs. 44/47 obran constancias de que el Juzgado de Roque Sáenz Peña ha recibido dicho exhorto Nº 393; a fs. 40 se libra Exhorto al Juez Federal de Presidencia Roque Sáenz Peña, con notificación al Fiscal de la prórroga de jurisdicción dictada en fecha 26 de marzo de 2012; a fs. 64 se libra Exhorto al Juez Federal de Presidencia Roque Sáenz Peña, con notificación al Fiscal de la prórroga de jurisdicción dictada en fecha 20 de abril de 2012; a fs. 65 se libra Exhorto a la Cámara Nacional en lo Criminal y Correccional Federal de Capital Federal, con notificación al Fiscal de la prórroga de jurisdicción dictada en fecha 20 de abril de 2012; a fs. 130 Se libra Exhorto Nº 1835, al Sr. Juez Federal de la Ciudad de El Dorado Provincia de Misiones con notificación al Fiscal de la prórroga de jurisdicción dictada en fecha en fecha 31 de julio; a fs. 131 Se libra Exhorto Nº 1836, al Sr. Juez Federal de Formosa, Provincia de Formosa,  con notificación al Fiscal de la prórroga de jurisdicción dictada en fecha en fecha 31 de julio; a fs. 132 Se libra Exhorto Nº 1837, al Sr. Juez Federal de la Ciudad de Posadas, Provincia de Misiones con notificación al Fiscal de la prórroga de jurisdicción dictada en fecha en fecha 31 de julio; a  fs. 133 se libra Exhorto al Juez Federal de Presidencia Roque Sáenz Peña, con notificación al Fiscal de la prórroga de jurisdicción dictada en fecha 31 de julio de 2012, diligenciado y agregado a fs.140/146 y vta.; a fs. 134 se libra Exhorto a la Cámara Nacional en lo Criminal y Correccional Federal de Capital Federal, con notificación al Fiscal de la prórroga de jurisdicción dictada en fecha 31 de julio de 2012; a  fs. 135 Se libra Exhorto, al Sr. Juez Federal de la Ciudad de Posadas, Provincia de Misiones con notificación al Fiscal de la prórroga de jurisdicción dictada en fecha en fecha 31 de julio, y a fs. 158 se agrega el Nº 2149, que dispone la extensión de jurisdicción; a fs. 154 se libra Exhorto al Juez Federal de Presidencia Roque Sáenz Peña, con notificación al Fiscal de la prórroga de jurisdicción dictada en fecha 03 de septiembre de 2012, y el Nº 2308 la de fecha 19 de septiembre de 2012; a  fs. 155 se libra Exhorto a la Cámara Nacional en lo Criminal y Correccional Federal de Capital Federal, de la prórroga de jurisdicción dictada en fecha 03 de septiembre de 2012, y a fs. 178 la de fecha 19 de septiembre de 2012; a fs. 1704/1708 se agregan las notificaciones de las audiencias del art. 32 de la ley 23737; a fs. 204/207 Exhorto al Juez Federal de Presidencia Roque Sáenz Peña, con notificación al Fiscal de la prórroga de jurisdicción librado el 3 de septiembre de 2012; a fs. 204/207 Exhorto al Juez Federal de Presidencia Roque Sáenz Peña, con notificación al Fiscal de la prórroga de jurisdicción librado el 3 de septiembre de 2012.


 	A fs. 1818/1840 Exhorto del Juzgado Federal de Roque Sáenz Peña, diligenciando órdenes de allanamiento y detenciones en la localidad de Villa Ángela (Glibota- Herrera); a fs. 2571/2605 se agrega exhorto remitido por el Juzgado Federal de Resistencia Provincia del Chaco, en el que se agregan las constancias del allanamiento al domicilio de Rocío Daniela Villalba sito en Av. Borrini Lorenzo entre Quiero Facundo y colectora de la Ruta 16 km.10, 5. Se secuestra la camioneta Toyota NNL 410.-


� CNCP, Sala III, ED, 170-533; CNCP, Sala II, 8/7/94, causa 152, «Cruz» citados por Navarro- Daray. Código Procesal Penal, Hammurabi 2013, T. I, p. 244.- 


� CNCP, Sala III, causa nº1805/2013, e/a “Vallejos, Walter Oscar s/ rec. de casación”, Reg. 2464/14.-


� Cfr. CFSM, Sala I, JA, 1994-III, índice, 152; CNPE, Sala A, JA, 2001-IV-759; CNCP, Sala II, JPBA, 122-85-175; cit. por Navarro-Daray, Código Procesal Penal de la Nación. Análisis doctrinal y jurisprudencial, TI, 4ºed, Bs. As., hammurabi, 2010. pág.615


� Roberto Eduardo Rodríguez fs. 1851/1857 y vta., fs. 3623 y vta., fs. 3686/3691; Gricelda Romina Sosa fs.1878/1884 y vta., fs. 3595/3596; Santa Elba Aquino fs. 1869/1875 y vta., fs.3592/3593; Rocío Daniela Villalba fs.1860/1866 y vta., fs.3514 y vta.; María de los Ángeles Herrera fs.1938/1944 y vta., fs.3512 y vta., fs. 3683/3684; José Rafael Glibota 1929/1935 y vta., ampliatoria a fs. 3628/3629; Rosa Gladys Ramos fs. 2309/2317 y vta. y fs. 3598/3599 y vta.-


� CNCP, Sala III, causa nº1805/2013, e/a “Vallejos, Walter Oscar s/ rec. de casación”, Reg. 2464/14. Voto de la Dra. Liliana E. Catucci. 


� Ricardo Sosa era el hermano de Romina SOSA, primer pareja de Roberto Rodríguez.-


� Este informe da cuentas de que los pasos de los vehículos en que transita RODRIGUEZ con poca diferencia horaria a otros vehículos.


� Fs.1336/1337vta. es detenida Rocío VILLALBA; fs.1382/1399vta. obra allanamiento del Complejo Tangará; fs.1437/1441vta. obra el allanamiento del domicilio perteneciente a Santa Elba Aquino; a fs.1455 /1463 se allana el domicilio sito en calle 12 de octubre y almirante Brown Mz. 66 (Candelaria, Mnes);   a fs. 1470/1472 se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en 49 - Chacra 225 5932 (128 y 49) (Posadas, Mnes); a fs. 1479/1481 se procedió al allanamiento del Corralón Cerro Cora ubicado en localidad de Candelaria (Mnes.); fs. 1492/1493 y vta. se allana el domicilio ubicado en Av. Chacabuco N°5245 (Posadas, Mnes.); a fs. 1503/1503 vta. se allana el domicilio ubicado en calle Belgrano y 25 de Mayo, piso sexto, departamento N°601 (Posadas, Mnes.) y se detiene a Roberto E. Rodríguez; fs. 1516/1518 y vta. se procedió al allanamiento del domicilio perteneciente a "T.S. LOGÍSTICA" -Av. Comandante Rosales N°2086, Posadas, Mnes.-; fs. 1540/1541 y vta. se allanamiento el domicilio sito en Rivadavia 1281 departamento "A" (Posadas, Mnes.); de fs. 1550/1552 y vta. se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en calle Amalia Vera N°4071 entre calles Parodi (84) y Neuquén (82)" (Posadas, Mnes.); fs. 1570/1572 se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en San Luis N°1782 (Posadas, Mnes.); a fs. 1580/1585 y vta. se precede a la detención de Sosa Gricelda Romina durante el allanamiento del domicilio ubicado en calle Mutinelli N° 71 2360 (Posadas, Mnes.); a fs. 1598/1601 se procede al allanamiento del domicilio sito en calle Carlos Bosetti y Ángel Blanch (Posadas, Mnes.), continuo al corralón Cerro Corá; a fs. 1608/1609 se allana el domicilio ubicado en calle Los Lapachos sin numeración catastral a la vista Barrio Jardín (Posadas, Mnes.); a fs. 1626/1632 se allana el domicilio de la Agencia RR VIP Automotores S.A. - Ruta Nacional N°12 intersección con calle 129, Posadas, Mnes., y se detiene a Francisco Orlando Jara; a fs. 1694/1696 vta. se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en Country "La Eugenia" Lote "L" N°6 sobre Ruta Nacional 105, Garupa, Provincia de Misiones;  a fs.1720/1721 se allana el domicilio sito en calle Moreno esquina Rivadavia, Villa Ángela, Chaco; a fs. 1725/1726  se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en la intersección de Av. España y calle Entre Ríos, Villa Ángela, Provincia del Chaco; a fs. 1731/1732 se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en Balcarce N°258 "Corralón el Tropezón", Villa Ángela, Provincia del Chaco; a fs. 1739/1740 y vta. se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en Balcarce N°77, Villa Ángela, Provincia del Chaco; a fs. 1746/1747 y vta. se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en Av. Uruguay N°75, Villa Ángela, Provincia del Chaco; a fs. 1752/1754 se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en calle Moreno N°98 esquina Mitre, Villa Ángela, Provincia del Chaco; a fs. 1759/1760 se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en calle María Cristina Salón de Torres N°264, Villa Ángela, Provincia del Chaco; a fs. 1765/1766 y vta. se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en calle 25 de Mayo N°1101, Villa Ángela, Provincia del Chaco; a fs.1771/1772vta.  se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en calle José Ingenieros y José Mármol, Villa Ángela, Provincia del Chaco; a fs.. 1778/1781. se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en calle Calandria N°1055, Villa Ángela, Provincia del Chaco; a fs. 1787/1791 se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en Ruta Nacional N°95 con Boulevard San Martín, Villa Ángela, Provincia del Chaco, y se detuvo a José Rafael Glibota y María de los Ángeles Herrera.





� Por su parte, del fallo “PETRA, JOSÉ ALFREDO Y OTROS s/Infracción a la Ley 23.737”, Expte. Nº  FSM 12186/2014/TO2 del Juzgado Federal Nº 2 de San Martín –disponible en el sitio web del CIJ (� HYPERLINK "http://cij.gov.ar/sentencias.html" �http://cij.gov.ar/sentencias.html�), también surge que en el hecho por que se condenara a ROBERTO EDUARDO RODRIGUEZ, se encontraba involucrado, entre otros, Horacio Spaciuk.


� “...se demuestra que RICARDO GABRIEL SOSA (identidad que utiliza ROBERTO EDUARDO RODRÍGUEZ), es quién financia la defensa de un ciudadano (MARCELO JAVIER GÓMEZ), que fue detenido en oportunidad de conducir un camión con más de TRES toneladas de marihuana. Esta información surge de los mensajes de texto y diálogos de la línea telefónica que se encontraba intervenida (...), donde en esa oportunidad se comunican RICARDO GABRIEL SOSA (ROBERTO RODRÍGUEZ) y el ciudadano NORBERTO PABLO PIPO, abogado, donde este último mediante mensaje de texto le envía a SOSA el CBU del Banco Nación N° 011024843002483653449, para que SOSA le deposite dinero por la defensa de GÓMEZ. Cabe señalar que también constan diálogos entre ambos donde mencionan la situación de la defensa mencionada...” (fs.904vta., pto.2)


� La misma información lo corrobora el informe de fs.406/413.-


� La misma información lo corrobora el informe de FS.195/202,  pto.2.-


� con remisión a informes anteriores de fecha 15/5/12 y 09/7/12.-


� La misma información surge corroborada por el informe de fs.104/112 (cfr. fs.105vta., pto.9.)


� “...12. Mediante el informe elevado mediante expediente UU 2-1000/10 del día 29/07/13, surge:


 	•  En 1. a., dialoga quien hasta esa época era RICARDO GABRIEL SOSA  (HOY ROBERTO EDUARDO RODRÍGUEZ),  con un 'ciudadano' "con acento cuyano,  surge que "GABRIEL" le tenía que hacer un envío; donde surge que el ciudadano con acento cuyano debía juntarle dinero y le comenta que le reventaron el portón y le robaron 250.000 pesos que eran para él (SOSA).


 	•  En 1.  c.,  el ciudadano SOSA dialoga con el ciudadano con acento cuyano en su voz,  donde este  último  le dice que VINIERON 800 PESOS, QUE ESO ES LO QUE PESABA, GABY LE DIJO QUE ERA ESO; a lo que SOSA (ROBERTO RODRÍGUEZ) le contesta con voz de enojo que LE HABÍA COMPLETADO 1000 PESOS.


 	Llama la atención que mencionan dinero pero el ciudadano con voz cuyana dice que "ES LO QUE PESABA"...”.-


� Que fue extraído del sitio web del CIJ (http://cij.gov.ar/sentencias.html)


� Los datos de todos los vehículos y los inmuebles surgen del informe de fs.1144/1199.-


� Ver fs.72 de la Actuación Nº11151-398-2014 de la firma RR VIP–reservado en Secretaría en caja azul como anexo 13-. Entre la documentación secuestrada durante el allanamiento  de las oficinas oficina de C.P.N. Tuvi Víctor Alejando y de los abogados José Alberto  y Rubén Oscar Tuvi de fs.1540/1545 (reservado como anexo 43), obran las escrituras de dichos inmuebles.


� A fs. 6466 el Ministerio Público Fiscal en el Requerimiento de Elevación a Juicio individualiza como GOO 745; a fs. 6330/6351 Requerimiento de Elevación de AFIP, también se identifica con el dominio GOO745; a fs. 6355/6390 Requerimiento de Elevación de UIF, también se identifica con el dominio GOO 745; a fs.


6512/6535 Auto de Elevación, identifica ese dominio también se identifica con el dominio GOO745.-


� Fs.1336/1337vta. es detenida Rocío VILLALBA; fs.1382/1399vta. obra allanamiento del Complejo Tangará; fs.1437/1441vta. obra el allanamiento del domicilio perteneciente a Santa Elba Aquino; a fs.1455 /1463 se allana el domicilio sito en calle 12 de octubre y almirante Brawun Mz. 66 (Candelaria, Mnes);   a fs. 1470/1472 se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en 49 - Chacra 225 5932 (128 y 49) (Posadas, Mnes); a fs. 1479/1481 se procedió al allanamiento del Corralón Cerro Cora ubicado en localidad de Candelaria (Mnes.); fs. 1492/1493 y vta. se allana el domicilio ubicado en Av. Chacabuco N°5245 (Posadas, Mnes.); a fs. 1503/1503 vta. se allana el domicilio ubicado en calle Belgrano y 25 de Mayo, piso sexto, departamento N°601 (Posadas, Mnes.) y se detiene a Roberto E. Rodríguez; fs. 1516/1518 y vta. se procedió al allanamiento del domicilio perteneciente a "T.S. LOGÍSTICA" -Av. Comandante Rosales N°2086, Posadas, Mnes.-; fs. 1540/1541 y vta. se allanamiento el domicilio sito en Rivadavia 1281 departamento "A" (Posadas, Mnes.); de fs. 1550/1552 y vta. se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en calle Amalia Vera N°4071 entre calles Parodi (84) y Neuquén (82)" (Posadas, Mnes.); fs. 1570/1572 se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en San Luis N°1782 (Posadas, Mnes.); a fs. 1580/1585 y vta. se precede a la detención de Sosa Gricelda Romina durante el allanamiento del domicilio ubicado en calle Mutinelli N° 71 2360 (Posadas, Mnes.); a fs. de fs. 1598/1601 se procede al allanamiento del domicilio sito en calle Carlos Bosetti y Ángel Blanch (Posadas, Mnes.), continuo al corralón Cerro Corá; a fs. 1608/1609 se allana el domicilio ubicado en calle Los Lapachos sin numeración catastral a la vista Barrio Jardín (Posadas, Mnes.); a fs. 1626/1632 se allana el domicilio de la Agencia RR VIP Automotores S.A. - Ruta Nacional N°12 intersección con calle 129, Posadas, Mnes., y se detiene a Francisco Orlando Jara; a fs. 1694/1696 vta. se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en Country "La Eugenia" Lote "L" N°6 sobre Ruta Nacional 105, Garupa, Provincia de Misiones;  a fs.1720/1721 se allana el domicilio sito en calle Moreno esquina Rivadavia, Villa Ángela, Chaco; a fs. 1725/1726  se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en la intersección de Av. España y calle Entre Ríos, Villa Ángela, Provincia del Chaco; a fs. 1731/1732 se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en Balcarce N°258 "Corralón el Tropezón", Villa Ángela, Provincia del Chaco; a fs. 1739/1740 y vta. se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en Balcarce N°77, Villa Ángela, Provincia del Chaco; a fs. 1746/1747 y vta. se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en Av. Uruguay N°75, Villa Ángela, Provincia del Chaco; a fs. 1752/1754 se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en calle Moreno N°98 esquina Mitre, Villa Ángela, Provincia del Chaco; a fs. 1759/1760 se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en calle María Cristina Salón de Torres N°264, Villa Ángela, Provincia del Chaco; a fs. 1765/1766 y vta. se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en calle 25 de Mayo N°1101, Villa Ángela, Provincia del Chaco; a fs.1771/1772vta.  se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en calle José Ingenieros y José Mármol, Villa Ángela, Provincia del Chaco; a fs.1778/1781. se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en calle Calandria N°1055, Villa Ángela, Provincia del Chaco; a fs. 1787/1791 se procedió al allanamiento del domicilio ubicado en Ruta Nacional N°95 con Boulevard San Martín, Villa Ángela, Provincia del Chaco, y se detuvo a José Rafael Glibota y María de los Ángeles Herrera.


� fs. 1075/1105, fs.1106/1121. fs695/vta..


  	A fs.336/350 de la Actuación Nº11151-398-2014 de la firma RR VIP–reservado en Secretaría en caja azul como anexo 13- obra el contrato constitutivo de la sociedad y una copia del acta complementaria en la que se modifica la denominación de RR SRL a RR VIP AUTOMOVILES.


� Roberto Eduardo Rodríguez era el apoderado de las firmas “Cerro Corá S.R.L.” y “RR VIP AUTOMOVILES S.R.L.”, todo ello según las constancias obtenidas del allanamiento en Calle San Luis Nº 1782, Estudio jurídico Poujade Brañas, en la localidad de Posadas, Misiones, obrante a FS. 1566/157, secuestrados y reservados en Secretaría con el número de Efecto 121, Sobre 8, consistentes en: a) Un poder General Amplio otorgado por Gricelda Romina Sosa y Santa Elba Aquino a favor de Roberto Eduardo Rodríguez, para administrar y disponer en nombre y representación de la Sociedad de Responsabilidad Limitada Cerro Cora, fechado 07 de noviembre de 2013. Escritura Nº 509 bajo Protocolo Notarial Nº B 01646821.b) Un poder General Amplio otorgado por Gricelda Romina Sosa y Santa Elba Aquino a favor de Roberto Eduardo Rodríguez, para administrar y disponer en nombre y representación de la Sociedad de Responsabilidad Limitada RR VIP AUTOMOVILES, fechado 07 de noviembre de 2013. Escritura Nº 510 bajo Protocolo Notarial Nº  B 01646825.-


� cfr. test. de Silvio Walter ROMERO, quien participó en le investigación de la causa en el año 2012 cuando se desempeñaba como jefe de la unidad judicial en corrientes y hasta su finalización en octubre de 2014.





� Fs.900.-


� Cfr. acta de fs. 1626/1632.


�Según surge de fs.1080 las siguientes personas conformaban la nómina salarial en el periodo mayo/2014: Pisi Daiana Graciela, Jaquet María Valentina, Bres Silvina Paola, Kinyuk Malvina Tamara, Acuña María Elena, Vasinger Sebastian, Pintos Francisco Javier, Marin Lorenzo Y Bres Teodoro.-


� ver fs.70/71 de la Actuación Nº11151-398-2014 de la firma RR VIP–reservado en Secretaría en caja azul como anexo 13-


� ver fs.70/71 de la Actuación Nº11151-398-2014 de la firma RR VIP–reservado en Secretaría en caja azul como anexo 13-


� Ver fs.350/354 de la Actuación Nº11151-398-2014 de la firma RR VIP–reservado en Secretaría en caja azul como anexo 13-.


� fs. 1075/1105, fs.1106/1121. fs695/vta.


� cfr. Informe de GN de fs.695, 904/944; durante el allanamiento del estudio contable Tuvi de fs. fs.1540/1545 se secuestró el contrato constitutivo de dicha sociedad.-


� Caja azul, Anexo 26, Sobre identificado como OF 03 PLANTA ALTA. “Planificación estratégica del negocio Tangará, Cabañas y Piscinas”- Parador Turístico” y “MANUAL PARA LA PREVENCIÓN DEL LAVADO DE DINERO Y FINANCIAMIENTO DEL TERRORISMO”.


  





� Bienes fideicomitidos: 1) LOTE TRECE (13), proveniente de la mensura particular con fraccionamiento del Lote B, subdivisión del Lote 19-A, ubicado en la línea Caraguatay, Colonia, Municipio y Departamento de Montecarlo (que previamente mediante contrato de compraventa de inmueble privado con certificación de firmas Nº E 03271979, Libro 41, Folio 1372187 de fecha 14/09/2011, fue cedido por Miguel Ángel Rodríguez, en un total de 2has. 35 as. 43cas) a Santa Elba Aquino); 2) el Lote D- 5a, que surge de la unificación y fraccionamiento del Lote D-1, D-3  lote D-4 y Lote D-5, del lote 19-b de la línea Caraguatay, Colonia, Municipio y Departamento de Montecarlo (que previamente mediante contrato de compraventa de inmueble privado con certificación de firmas Nº E 03271979, Libro 41, Folio 1372187 de fecha 14/09/2011, fue cedido por Miguel Ángel Rodríguez, en un total de 4has. 77as. 56cas) a Santa Elba Aquino). 3) LOTE DIEZ, proveniente de la mensura particular con fraccionamiento del Lote B, subdivisión del Lote 19-A, ubicado en la línea Caraguatay, Colonia, Municipio y Departamento de Montecarlo. 4) LOTE ONCE proveniente de la mensura particular con fraccionamiento del Lote B, subdivisión del Lote 19-A, ubicado en la línea Caraguatay, Colonia, Municipio y Departamento de Montecarlo. 5) LOTE DOCE proveniente de la mensura particular con fraccionamiento del Lote B, subdivisión del Lote 19-A, ubicado en la línea Caraguatay, Colonia, Municipio y Departamento de Montecarlo.


� Ver art. 1684 Código Civil y Comercial de la Nación.


� Proveniente de la mensura particular con fraccionamiento del Lote B, subdivisión del Lote 19-A, ubicado en la línea Caraguatay, Colonia, Municipio y Departamento de Montecarlo (que previamente mediante contrato de compraventa de inmueble privado con certificación de firmas Nº E 03271979, Libro 41, Folio 1372187 de fecha 14/09/2011, fue cedido por Miguel Ángel Rodríguez, en un total de 2has. 35 as. 43cas) a Santa Elba Aquino.


� Que surge de la unificación y fraccionamiento del Lote D-1, D-3  lote D-4 y Lote D-5, del lote 19-b de la línea Caraguatay, Colonia, Municipio y Departamento de Montecarlo (que previamente mediante contrato de compraventa de inmueble privado con certificación de firmas Nº E 03271979, Libro 41, Folio 1372187 de fecha 14/09/2011, fue cedido por Miguel Ángel Rodríguez, en un total de 4has. 77as. 56cas a Santa Elba Aquino.


� Cfr. informe de fs.904/911;especialmente fs.906, pto.13.-


� Además, entre la documental secuestrada durante el allanamiento del estudio contable Tuvi  (fs. fs.1540/1545) obra un contrato en el que Gricelda Sosa cede las acciones que le corresponden al nombrado Juan Ramón Rodríguez.


� obrante a fs. 2772/2775, cfr. su última parte fs. 2775.-


� con fecha de vencimiento 08/10/14 a nombre de Roberto Eduardo Rodríguez, calle 134-A-6412, Conexión Nº 3426293, Código de Usuario Nº 0613-0123-0001/0.-


� La información respecto a las acreditaciones bancarias de los imputados surge de la Actuación Nº11151-398-2014 reservado en Secretaría en caja azul como anexo 13.


� Ver fs.72 de la Actuación Nº11151-398-2014 de la firma RR VIP–reservado en Secretaría en caja azul como anexo 13-; informe de fs.1153/1154 y ccs.


� Ver fs.73 de la Actuación Nº11151-398-2014 de la firma RR VIP–reservado en Secretaría en caja azul como anexo 13-.





� Ver fs.71 de la Actuación Nº11151-398-2014 de la firma RR VIP–reservado en Secretaría en caja azul como anexo 13-.





� Firmante de Informes fs. 66/67, 75, 113/vta., 2, 11 vta., 22 vta., 34 vta., 51/55 vta., 136/137, 160/168 vta., 188/189, 195/202, 438/439, 469/473, 684/vta., 804/805, 886/893, 895/901, 923/933 147/148, 170/171, 195/202 vta., 215/216 vta., 226/227 , 406/413, 459/460, 485/490, 498/499 vta., 527/528 vta., 538/543 vta., 567/571, 581/586, 594/596, 639/643, 821/822, 830/831, 895/901, 904/910, 923/933, 1182/1199, 1201/1223, 1224/1226, 1227/1228, 1229/1230, 1811, 1916/1917, 2625/2626, 2716/2722 y 2772/2775.





� Testigo preventor, firmante de los informes y degrabaciones de fs. 34/vta., 72/75, 104/112, 147/148, 188/189, 195/202, 215/216 vta., 226/vta., 469/473, 556/558, 567/571, 851/586, 594/596, 621/626, 639/643, 745/754, 923/933, 1201/1223, 2450/2452 y degrabaciones de fs. 3051/3119.-


� Testigo Preventor quien firmó los informes fs. 527/528 vta., 556/558, 621/626 y 676/vta.


� suscribió informes de fs. 1 y vta., 31/33 vta., y 498/499, degrabaciones de fs. 852/885 y 3051/3120 y vta.


� A fs.1540/1545 se secuestró: fotocopia de DNI a nombre de Roberto Rodríguez; Una carpeta  con documentación a nombre de Omar Daniel ROJAS; Tres fotocopias del vehículo Toyota Hilux LKS 913; Documentación relativa a RR VIP Automóviles SRL, Corralón Cerro Cora SRL, Juan Ramón Rodríguez, Santa Elba Aquino, y Gricelda Romina Sosa; Facturas, remitos, boletos de consignación,  a nombre de Glibota; Contrato constitutivo de RR SRL con datos de Rodríguez, entre otros.





� Informe de fs.113 fechado el 31/07/12: “...Que del análisis e interpretación del material obtenido de la intervención telefónica del abonado Nro. (03735)15-479265 el cual se encuentra siendo utilizado por la ciudadana Daniela Rocío VILLALBA, en fecha 11 de julio del año en curso, efectúa una comunicación con el ciudadano Ricardo Gabriel SOSA (principal protagonista de interés) en la cual el ciudadano SOSA le solicita a DANIELA que busque y lleve (del interior de una camioneta blanca) un maletín y luego de unos segundos intenta ocultar lo mencionado haciendo referencia a un matafuegos; continuando DANIELA con el hilo de la conversación. De esto se puede inferir que el ciudadano SOSA portaría en el interior de uno de sus vehículos un maletín con documentación importante, dinero u otro objetos que vincularía a SOSA en actividades ilícitas y este último tendría la intención de ocultar (no se descarta que podrían ser estupefacientes). Sobre todo esto la ciudadana Daniela Rocío VILLABA tendría conocimiento...”.-


� automóvil marca Citroën modelo C3, con dominio FRG-883; Volkswagen, modelo Gol, color negro, dominio KFO-216 (cfr. fs.109, pto.20); 


� De fs.567 refiere: “...Sobre la intervención del abonado telefónico Nro. (03735)15-479265, utilizado actualmente por la ciudadana Daniela Roció VILLALBA: surge del análisis de los mensajes de textos producidos, una comunicación de interés durante el día 16 de Julio del año en curso, con el abonado telefónico Nro. (03735)15-605986 (el que se encontraría siendo utilizado por Francisco Orlando JARA alias "Cacho"), (...) Al respecto, esta prevención interpreta, que Daniela VILLALBA le da a Francisco Orlando JARA una indicación de parte de "Ro" (aludiendo a "Roberto", uno de los alias o apodos utilizados por Ricardo Gabriel SOSA), mencionada indicación consiste en que se dirija a un lugar o se comunique con "Crosti" o "Jenrri" (apodos o seudónimos), quienes no pueden comunicarse con "JARA". Presumiendo, por los hábitos que poseen los integrantes de esta presunta organización, que el lugar donde JARA debe dirigirse, estaría situado en la provincia de Misiones; (...) Continuando, Francisco JARA le comunica a Daniela VILLALBA que se encuentra próximo llegar al lugar, además que le trasmita esto a quien sería Ricardo Gabriel SOSA; respondiendo a esto Daniela VILLALBA, que se quede donde siempre lo hace. Destacando de este, que en esta oportunidad, Daniela VILLALBA actuaría corno intermediario en las comunicaciones entre los ciudadano antes mencionados....”.-


� fs.906, pto.13.


� En la audiencia de debate del día 23 de febrero del corriente año, el Dr. Saife presentó como prueba un contrato de permuta -con firmas certificadas mediante Actuación Notarial Nº 02143077- que realizaron Daniela Rocío Villalba y Jorge Rafael Glibota – Daniel Iván Fernández, con fecha 21 de julio de 2014. En dicho contrato se permuta la vivienda ubicada en Ruta 95 entre Mariano Moreno y Boulevard San Martin de la Ciudad de Villa Ángela, Chaco, identificado como una fracción de terreno urbano identificado como Circunscripción I-Parte Quinta 26/31- Sección F, con una superficie total de 525 metros cuadrados,  propiedad de Villalba, por el dinero y las camionetas antes identificadas que entregaron Glibota y Fernández. 


� Cfr. fs.336/356 de la Actuación Nº11151-398-2014 de la firma RR VIP–reservado en Secretaría en caja azul como anexo 13-.


� Cuenta Corriente Nº 378209411326417, caja de ahorro en dólares Nº 278209476175562 y caja de ahorro en pesos Nº 7 27820947617552 a nombre de la empresa CORRALÒN CERRO CORÁ SRL 30714296120, fecha de alta 27/02/2014; y Cuenta Corriente Nº 378209411326420, caja de ahorro en dólares Nº 278209476175588 y caja de ahorro en pesos Nº 478209476175591 nombre de la empresa RR VIP AUTOMÓVILES SRL 30714296112, fecha de alta 27/02/2014.


� Boleto de compra venta celebrado entre Gricelda Romina Sosa (vendedora) y Abrahan Squef Acevedo (comprador), por el que se vende el inmueble determinado como: Depto. 03, Mun. 14, sección 001, Chacra 000, Manzana 000, Lote 45-c.1, con una superficie de 10 ha., 37a., 08ca. Y 45 c.2 con una superficie de 24ha, 92ª., 77ca.Partidas Inmobiliarias nº 009427 y nº 009428, respectivamente, Dpto. Candelaria (03), Inscripto en el Registro de la Propiedad Inmueble al Tomo 16, Folio 33, Finca 3144, Zona Misiones (E.M.E), en un total de cuatrocientos mil pesos ($800.000,00).


� Boleto de compra venta celebrado entre Santa Elba Aquino (vendedora) y Abrahan Squef Acevedo (comprador), por el que se vende el inmueble determinado como: Depto. 03, Mun. 14, sección 001, Chacra 000, Manzana 000, Fracción “d”, del lote agrícola 45, de la Colonia Candelaria, con una superficie de 9 ha. 15 a., 22ca. Partidas Inmobiliarias nº 009425 y nº 009426, respectivamente, Dpto. Candelaria (03), Inscripto en el Registro de la Propiedad Inmueble al Folio Real Matricula nº 295, Zona Misiones (E.M.E), en un total de cuatrocientos mil pesos ($400.000,00).


� Ver Anexo 8, sobre de papel madera color marrón, reservado en Secretaría, Certificación de firmas Libro 62, Folio Nº 01771292, Registro Notarial Nº 111. Ratificación de firmas de fecha 22/08/2014, con identificaciones E 04119575 y E 04119576.-


� Art. 317 CCCN “La eficacia probatoria de los instrumentos privados reconocidos se extiende a los terceros desde su fecha cierta. Adquieren fecha cierta el día en que acontece un hecho del que resulta como consecuencia ineludible que el documento ya estaba firmado o no pudo ser firmado después. La prueba puede producirse por cualquier medio, y debe ser apreciada rigurosamente por el juez”  


� Este último se encontraba autorizado para manejarlo –cfr.fs.621/vta.-


� De la conversación mantenida el 13/04/2014 surge que: “...a. Conversación iniciada siendo las 18:28 horas del día 13 de enero del corriente año, comienzan dialogando sobre los papeles de dos camionetas "SW 4" (las que serían Marca Toyota, modelos Hilux); prosiguen dialogando sobre una casa que se encontraría en Paso de la patria, Corrientes cuyo valor sería de 160 mil dólares y de la cual el principal investigado no estaría interesado en adquirir dado que ya poseería una vivienda en "Corrientes"; luego, "Rodríguez" le comunica que la casa que se encuentra alquilando se la dejaría a "Glibota" una vez que esta se desocupe; posterior a acordar encontrarse, presuntamente en la provincia de Misiones, prosiguen dialogando sobre montos abonados y a abonar de vehículos, "la srv nafta y la cupe"...”.-


� A fs.3063vta. fue transcripto el diálogo de forma íntegra y a fs.854vta/855. Informó GNA a fs.888 pto.2, “...Día 14 de Abril del año en curso, conversación obrante en el CD Nro. 19 identificada como B-1004-2014-04-14-190542-14, con quien sería el ciudadano José Rafael Glibota; aquí Glibota se refiere hacia Roberto Rodríguez como "Gabriel"; la conversación se genera en un tono de discusión luego de que Glibota le digiera a Roberto que debía abonar un saldo por un vehículo, siendo que habían acordado en abonar dicho saldo en un periodo posterior. Luego, en un momento de la conversación Glibota le dice a Roberto Rodríguez que él lo ayudó a capitalizarse poniendo todas las cosas a nombre de él y el "lío" en el que se va a meter si le preguntan de donde sacó la plata para comprar eso; respondiendo a esto último Roberto que él le preguntó si podía hacer eso y si le servía o no, que en ningún momento él lo obligó a que lo haga...”.-


� “...c. Día 14 de Mayo del año en curso, conversación obrante en el CD Nro.  48 identificada como B-1004-2014-05-14-122007-14,  con quien sería el ciudadano José Rafael Glibota;  aquí  Glibota  se  refiere  hacía  Roberto Rodríguez como "Gabriel", e informando a este ultime que los de la "A.F.I.P." le hicieron unas actuaciones y tiene que presentar un descargo declarando el origen de los  fondos;  aclarando  "Glibota"  que  fue por poner vehículos a nombre suyo...” fs.888vta., pto.2, ítem “c”.


� cfr. CD Nro. 50 identificada como B-1004-2014-05-15-175753-14


� cfr. CD Nro. 52 identificada como B-1004-2014-05-19-203843-14 y -204725-14.-


� Reserva en Secretaría Caja Azul identificada con el Nº 26.


� Toyota Hilux 4x2 Cab. Doble dominio MPR 739 año 2013 (Boleto Nº 0000044); Toyota Hilux 4x4 dominio NNL 410 año 2014 (Boleto Nº 0000093); Toyota Hilux 0 Km, Nº Motor 1KD -A536821, Modelo 2014.Boleto Nº 0000136. Con fecha de inicio 28/07/2014; Toyota Hilux 0 Km, Nº Motor 2KD -A528064 Modelo 2014., Boleto Nº 0000137. Con fecha de inicio 08/08/2014; Toyota Hilux 4x2, 0km, Nº Motor 1KD -A531107 Modelo 2014., Boleto Nº 0000138. 07/08/2014.-


� Fs.3063vta. “…si vos querés que saquemos al camioneta o pongamos a nombre de otro yo transfiero todas las camionetas, yo transfiero todas las camionetas, yo no tengo ningún problema, yo estoy usando una sola camioneta (...) yo no uso todas las camionetas que te compre… La camioneta que venda las transfiero, si hay alguna patente siempre te dije, te pago las patentes de las camionetas no están haciendo nada acá”. –énfasis agregado-





� CD Nº63, origen: 3764834079, Destino: 555549376433995, Inicio: 03/02/201411:45:46 Fin: 03/02/2014 11:48:29, fs.743


� Conf. Tribunal Supremo Español, sentencias nros. 1704/01 y 928/06 en ocasión de tratar la norma del entonces vigente art. 301 del CP español, de similar estructura al art.303 CP. Referencias citadas por el Tribunal Oral en lo Penal Económico Nº2, Reg.46-S, del 27.06.2011, voto del Dr. Luis G. Losada, pto.37.


� Cfr. D´Alessio-Divito. Código Penal de la Nación. Comentado y Anotado, La Ley, 2ºed.,TII, pág.1413.-


� Fs. 7016 Prefectura Naval Argentina realiza la valuación de la Lancha marca PRFV Campanilli  Modelo CS 175, con tráiler, motor fuera de borda Marca Mercury modelo Fourstroke de cuatro tiempos, en la suma de doscientos cincuenta mil pesos ($ 250.000).- 


� Cfr.  Falcone – Capparelli. Ob. Cit. Pág.325.-


� Cfr. informe de fs.900


� Caja azul, Anexo 26, Sobre identificado como OF 03 PLANTA ALTA. “Planificación estratégica del negocio Tangará, Cabañas y Piscinas”- Parador Turístico” y “MANUAL PARA LA PREVENCIÓN DEL LAVADO DE DINERO Y FINANCIAMIENTO DEL TERRORISMO”.


� D`Alessio-Divito. Ob. Cit. TII, P.1405


� Informe de fs.113 fechado el 31/07/12: “...Que del análisis e interpretación del material obtenido de la intervención telefónica del abonado Nro. (03735)15-479265 el cual se encuentra siendo utilizado por la ciudadana Daniela Rocío VILLALBA, en fecha 11 de julio del año en curso, efectúa una comunicación con el ciudadano Ricardo Gabriel SOSA (principal protagonista de interés) en la cual el ciudadano SOSA le solicita a DANIELA que busque y lleve (del interior de una camioneta blanca) un maletín y luego de unos segundos intenta ocultar lo mencionado haciendo referencia a un matafuegos; continuando DANIELA con el hilo de la conversación. De esto se puede inferir que el ciudadano SOSA portaría en el interior de uno de sus vehículos un maletín con documentación importante, dinero u otro objetos que vincularía a SOSA en actividades ilícitas y este último tendría la intención de ocultar (no se descarta que podrían ser estupefacientes). Sobre todo esto la ciudadana Daniela Rocío VILLABA tendría conocimiento...”.-


� automóvil marca Citroën modelo C3, con dominio FRG-883; Volkswagen, modelo Gol, color negro, dominio KFO-216 (cfr. fs.109, pto.20); 


� Zaffaroni, Alagia, Slokar. Manual de Derecho Penal. Parte General. EDIAR, Bs. As., 2009. Pág.610.


� Hans-Heinrich Jecheck- Thomas Weingend, Tratado de Derecho Penal-Parte General, pág. 730.


� Zaffaroni, Alagia, Slokar. Ob. Cit. p.610.


� Cfr. CSJN, Fallos 186:297; 242:227; 246:357; 284:54; 298:104; 302:328; 482 y 791, entre otros) e idéntico temperamento ha sido adoptado por la Cámara Nacional de Casación Penal, Sala I, “Fulquin”, Leonardo Jorge S/ Recurso de Casación”, Resolución: 14-11-1996, Registro: 1237, Causa: 921


� Ley 27.260, artículo 36.


� Ley 27.260, artículo 84, Inc. e)1.-


� CSJ 1574/2014/RH1 “Bignone, Reynaldo Benito Antonio y otro s/recurso extraordinario”, fallo del 3/05/2017.-


� Del voto del doctor Juan Carlos Maqueda, cons. 9º).-


� Id. 


� Del dictamen del Procurador General, párr. IV. Ap. 3, del fallo antes citado. 


� cfr. Juan Sproviero. “Delito de Narcotráfico y lavado de dinero”. Bs. AS.: Ediciones Jurídicas, 2012. Pág.49 y sgtes.-


� Conclusiones  del Informe de Policía Federal Argentina en Anexo 9, Cuerpo 02, fs. 249 y sgtes.


�Ley 24.441, que regulaba específicamente el instituto del fideicomiso, reformada por la ley N° 26.994 B.O. 8/10/2014 Suplemento. Vigencia: 1° de agosto de 2015, texto según art. 1° de la Ley N° 27.077 B.O. 19/12/2014. Código Civil y Comercial de la Nación. 


� Que fue extraído del sitio web del CIJ (http://cij.gov.ar/sentencias.html)
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